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INTRODUCCIÓN

Como se advierte en varios estudios académicos y culturales, estamos frente a la coexistencia de dos
sistemas de valores y dos formas prácticas de vida: la occidental y la indiana. Ambas culturas poseen
paradigmas distintos, por lo que son consideradas irreconciliables y son muchas veces abordadas desde
visiones inconciliables. Estas visiones reducen la complejidad de la riqueza cultural a una burda
competencia entre posiciones teóricas y políticas, donde debe vencer e imponerse una sobre la otra. El
interés de este trabajo es superar estos prejuicios y aportar a la construcción del conocimiento, de
nuevos paradigmas de vida y de proyectos ético-políticos de acción transformadora.

Este interés también implica, definitivamente, asumir e impregnarse seria y conscientemente de dos
actitudes: primero, ir más allá de la visión occidental moderna, mono-cultural y reduccionista, abriendo
la mirada hacia el diálogo y la construcción en función de los desafíos que impone la diversidad
cultural en constante movimiento. Y segundo, no caer en la común apología de lo indígena y lo andino,
actitud de la que derivan el resentimiento y aquellas ideas que plantean las reivindicaciones y la
venganza indígena como una acción de justicia. Emprender honestamente estas dos actitudes es la
aspiración del presente trabajo.

Las tendencias teóricas actuales en pro de la descolonización y la reconstrucción de los paradigmas
propios de la cultura andina conllevan varios problemas. Existe una idealización extrema de los valores
andinos, considerándolos per se perfectos e infalibles. Es así que hay teóricos y políticos que plantean
que estos valores son de carácter universal y por lo tanto deben ser reconocidos y practicados por la
axiología occidental. Sin embargo, existen divergencias. Muchas otras ideas plasmadas en la teoría
señalan que estos valores responden a realidades particulares, completamente distintas de otras, y por lo
tanto, no pueden ni deben ser considerados universales.

Como contraparte también pueden encontrarse otro tipo de visiones sesgadas, como las que expresan
una profunda subestimación de lo indígena –considerándolo atrasado, salvaje, bárbaro, irracional e
inculto- y consiguientemente, exaltan los valores y postulados occidentales como si estos fuesen
símbolo de progreso, civilización, racionalidad, ciencia e inteligencia. Estas perspectivas sólo
consideran universales a aquellos valores enseñados por el occidente y todo aquello que provenga de
distintos lugares o que sea diferente es calificado como ‘irracional’ e ‘incorrecto’. Definitivamente, este
pensamiento –cuyos vestigios puede observarse aún en algunos epígonos de la academia- ya se ha
superado y ha sido puesto en cuestión por las constantes contradicciones prácticas que ha traído: la
decadencia de los valores, el racismo, la racionalidad vacía y desesperanzada y la desilusión de la
ciencia.

Comprender que ninguna de las dos creencias (el reduccionismo occidental y la apología del noble
salvaje) es correcta y evidenciarlo mediante las demostraciones que brinda la práctica es fundamental,
pues esto interpela a la propia naturaleza humana, sea esta occidental o sea andina. Es así que el
problema radica más en la esencia dual del ser humano -humana y bestial- que en los paradigmas, los



cuales al haber sido humanamente creados, no son perfectos. Así, también es necesario entender que
pueden existir marcos teóricos y categoriales perfectos, pero que aplicados a la práctica generan
confusión y grandes distorsiones; por lo cual es preciso tener lucidez y no solapar los problemas
prácticos bajo teorías románticas. Tampoco se trata de caer en un pragmatismo vacío, pues como
sabemos, no hay nada más práctico que una buena teoría. Hace falta crear una buena (nueva) teoría,
completamente aplicable.

Entonces el análisis se tornará más complejo. Aquellos valores andinos, profundamente reivindicados a
nivel teórico y académico, pero constantemente transgredidos en las prácticas contemporáneas de la
justicia comunitaria1, nos conducen a una reflexión exhaustiva y continua. Igualmente sucede con los
valores occidentales, como el perdón, la generosidad desinteresada, el amor al prójimo, la solidaridad,
el respeto; términos que parecen quedar en el olvido y que nos portan el imperativo de analizarlos,
confrontarlos y así interpelarnos continuamente. Se requiere reflexionar más allá del discurso,
frecuentemente distanciado de un sujeto que lo articule.

El debate es pertinente y necesario para esclarecer e intentar resolver esta distancia aparentemente
insalvable entre los postulados teóricos y la realidad práctica. Teóricamente, la cosmovisión andina -
particularmente expresada en su modelo de justicia- resulta una revolución, pero es necesario observar
su incidencia práctica. Por un lado, conocemos valores de la cosmovisión andina importantes –como la
reciprocidad, complementariedad de opuestos, equilibrio, relación múltiple, tercero incluido-; y por el
otro, observamos hechos de violencia, linchamientos y venganzas que violan y contradicen aquellos
valores tan aclamados por las tendencias filosóficas y teóricas de moda.

La justicia cósmica, el mantenimiento del equilibrio y la restauración son postulados, y a la vez, valores
que implican una búsqueda constante en la cosmovisión andina. Dentro de este contexto se desenvuelve
el derecho andino, que puede considerarse la forma más pura de la justicia indígena-andina. Mucho
después surge la justicia comunitaria, que expresa de manera bastante ilustrativa, una mezcla híbrida tal
vez desordenada de las autoridades y las prácticas del sistema jurídico andino con el sistema jurídico
occidental. La justicia comunitaria es precisamente la temática central de este trabajo de investigación.

En el altiplano boliviano contemporáneo, la justicia comunitaria ha estado ligada (frecuentemente) a
una serie de conflictos polémicos. Muchas acciones de violencia y crímenes políticos son justificados
bajo el argumento de la justicia comunitaria al cual se añade el ingrediente del pacto de silencio,
entremezclado con una serie de mitos ancestrales, de responsabilidad compartida, de una creencia firme
en la correcta realización de la justicia y de amenazas vertidas por los responsables directos de los
hechos hacia los testigos oculares. Todo esto sucede frente a un sistema estatal que, a lo largo del
tiempo, ha demostrado no ser efectivo y estar vejado con altos niveles de corrupción, ineficiencia y
falta de transparencia, particularmente en el ámbito de la justicia.

En algunos casos, la inacción o corrupción de determinados operadores de justicia y autoridades
gubernamentales dejan la vía libre para que la aplicación de justicia se distorsione. Y así como la
justicia comunitaria ha llegado a tener múltiples expresiones incoherentes con sus principios teóricos
llegando de esta manera a ser mal nombrada. La justicia ordinaria cae exactamente en el mismo error y
solo trae desesperanza entre quienes necesitan ver realizadas sus aspiraciones de justicia. Ambos
sistemas jurídicos están profundamente deteriorados y requieren ser reformados en función de las
exigencias y necesidades de la realidad fáctica.

1 También denominada ‘derecho aymara’, ‘justicia andina’ o ‘justicia indígena originaria campesina’. Estas
denominaciones, a pesar de sus diferencias, son entendidas como similares, tal vez porque recaen en un mismo
intento occidental por comprender las formas indígenas de justicia.



Retomando estas necesidades, el presente trabajo realizará un análisis exhaustivo de la justicia
comunitaria expresada en las prácticas contemporáneas del altiplano boliviano. Se tomará en cuenta los
casos denominados como aplicación de la misma y la posterior actuación de la justicia ordinaria
pertinente a estos casos. Y con base en la propuesta del diálogo entre civilizaciones (occidental e
indiana) se reflexionará sobre los posibles beneficios y conflictos que puedan perfilarse en caso de
intentar integrar y complementar ambos sistemas de justicia.

Se tratará de forma prioritaria los valores de la justicia comunitaria reflexionando sobre la posibilidad
de su universalización. Dichos valores serán contrastados y analizados a partir del estudio de distintos
casos denominados como justicia comunitaria y, sobre todo, de los resultados de la investigación de un
caso específico: el linchamiento y asesinato del alcalde de Ayo Ayo, Benjamín Altamirano el año 2004.
Este trágico evento fue calificado y defendido, por los involucrados y algunos pobladores de la
localidad como aplicación de justicia comunitaria y fue el primer caso de estas características que llego
a ser trabajado e investigado por la justicia ordinaria.

El primer desafío de este trabajo será descubrir y comprender aquellas intenciones e intereses que
subyacen a ese uso antojadizo de la justicia comunitaria; y, al mismo tiempo, proponer algunas
sugerencias para evitar que las malas interpretaciones y aplicaciones de la misma continúen dándose y
sigan en la impunidad. Este desafío surge luego de haber observado y conocido muchos casos
adicionales en los cuales se han suscitado hechos donde prevaleció la exacerbación de la violencia,
materializada en torturas y linchamientos a nombre de la justicia comunitaria. Entre los casos más
conocidos están los siguientes: Titicachi, El Alto, Sank’ajawira, Uncía, Juruma, Llanga Belén y
Batallani.

Y, el segundo desafío será, más allá de las distorsiones intencionadas de la justicia comunitaria, asumir
la complejidad de la diversidad cultural y la existencia de una riqueza innegable en la misma.
Comprendiendo que ahora necesitamos una reforma moral e intelectual en nuestra sociedad llena de
corrupción y carente de valores. Así, regresa el sueño y la esperanza de lograr, ante todo y algún día,
que la justica exista, que sea real, efectiva y completa. El horizonte para la realización de este desafío
está presente. Los sujetos necesarios para construirlo nos asumiremos y, formaremos el camino.



CAPÍTULO I

DISEÑO METODOLÓGICO

1. Problema de investigación

A lo largo de la historia boliviana, se han presentado distintos hechos políticos trágicos interpretados
como “justicia comunitaria”, o justificados y mantenidos en la impunidad a nombre de la misma. Es por
ello que esta temática ha causado polémica respecto de su aplicación, llegando a tener amplia cobertura
en la reflexión y el análisis filosófico, ideológico y político. Éstos han puesto mayor énfasis en
construcciones teóricas, muchas veces no sustentadas en la realidad. En este contexto surgen
interrogantes que merecen un tratamiento minucioso, entre ellas podemos destacar la pregunta central -
o problema crítico- de esta investigación.

El problema crítico hace referencia a las posibilidades de que en las prácticas de la justica comunitaria
se puedan encontrar valores universales o posibles de universalizar y ser aprehendidos por la justicia
occidental. Sin considerar a esta última como paradigma o modelo único a seguir, sino más bien
abriendo las puertas a un nuevo referente normativo, basado en los aportes teórico-categoriales y
vivenciales de las prácticas andinas. El problema de investigación se expresa en la siguiente pregunta:
¿Qué valores universales es posible encontrar en la aplicación contemporánea de la justicia
comunitaria en el altiplano boliviano?

El mencionado problema se sustenta metodológicamente en una lista inicial de preguntas, la selección
cruda y fina de las mismas. Luego de la selección se dio la aplicación de la matriz de Frederic Vester2,
mediante la cual se identificaron, además, tres problemas –activo, pasivo e indiferente-, de los cuales
los dos primeros fueron tratados de manera indirecta, teniendo en cuenta que ambos plantean distintas
pautas de solución. El último problema, por su cualidad de indiferente, no será estudiado. La aplicación
de la matriz de Vester dio como resultado lo siguiente:

o Problema activo: Considerando la cosmovisión andina, ¿cuáles son las concepciones ideológicas
referidas a la justicia comunitaria que se expresan en las prácticas contemporáneas del altiplano
boliviano?

o Problema pasivo: ¿Qué consecuencias sociales y políticas, individuales y colectivas, se dan a
partir de la aplicación de la justicia comunitaria en el altiplano boliviano?

2 Véase Anexo I.



El análisis de los resultados proporcionados por la matriz, introdujo el aspecto social y político en lo
referido a los valores universales. Es decir, el problema de investigación radica en analizar los valores
sociales y políticos que tendría la justicia comunitaria y que podrían ser apreciados, incorporados o
reivindicados, en alguna medida y según algún sentido, por la justicia occidental. En consecuencia, la
formulación final de este problema se dio como sigue: ¿Qué valores universales, de contenido social y
político, es posible encontrar en la aplicación de la justicia comunitaria en las comunidades
contemporáneas del altiplano boliviano?

Para tratar el problema crítico y sus implicaciones teóricas y prácticas de manera adecuada, se
desarrolló una investigación bibliográfica y hemerográfica, puntualizándose contenidos procedentes de
distintos materiales relacionados a la justicia comunitaria. Conjuntamente, se llevó adelante un estudio
del caso de Ayo Ayo, localidad en la que se ha presentado un violento linchamiento, justificado e
interpretado como aplicación práctica de justicia comunitaria. Asimismo, para comprender y analizar
los sucesos se desplegó una serie de entrevistas a especialistas, autoridades y actores relacionados con
esta temática, ya sea mediante aportes teóricos o a través de experiencias cercanas relacionadas al
asesinato del alcalde de Ayo Ayo.

La investigación desarrolló un modelo teórico de la justicia comunitaria. No obstante, para no perder
pertinencia ni limitarse a un marco estrictamente teórico se estudió y analizó el caso de Ayo Ayo. En
consecuencia, la tesis analiza dicho modelo y lo contrasta con un caso que lo cuestiona para finalmente
intentar definir qué es justicia comunitaria y especificar la posibilidad del valor social y político de la
misma como un nuevo horizonte normativo, que tampoco excluye a la justicia occidental sino que
podría complementarse con ella.

2. Objetivos

El objetivo general del presente trabajo consiste en determinar cuáles son los valores universales, de
contenido social y político, que podrían ser apreciados y aprehendidos por la justicia occidental y que
se encuentran en la justicia comunitaria, dada en las prácticas contemporáneas del altiplano boliviano.
Este objetivo se ha realizado plenamente gracias a los aportes teóricos de distintos académicos y a las
narraciones de experiencias prácticas de personas que forman parte o han vivido experiencias de
justicia comunitaria.

Asimismo, este trabajo presenta cinco objetivos específicos que se realizaron plenamente:

a) Explicitar, según la cosmovisión andina, las concepciones ideológicas referidas a la justicia
comunitaria, que se expresan en las prácticas contemporáneas del altiplano boliviano.

b) Diferenciar qué prácticas corresponden recurrentemente, a la justicia comunitaria y qué acciones
son solamente expresión de vandalismo y crimen organizado.

c) Identificar las consecuencias sociales y políticas, individuales y colectivas, que se dan a partir de la
aplicación de la justicia comunitaria en el altiplano boliviano.

d) Conocer qué aspectos generales, señalados por los principios de la justicia occidental, son
considerados o respetados en los procedimientos para la aplicación de la justicia comunitaria en el
altiplano boliviano.

e) Conocer las particularidades políticas y sociales para la aplicación de la justicia comunitaria en el
altiplano boliviano.



3. Pertinencia e impacto de la investigación

La presente investigación corresponde a la especialidad de sociología política y al campo de
administración de la justicia3. Ambos guardan relación con la aplicación de los usos y costumbres –es
decir, la justicia comunitaria- de las comunidades contemporáneas del altiplano boliviano. La tesis
radica en establecer qué tipo de valores se realizan en las prácticas de la justicia comunitaria, que
pueden ser apreciados por la cultura occidental y que podrían motivar algunas variaciones y
modificaciones en el modelo de justicia actual, con el horizonte a largo plazo, de crear un modelo
complementario de justicia.

Por otro lado, la tesis servirá para formar una visión crítica acerca del riesgo de que la justicia
comunitaria, actualmente denominada ‘justicia indígena originario campesina’4, sea dirigida de modo
inconveniente. Para evitar este riesgo, mediante la propuesta del modelo complementario de justicia se
buscará lograr una justicia comunitaria que considere aspectos centrales de la justicia occidental, como
los principios de la presunción de inocencia y el derecho a la defensa; y al mismo tiempo, alcanzar una
justicia occidental menos burocrática, más equitativa y sobretodo orientada a la restitución y
restauración del daño y no tanto al castigo.

En este sentido, la tesis ofrece un trabajo académico, analítico, teórico y con fines prácticos, que
desglosa distintos contenidos útiles para compatibilizar ambas prácticas jurídicas: la justicia occidental
y la justicia comunitaria. El trabajo es pertinente en el sentido de que establece y clarifica la diferencia
entre los actos que corresponden a la justicia comunitaria y los que son solamente crimen organizado,
justificados y mantenidos en la impunidad a nombre de la justicia comunitaria. Mediante estas
aclaraciones se podrá disipar las dudas y confusiones respecto a la aplicación de esta forma de justicia.

4. Delimitación del objeto de estudio

La delimitación del objeto de estudio está sustentada metodológicamente en la aplicación de la matriz
de Vester, mencionada en el problema de investigación. Es así que la presente investigación está
centrada en un conocimiento profundo de los valores de las prácticas contemporáneas de la justicia
comunitaria en el altiplano boliviano y el análisis de una posible universalización de dichos valores.
Asimismo, la tesis estudia, específicamente, el linchamiento y asesinato del alcalde de Ayo Ayo,
Benjamín Altamirano, en 2004, situación justificada, interpretada y defendida como aplicación de
justicia comunitaria.

Esta delimitación toma en cuenta la diferencia sustancial existente entre un modelo teórico de justicia
comunitaria, con valores determinados (en función de los valores generales que plantea la ética andina),
y una realidad pragmática, particular de un contexto (Ayo Ayo), donde ocurrió un caso extremo del

3 Según la nomenclatura internacional normalizada relativa a la ciencia y tecnología de la Organización de las
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), donde para el campo de la ‘ciencia política’
(59), se reconoce la especialidad ‘sociología política’ (5906) y la subdisciplina ‘administración de la justicia’
(5906.99).

4 El gobierno del presidente Evo Morales ha sustituido la denominación de ‘justicia comunitaria’ por la de ‘justicia
indígena originario campesina’. Según las versiones de algunos funcionarios de gobierno, esta denominación es
utilizada precisamente para evitar los excesos (como linchamientos y asesinatos) que suceden y que son
justificados como aplicación de justicia comunitaria.



cual algunos aseveran que fue “justicia comunitaria”5. Comprendiendo esta diferencia, se visibilizan
variaciones, confusiones o interpretaciones antojadizas y falsas sobre el sentido de la justicia
comunitaria, confundiendo a la misma con delitos y crímenes como el asesinato, el linchamiento y la
tortura; situación que crea un imaginario colectivo distorsionado sobre la justicia comunitaria, basado
en lo aparente de la realidad (lo que parece ser o lo visible) y no en lo real efectivo (lo que es y que no
necesariamente es visible)6.

5. Hipótesis y operacionalización de variables

El presente trabajo se sustenta en la siguiente hipótesis:

En la aplicación de la justicia comunitaria en las comunidades
contemporáneas del altiplano boliviano, no se encuentra ningún
valor, de contenido social o político, que podría tener relevancia

universal.

El proceso de investigación y las reflexiones teóricas sobre la temática han demostrado que la hipótesis
es parcialmente correcta, sin embargo, para ser comprendida correctamente requiere ser
complementada según tres precisiones:

En primer lugar, los valores de la cultura andina, por lo tanto de la justicia comunitaria, responden a
una taxonomía émica dada según su particularismo cultural y aplicable dentro de su cosmovisión. Es
así que los valores andinos no tienen relevancia universal porque plantean una forma peculiar y distinta
de racionalidad y de vida presente exclusivamente en el mundo andino y pertinente para el mismo.
Dichos valores no son compatibles con la racionalidad y forma de vida occidental y son opuestos a la
misma bajo su lógica y su marco categorial, que tiende per se a universalizar y abstraer, obnubilando
las realidades particulares (diversas) existentes en el presente de cada cultura.

En segundo lugar, los valores sociales y políticos de la justicia comunitaria podrían tener relevancia
universal, más allá de un posible reconocimiento teórico o aprobación científica. Esto significaría
reconocer la necesidad de un diálogo entre culturas y de una reforma (o tal vez una revolución) moral e
intelectual en el pensamiento y las prácticas de justicia de las sociedades. Estas, más allá de ser andinas
u occidentales, develan una amplia gama de valores y aspiraciones de vida a nivel teórico, pero
coetáneamente una realidad lejana a la justicia, contraria a la que el discurso y la teoría predican,
produciéndose así un desfase entre la teoría y la realidad7.

5 Justicia comunitaria entre comillas, ya que hay que tener claro que la muerte del alcalde de Ayo Ayo fue,
definitivamente, un asesinato común y, de ninguna manera, aplicación de justicia comunitaria, aunque muchos
(por distintos motivos) la denominaron como tal. Esta afirmación que será desarrollada in extenso en el capítulo
III.

6 La diferencia entre lo aparente de la realidad y lo real efectivo de la realidad es establecida por Franz Joseph
Hinkelammert en su texto Sobre la reconstitución del pensamiento crítico, pp. 35-64.

7 Cfr. de Hugo Zemelman, Pensar teórico y pensar epistémico: los retos de las ciencias sociales latinoamericanas,
pp. 1-16.  Se propone, como solución a este desfase, un pensar epistémico, es decir, en movimiento, acorde a las
necesidades y exigencias de la realidad y en relación con la misma. A diferencia del pensar teórico, estático, que
camina en busca de universales y que tiende a la fosilización del pensamiento.



En tercer lugar, cada sistema de justicia, con sus propios valores, debe funcionar para su contexto
particular y responder a las necesidades del mismo. Esta aseveración no excluye la posibilidad de
complementar valores entre sistemas, lo cual enriquecería a ambas formas de justicia; pero es necesario
que esta complementariedad pueda darse en el marco del reconocimiento del ejercicio de ambas formas
de justicia dentro de jurisdicciones establecidas y respetadas, donde una forma de justicia no interfiera
o impida el ejercicio de la otra. La universalización de los valores andinos podría entonces ocurrir, en
un primer momento, en un sentido teórico, y plasmarse, en un segundo momento en la práctica, a través
de la complementariedad entre ambos sistemas.

Por otro lado, en relación al problema de investigación, las variables independientes identificadas en
este trabajo son los tres valores centrales de la justicia comunitaria: reciprocidad, equilibrio y
restauración (que también puede denominarse reparación o restitución) del daño8. Asimismo, se
identificó una variable dependiente: la aplicación y valoración de la justicia comunitaria. Esta variable
fue operacionalizada mediante la investigación de campo (cuyos detalles se conocerá más adelante)
donde, en función a los instrumentos empleados para la investigación se analizan los valores
particulares de la justicia comunitaria, su aplicabilidad en las prácticas de la justicia comunitaria y la
posibilidad de que éstos puedan ser apreciados por la cultura occidental y convertidos en universales.

El siguiente cuadro presenta la operacionalización de variables:

Variables Indicadores Fuentes

Independiente

Valores de la justicia
comunitaria:

o Arrepentimiento
o Reconciliación
o Equilibrio
o Reparación
o Restauración

Aporte general
Lista de valores occidentales

o Bibliografía especializada:
libros y artículos.

o Entrevistas a 2 especialistas.

Valores y cosmovisión andina o Libros especializados
o Artículos

Organización social y política o Bibliografía especializada
o Entrevistas a 2 especialistas

Dependiente

Aplicación y
valoración de la

justicia comunitaria

Aplicación de la justicia
comunitaria:

o El caso de Ayo Ayo
o Otros casos

o Bibliografía específica
o Información hemerográfica:

El Deber, La Razón, El Diario.
o Páginas web institucionales.

8 Valores que serán tratados y explicados ampliamente, en relación con los valores andinos (es decir, el referente
amplio de los valores de la justicia comunitaria) en el desarrollo teórico – conceptual propio del capítulo II.



Valoración de la justicia
comunitaria

o Bibliografía especializada
o Entrevistas a 4 expertos en temas

etno-históricos
o Entrevistas a 3 personas

relacionadas al caso de Ayo Ayo

6. Métodos y técnicas

A lo largo de la investigación se emplearon principalmente dos instrumentos. En primer lugar, se
efectuó una revisión y selección de datos bibliográficos e institucionales pertinentes al desarrollo
teórico de la justicia comunitaria. Dicha revisión incluye la consulta de libros, revistas, periódicos; la
exploración virtual de estudios, revistas, artículos, blogs y páginas web en internet vinculadas a la
temática de la tesis; y la realización de una serie de entrevistas a especialistas relacionados con la
temática. En segundo lugar, se desarrolló un estudio de datos hemerográficos artículos, información
virtual y libros que abordan el caso específico del asesinato al alcalde de Ayo Ayo en 2004. Este
desarrollo estuvo acompañado con un despliegue de entrevistas9 a actores involucrados, de manera
directa o indirecta, con este fatal acontecimiento.

La revisión de datos bibliográficos fue de 28 entradas que corresponden a 27 teóricos. Es pertinente
destacar el aporte científico de cinco autores, como Javier Medina, Hugo Zemelman, Josef Estermann,
Hans Van den Berg y Blithz Lozada. Asimismo se emplearon datos institucionales que exponen
distintas visiones con relación a la justicia comunitaria, donde es fundamental la información brindada
por dos instituciones: el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (del año 1999) y el Viceministerio
de Justicia Indígena Originario Campesina de Bolivia.

En relación a la exploración virtual se pudieron hallar dos estudios de postgrado en derecho,
relacionados al pluralismo jurídico y la justicia indígena; dos revistas, cinco artículos, un blog y diez
páginas web que hacen referencia directa al tema de la justicia comunitaria y también a aspectos
relevantes de metodología de la investigación.

Por último, la exploración de datos hemerográficos fue de diez entradas correspondientes a cinco
periódicos nacionales, entre los cuales, por la información pertinente al caso de Ayo Ayo en 2004,
sobresalen los siguientes: El Deber, La Razón, El Diario y Los Tiempos. Es importante señalar que se
encontraron diversas contradicciones en la información vertida por los medios de difusión que, en
algunos casos, distorsionaron la información. Sin embargo, gran parte de la confusión pudo ser disipada
y aclarada de manera significativa por la información directa recabada a través de las entrevistas.

La investigación pudo desarrollarse a plenitud. Y más allá de las frecuentes dificultades como la tarea
exhaustiva y complicada de localizar a determinadas personas importantes para la realización de las
entrevistas o la postergación de algunas de las mismas; un problema importante y preocupante fue la
actitud de intolerancia o desconfianza expresada por determinadas personas entrevistadas que
presuponían que la orientación de la tesis era descalificar o presentar una apología de la justicia
comunitaria.

9 El tema de las entrevistas, tanto a especialistas como a personas involucradas será abordado en los capítulos III y
IV, y será detallado en el Anexo 2.



Esta actitud, aunque por un lado genera datos interesantes para el contenido de la tesis, al mismo
tiempo, impide que durante la entrevista se pueda profundizar en algunos aspectos esenciales de la
justicia comunitaria. Lamentablemente, algunos entrevistados (así como muchos de los intelectuales y
actores políticos de nuestro tiempo) ocupan la mayor parte del tiempo defendiendo su posición,
considerándola irreconciliable con las visiones opuestas o críticas e impidiendo entonces cualquier
posibilidad de diálogo entre la diversidad de visiones para construir teoría y práctica, complementando
las diversas posiciones y no excluyéndolas.



CAPÍTULO II

ESTADO DEL ARTE

1. Contenidos axiológicos occidentales

La cosmovisión occidental per se tiende a buscar referentes y paradigmas absolutos, universales e
incuestionables que establezcan parámetros de comportamiento y de vida para cada realidad diversa y
particular. Es así que, a lo largo de la historia del universo y de la humanidad10 se plantea los valores
universales como válidos para todo tipo de contexto, los derechos humanos como único marco
normativo legítimo a nivel mundial y el Estado de derecho como imperativo categórico para toda
sociedad humana.

a) Los valores ‘universales’

No todo es relativo. Existen verdades absolutas. En este sentido, Edmund Husserl afirma: “Si la ciencia
no alcanza de facto a realizar un sistema de verdades absolutas y se ve obligada a modificar
continuamente sus verdades, eso demuestra que persigue la idea de la verdad absoluta o de la
auténtica verdad científica y que vive dentro de un horizonte infinito de aproximaciones que aspira a
tocar esta idea”11. En base a esta afirmación, Guillermo Francovich propone tres propiedades
fundamentales de los objetos ideales12: 1) Existen fuera de nuestra subjetividad. 2) Son atemporales, es
decir, que no cambian con el transcurso del tiempo. 3) Son universales, comunes a todos los seres
humanos y a todo ser que pudiera eventualmente pensar.

Entre los objetos ideales del mundo occidental se encuentran los valores. El espíritu no está reducido a
la fría potencialidad teórica y técnica. Hay algo más viviente y cálido para él, los valores, que a
diferencia de los otros mundos, dan amplitud y contenido a su existencia. Las pasiones más intensas y
ardientes se encienden en torno a los valores del bien y del mal13. Evidentemente, el concepto de valor
no puede definirse en sentido estricto, sin embargo, cuando se habla de ‘valor’ puede entenderse tres

10 Una historia también universalizada como fruto del historicismo que prioriza la unión causal entre distintos
momentos de la historia y que considera a los hechos históricos completamente veraces, dejando que la sucesión
de acontecimientos le corra entre los dedos como un rosario (como alguna vez lo había expresado Walter
Benjamin). Véase de Walter Benjamin, Tesis sobre la historia y otros fragmentos, pp. 24.

11 Husserl es citado por Guillermo Francovich, El mundo, el hombre y los valores, p. 64.
12 Cfr. de Guillermo Francovich, El mundo, el hombre y los valores, p. 64.
13 Cfr. de Guillermo Francovich, El mundo, el hombre y los valores, pp. 68.



cosas: la vivencia del valor, la cualidad del valor y la idea del valor14. Los valores tienen una jerarquía
basada en el valer y no en el ser, es decir, las cosas son buenas o malas, hermosas o feas, sin dejar de
ser lo que son15.

En el siglo XIX se estableció que en los dominios del arte, de la religión, de la moral, los valores no
eran sino prejuicios susceptibles de ser modificados. Subordinados a las circunstancias y realidades
sociales e históricas cambiantes, los valores eran considerados relativos e inestables. Las conciencias
resultaron ser inestables y la mentalidad escéptica, entonces, no existía un compromiso serio del
hombre hacia los valores. Sin embargo, se atribuye a la axiología16 el descubrimiento fundamental de
que por naturaleza, los valores tienen un carácter universal y absoluto17. Es así que el subjetivismo
axiológico no existe. El sujeto no es la medida de los valores, los cuales, por su validez universal,
exigen un reconocimiento18.

Si bien existen valores individuales subjetivos, también existen valores generales objetivos que no
valen meramente para un individuo sino para toda la humanidad19. En función a estos últimos se han
planteado diversas clasificaciones o jerarquías de los valores a lo largo del desarrollo del conocimiento.
Johannes Hessen establece una clasificación con cuatro tipos de valores: los valores lógicos,
funcionales del saber y de la investigación de la verdad; los valores éticos, inherentes a portadores
reales (personas y no cosas) que pretenden universalidad; los valores estéticos, que descansan en la
apariencia y son inherentes no sólo a personas sino a objetos en general; y los valores religiosos, que
tienen carácter trascendente.

El lugar que puede ocupar cada valor en la clasificación es distinto según la importancia que le
atribuyan las distintas visiones20. Los valores varían en el tiempo y las sociedades, pero existen valores
universales, absolutos e intemporales que no cambian y que están por encima de la relatividad.
Francovich afirma que si los valores fueran válidos sólo para círculos limitados de hombres no podrían
mantener sus exigencias absolutas de cumplimiento y que sólo puede existir una verdadera conciencia
del deber cuando se supone que los valores son incondicionados y absolutos21: “Nunca el hombre podrá
sacrificar sus intereses vitales, subordinarlos a un valor, si es que puede darse cuenta de que éste no es
más que el resultado de una imposición de la sociedad en un momento dado”.

José Ramón Fabelo Corzo afirma que el término universal, muchas veces utilizado para adjetivar al
concepto de valor, significa que este último se toma en relación con el universo social más amplio
posible: la humanidad22. Son valores universales aquellos que contribuyen al progreso humano como:
la fraternidad, el amor, la bondad, la justicia, el perdón, la verdad, el respeto y la solidaridad. Según
Fabelo Corzo, reflexionar sobre estos valores, más que tema para un ensayo, es un imperativo de

14 Véase de Johannes Hessen, Tratado de Filosofía, pp. 381–386. Hessen explica la vivencia, la cualidad y la idea del
valor de la siguiente manera: “Vivimos el valor de un hombre, la belleza de un paisaje, la santidad de un lugar; y
hablamos de vivencias de valores éticos, estéticos, religiosos. En los casos citados existe una especial cualidad en
el objeto correspondiente (hombre, paisaje, lugar), que constituye su carácter axiológico y que desata en nosotros
la vivencia del valor. Existe también la idea de valor. Es el concepto genérico que engloba el contenido de la
vivencia axiológica. En los ejemplos aducidos, son las ideas axiológicas del bien, de lo bello y de lo santo”.

15 Cfr. de Guillermo Francovich, El mundo, el hombre y los valores, pp 68–9.
16 La axiología es parte de la filosofía que estudia los valores. Este término viene del griego axias, que significa precio,

valor, mérito, dignidad.
17 Véase de Guillermo Francovich, El mundo, el hombre y los valores, pp. 69–71.
18 Cfr. de Johannes Hessen, Tratado de Filosofía, pp. 387-393.
19 Ídem, pp. 390-393.
20 Cfr. de Gregorio Iriarte, Educación en los valores: El desarrollo de la dimensión ética en la educación. pp. 8.
21 Véase de Guillermo Francovich, El mundo, el hombre y los valores, pp. 75-6.
22 Véase de José Ramón Fabelo Corzo, Los valores y sus desafíos actuales, pp. 78.



la época23. En nuestra época la diversidad de cosmovisiones y estilos de vida nos impone un desafío
respecto a los valores. En este sentido, Immanuel Wallerstein24 arguye que la cuestión que se nos
plantea es cómo tomar en serio, en nuestra ciencia social, una pluralidad de visiones del mundo sin
perder el sentido de que existe la posibilidad de conocer y realizar escalas de valores que puedan
efectivamente ser comunes o llegar a ser comunes a toda la humanidad.

b) Los derechos humanos

El 10 de diciembre de 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó y proclamó la
Declaración Universal de Derechos Humanos. Se produjo un documento en el que se enunciaban por
primera vez los derechos humanos universales para todas las personas en un contexto individual. Según
Ban Ki-Moon, Secretario General de las Naciones Unidas: “… la Declaración, que ahora existe en más
de 360 idiomas, es el documento más traducido del mundo, lo que testimonia su naturaleza y alcance
universales; y se ha convertido en el criterio de referencia que nos permite, o nos debería permitir,
distinguir entre el bien y el mal”25.

La Declaración, cuya matriz es la cultura occidental moderna, afirma que todos los seres humanos
nacen con derechos y libertades fundamentales iguales e inalienables. Es decir, todos los seres humanos
tienen los mismos derechos26 en condiciones de igualdad y sin distinciones de ninguna índole
(Artículos 1 y 2)27. Entre los derechos fundamentales del hombre se reconoce el derecho a la vida, a la
libertad y a la seguridad (Artículo 3). Asimismo, se reconoce la potestad de toda persona a un recurso
efectivo que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales (Artículo 8).
Entre amplia gama de derechos (con sus respectivas garantías) que plantea esta Declaración28 es
fundamental para los fines de esta investigación destacar cuatro: primero, el derecho de toda persona a
la propiedad, individual y colectivamente. Este derecho va acompañado con la garantía de que nadie
será privado arbitrariamente de su propiedad (Artículo 17, I y II). Segundo, el derecho a la libertad de
opinión y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de
investigar y recibir información y difundirla, sin limitaciones (Artículo 19).

Tercero, el derecho de toda persona a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente
e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier
acusación contra ella en materia penal (Artículo 10). Y cuarto, que toda persona acusada de delito tiene
derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en
juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa. Derecho
ligado a la garantía de que nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de
cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional (Artículo 11, I y II).

Es importante resaltar algunas prohibiciones significativas que buscan preservar la dignidad humana:
nadie puede ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes (Artículo 5);
nadie puede ser arbitrariamente detenido o preso (Artículo 9); nadie puede ser objeto de injerencias
arbitrarias en su vida privada, su familia o su domicilio, ni de ataques a su honra (Artículo 12). De esta

23 Ídem, pp. 66.
24 Cfr. de Immanuel Wallerstein, Abrir las ciencias sociales, pp. 95.
25 Afirmaciones de Ban Ki-Moon en la Declaración Universal de los Derechos Humanos. 60° aniversario.
26 Cfr. de Norberto Bobbio, El tiempo de los derechos, pp. 37-54, 131. Bobbio afirma, lúcidamente, que la época

contemporánea es “la edad de los derechos”.
27 Declaración Universal de los Derechos Humanos. Naciones Unidas.
28 Diversidad de derechos que produce una seria asimetría en relación a los escasos deberes y obligaciones que

plantea la Declaración.



manera se asegura el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de todos, se busca
satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en la sociedad
(Artículo 29, I y II).

En el momento en que se propuso la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 58 países eran
miembros de las Naciones Unidas, de los cuales, en la sesión en que se hizo la votación, 48 votaron a
favor, ocho se abstuvieron y dos no estuvieron presentes (se ausentaron voluntariamente). Votaron a
favor: Afganistán, Argentina, Bélgica, Birmania, Bolivia, Brasil, Canadá, Colombia, Costa Rica, Cuba,
China, Dinamarca, Ecuador, Egipto, El Salvador, Estados Unidos, Etiopía, Filipinas, Francia, Grecia,
Guatemala, Haití, India, Irak, Irán, Islandia, Líbano, Liberia, Luxemburgo, México, Nicaragua,
Noruega, Nueva Zelanda, Países Bajos, Pakistán, Panamá, Paraguay, Perú, Reino Unido, República
Dominicana, Siam, Siria, Suecia, Turquía, Uruguay y Venezuela. Se abstuvieron: Arabia Saudita,
Bielorrusia, Checoslovaquia, Polonia, Ucrania, Unión Soviética, Unión Sudafricana y Yugoslavia29.

En la Declaración Universal de los Derechos humanos se puede evidenciar el elemento central de la
cultura jurídica occidental, como ser: el derecho positivo basado en el individuo y la escritura, y
orientado a defender la autonomía del individuo30. Esta Declaración ha sido expandida y proyectada
como modelo universal, lo cual ha conllevado a que los Derechos Humanos sean considerados como
universales31 y como único marco normativo legítimo a nivel mundial.

c) El Estado de derecho

El Estado de derecho surge en el contexto del Estado-nación moderno, las democracias y el capitalismo
en Europa y occidente. Guillermo O’Donnell32 afirma que el Estado de derecho es un sistema legal en
el que todos los ciudadanos son iguales ante la ley y todas las leyes son claras, promulgadas
públicamente, universales, no retroactivas y aplicadas justa y consistentemente a todos los ciudadanos
por una autoridad judicial independiente. A esto añade que este sistema debe asegurar derechos
políticos y libertades civiles que afirmen la igualdad política de todos los ciudadanos y restrinjan
abusos de poder potenciales. Estas garantías se dan a través del reconocimiento de tres poderes
supremos: el poder legislativo, el ejecutivo y el judicial.

Para establecer este tipo de Estado se requiere de seis elementos fundamentales33: 1) primacía de la ley;
2) responsabilidad de los funcionarios públicos; 3) seguridad jurídica; 4) gobierno y decisiones
predecibles y eficientes; 5) respeto de los derechos fundamentales, y 6) eficacia. El concepto de Estado
de derecho garantiza esas funciones públicas y trata de evitar los abusos que pueda engendrar el
monopolio del poder estatal en interés de élites políticas y sociales34. Werner Birkenmaier expresa que

29 Véase de Alberto Benasuly, “La ONU y los derechos humanos”. Disponible en la página web:
http://www.encuentros-multidisciplinares.org/Revistan%BA30/Alberto%20Benasuly.pdf

30 Para ampliar el tema del derecho positivo basado en el individuo y la escritura véase de Javier Medina, Diarquía:
Nuevo paradigma, diálogo de civilizaciones y Asamblea Constituyente, pp. 55, 74.

31 Ídem, pp. 73.
32 Véase de Thomas Christopher Elliott, Derecho originario y democracia en Bolivia, pp. 10.
33 Cfr. de Dirk Zavala, “Estado de derecho y desarrollo económico”. En la revista Ingeniería Jurídica y económica, pp.

2.
34 Cfr. El concepto de Estado de derecho y sus implicaciones para la cooperación al desarrollo. Documento de la

Agencia Suiza para el Desarrollo y la Cooperación (COSUDE). SD. Disponible en la página web:
www.deza.admin.ch/ressources/resource_es_23596.pdf



en sentido abstracto, es posible denominar Estado de derecho a todo aquel Estado cuya vida
comunitaria está regulada por el derecho positivo35.

Sin embargo, como Roberto Ruíz Díaz Labrano afirma, más allá de una verificación de la existencia en
la ley de elementos considerados esenciales para la democracia (como la división de poderes o la
enunciación de los derechos fundamentales), se requiere comprobar la existencia real del Estado de
derecho. Esta comprobación constata la vigencia efectiva de los derechos frente al ciudadano, e
institucionalmente verifica el funcionamiento de las instituciones, en especial la capacidad de respuesta,
ante circunstancias de crisis, desconocimiento o rompimiento del Estado de derecho36.

En este sentido, el funcionamiento del poder judicial, es parámetro tradicional de verificación de la
existencia y vigencia del Estado de derecho, ya que evidencia la eficacia del sistema estatal de derechos
y garantías ciudadanas y el respeto a las instituciones. El poder judicial se conforma por una serie de
órganos de carácter público que poseen jurisdicción y competencia para conocer, entender y resolver
las cuestiones litigiosas y capacidad de interpretar y aplicar el derecho por medio de resoluciones que
tengan autoridad de cosa juzgada37. Este poder debe ser completamente independiente del legislativo y
el ejecutivo.

La manifestación central de esta independencia es que los otros poderes del Estado no ejerzan directa o
indirectamente la misma competencia jurisdiccional, la cual es indelegable, de manera que todo poder
que interfiera en la misma está al margen de la constitución y las leyes. La independencia debe estar
garantizada en el mecanismo de elección de los magistrados, a fin de que los mismos no estén
supeditados a procedimientos degradantes, de subordinación anticipada a la política y expuestos a
influencias externas que distorsionan la administración de justicia38.

Asimismo, esta independencia se presenta como independencia del magistrado ante situaciones  y
relaciones que comprometan su objetividad e imparcialidad por causa de determinadas pasiones
políticas. La sujeción de la conducta personal de los miembros del poder judicial a la prohibición de
intervenir en política, es por consiguiente una obligación legal y ética, donde toda digresión
compromete la imagen de este órgano y el rompimiento del Estado de derecho39.

2. Estudios académicos sobre las comunidades andinas

Los estudios académicos de carácter filosófico, cultural y religioso realizados en torno a las
comunidades andinas han tenido serias repercusiones en el desarrollo del conocimiento. Es así que
frente a la racionalidad y forma de vida andina cuyos postulados probablemente opuestos (pero no
excluyentes) a los occidentales representan un desafío a los alcances del conocimiento, se ha intentado
replantear los fundamentos del mismo en función a la diversidad de culturas. Como consecuencia se
cuestiona el carácter universal de los valores y de los derechos humanos, se inicia un estudio profundo
de los valores ancestrales de las diversas culturas, se propone la interculturalidad y, en el campo de la
justicia, se propone el pluralismo jurídico.

35 Véase de Roberto Ruíz Díaz Labrano, “El Estado de Derecho: algunos elementos y condicionamientos para su
efectiva vigencia”, pp. 3.

36 Ídem, pp. 10.
37 Ídem, pp. 13.
38 Ídem, p. 14.
39 Ídem, pp. 14 - 5.



Tomar al occidente como referente universal es cuestionable a partir de la presencia innegable de las
distintas culturas en el mundo. No se trata de caer en el relativismo absurdo del postmodernismo, sino
de reconocer que los valores universales fueron impuestos por el sesgo homogenizante de la cultura
occidental moderna. Entonces, es importante superar la tendencia a extirpar y reprimir aquello que no
cabe en el unilateral marco de referencia de la modernidad, tendencia propia de la incapacidad para leer
una realidad que rebasa los límites del monoteísmo patriarcal occidental40. Para superar esta tendencia
es importante rebatir sus principios fundamentales, identificados claramente por Javier Medina41: el
principio de identidad, el principio de no contradicción y el principio de tercero excluido.
El principio de identidad señala que A es A, es decir, no se reconoce la existencia de otra energía B, la
cual además es diferente y antagónica. Sólo puede haber uno y este uno es universal. El principio de no
contradicción, basado en la lógica, afirma que una proposición no puede ser verdadera y falsa a la
vez42. A no es no-A, es decir, que A y B no pueden ser verdad al mismo tiempo o bajo el mismo punto
de vista; porque si A es verdad, entonces B es falso. Dicho de otro modo, si occidente tiene la verdad,
entonces la indianidad no la tiene. El principio de tercero excluido sostiene que no puede existir un
tercer término, que sea a la vez A y no-A. Sólo puede existir una proposición verdadera o falsa y no una
tercera posibilidad, verdad y falsedad se excluyen mutuamente. En sentido metafísico: un ente no puede
existir y no existir a la vez, ni ser otro ente al mismo tiempo43.

Con base en estos fundamentos se plantea que sólo existe una verdad y un sistema de valores válido
para toda la humanidad. Así, la racionalidad occidental excluye otros tipos de racionalidad basándose
en una lógica binaria que valora sólo dos valores lógicos y elige uno contra el otro. La verdad es el
lugar de la no contradicción44. Esta lógica proviene desde Aristóteles45, que enuncia tres principios
fundamentales: “Al mismo tiempo y bajo el mismo aspecto, una cosa no puede ser otra cosa”, “al
mismo tiempo y bajo el mismo aspecto, dos proposiciones opuestas no pueden ser, las dos,
verdaderas”, “al mismo tiempo y bajo el mismo aspecto, dos proposiciones opuestas no pueden ser, las
dos, falsas”46.

Esta lógica de pensamiento dualista y excluyente postula al occidente como racional, civilizado y
desarrollado47 y a las demás culturas (por ejemplo, la cultura andina) como irracionales, bárbaras y
subdesarrolladas; que necesitan aprehender la racionalidad occidental, civilizarse y perseguir el
desarrollo. De ahí precisamente deriva la conquista, la evangelización, la extirpación de idolatrías, la
ayuda al desarrollo y la lucha contra la pobreza48. La visión occidental resulta entonces lineal, sectorial,
secuencial, individualista; con valores brotados de la libertad, el progreso, el desarrollo: lo
cuantitativo49.

40 Cfr. de Javier Medina, Ch’ulla y Yanantin: las dos matrices de civilización que constituyen a Bolivia, pp. 11.
41 Ídem, pp. 14 - 5.
42 Véase de Josef Estermann, Filosofía andina: sabiduría indígena para un mundo nuevo, pp. 139–144.
43 Ídem, pp. 139-44.
44 Cfr. de Javier Medina, Ch’ulla y Yanantin: las dos matrices de civilización que constituyen a Bolivia, pp. 19.
45 Efectivamente, no solamente Aristóteles es el precursor del pensamiento filosófico, jurídico y político occidental.

Entre los principales pensadores podemos mencionar a: Zenón de Helea, Demócrito, Protágoras, los sofistas,
Platón, Agustín de Hipona, Tomás de Aquino, Lutero, Descartes, Spinoza, Locke, David Hume, Kant, Hegel,
Schopenhauer, Nietzsche, Heidegger y Jaspers.

46 Ídem, pp. 29 - 36.
47 Es considerada ‘desarrollado’ por los impresionantes avances científico-tecnológicos, por una supuesta mejor

calidad de vida y por tener economías estables, entre otras razones. Se tiene la perspectiva de que los mismos son
indicadores válidos y únicos para hablar de desarrollo y bienestar.

48 Ídem, pp. 37 - 40.
49 Ídem, pp. 41 - 5.



Si existe algún interés por los valores andinos, lo que en realidad se busca es integrarlos en la cultura
occidental50, sin embargo, la cultura andina cuestiona y rechaza la universalidad de los valores propia
del pensamiento occidental unilateral y unidimensional. Las concepciones occidentales de las virtudes
como perfecciones éticas en sí, del amor cristiano al prójimo o el obrar en base al deber kantiano, están
muy lejos de la intuición ética del ser humano andino51. Los valores primordiales de occidente, como el
amor desinteresado (ágape, caritas), la generosidad unilateral, el perdón incondicional, la libertad y
responsabilidad personal, la autonomía individual y la universalidad de los derechos humanos, no
tienen el mismo peso y la misma acepción, ni son considerados valores éticamente favorables.

Asimismo, los derechos humanos (en la Declaración Universal de 1948) de las Naciones Unidas, tienen
una ‘partida de nacimiento’ occidental (basada en la Revolución Francesa, los valores cristianos y la
ilustración) y reflejan presupuestos culturales no universales: el valor de la individualidad y autonomía,
la propiedad privada, la libertad personal, etc. La predominancia de los derechos individuales sobre los
sociales, comunitarios y de la madre tierra refleja este hecho mono-cultural52. En el ámbito de la
justicia se producen tres grandes consecuencias53: la existencia de una base jurídica antropocéntrica e
individualista, los casos criminales son juzgados por extraños (ajenos que desconocen lo sucedido) y la
pena es orientada al castigo del culpable.

Ahora bien, es honesto reconocer que si bien existe una gran variedad de estudios culturales en relación
a la filosofía y la cosmovisión andina, estos revelan la gran carencia de un tratamiento teórico serio y
sistematizado respecto de la administración de la justicia en las comunidades andinas. Frente a la
amplia gama de investigaciones en relación a la justicia occidental y al gran desarrollo teórico que esta
presenta, los estudios culturales sobre la justicia comunitaria son verdaderamente escasos y reducidos;
además de estar basados, en su gran mayoría, en una perspectiva occidental frívola de
‘complementación’ jurídica. Dicha complementación es inexistente, pues la realidad devela una
yuxtaposición jurídica. Asimismo, es evidente, en algunos estudios la presencia de ideas andinistas
reivindicatorias cuyo fundamento es la amargura hacia el pasado de la colonia y cuyo fin parece ser la
búsqueda de venganza para el opresor.

De esta manera, se ha tropezado con un intento occidental de positivización de la justicia comunitaria o
derecho andino mediante la elaboración de la Ley de Deslinde Jurisdiccional54, durante la segunda
gestión de gobierno del presidente Evo Morales Ayma. Muchos consideran que ahora la justicia
comunitaria ha perdido su riqueza porque ha sido sometida al respeto de los principios jurídicos y
políticos occidentales (por ejemplo, los derechos humanos) y que las prácticas andinas de justicia se
hubieran preservado de mejor forma si hubiesen permanecido en la ‘informalidad’. Así, mientras que
para algunas visiones la ley resulta ser una limitante, para otras la ley es un avance significativo.

3. La cosmovisión andina

El principio fundacional de la cosmovisión andina es la paridad, distinta a la unidad de la racionalidad
occidental. Mientras el occidente apuesta por la unidad, lo homogéneo y lo impar; la indianidad
apuesta por el par, la paridad y la heterogeneidad55. Es así que la base fundamental de la vida andina es

50 Véase de Javier Medina, Diarquía: nuevo paradigma, diálogo de civilizaciones y Asamblea Constituyente, pp. 59.
51 Véase de Josef Estermann, Filosofía andina: sabiduría indígena para un mundo nuevo, pp. 259-265.
52 Cfr. de Javier Medina, Diarquía: nuevo paradigma, diálogo de civilizaciones y Asamblea Constituyente, pp. 266-271.

Esta idea es una reinterpretación del planteamiento de Javier Medina. En el presente trabajo, agregamos los
derechos comunitarios y de la madre tierra, siempre olvidados y postergados por el pensamiento occidental.

53 Ídem, pp. 46 - 48.
54 Véase la Ley de Deslinde Jurisdiccional N° 073 de 29 de diciembre de 2010.
55 Cfr. de Javier Medina, Ch’ulla y Yanantin: las dos matrices de civilización que constituyen a Bolivia, p. 13.



la comunidad, en torno a ella y en base a determinados principios (la relación múltiple, la
correspondencia, la reciprocidad, la complementariedad de opuestos, el equilibrio, el tercero incluido y
la no-contradicción) giran todas las relaciones56. Se valora la comunidad en oposición a la preeminencia
del individualismo57.

a) Principios de la concepción del mundo

La comunidad andina, base de la cosmovisión y forma de vida andina, está compuesta no sólo por seres
humanos, sino también por la naturaleza, las deidades sobrenaturales y los difuntos. El individuo como
tal es un ‘nada’ (un ‘no ente’), es algo totalmente perdido si no se halla insertado en una red de
múltiples relaciones. Si una persona no pertenece a la comunidad local (ayllu)58 es como si no existiera;
una persona des-relacionada es un ente (socialmente) muerto59. La comunidad se determina por el
reconocimiento de antepasados comunes y por la labranza de terrenos comunitarios, sus límites
geográficos son demarcados de forma precisa. Es relativamente pequeña, pero del mundo pequeño se
va hacia lo grande, es así que se amplía en tres extensiones60: la extensión estructural, la extensión
geográfica y la extensión social.

En su extensión estructural cada comunidad tiene una duplicación (un espejo) en una comunidad
vecina. Las dos comunidades tienen a su vez una duplicación. Las diferentes comunidades de una
determinada zona forman a su vez un conjunto más amplio (marka). En cuanto a su extensión
geográfica los aymaras, cuyo hábitat original es el Altiplano, tienen comunidades en otros niveles
ecológicos, como en la costa del Océano Pacífico y en los valles subtropicales de los Andes orientales.
Y en relación a su extensión social, cada familia entabla relaciones con personas que no pertenecen a la
propia comunidad (por matrimonios con miembros de otras comunidades, relaciones de padrinazgo o
compadrazgo61). Así, al lado de la red comunitaria de relaciones por parentesco, existe una red de
relaciones rituales que traspasan los límites de la comunidad local.

Dentro de la comunidad se cultivan relaciones que se basan en principios de ayuda mutua (ayni) y de
responsabilidad compartida. La inserción de la pequeña comunidad en una totalidad más amplia no se
realiza para luchar con otros en función de defender los intereses comunes o para formar una fuerza
más grande dentro de la sociedad nacional, sino para obtener apoyo, por medio del conjunto más
grande, y defender los intereses propios. Al entablar relaciones con personas que no pertenecen a la
propia comunidad, se busca asegurarse de un apoyo, una protección y una garantía social que no se deja
encontrar suficientemente dentro del propio ambiente.

En lo que se refiere a la cosmovisión andina, en las comunidades prevalece una imagen del mundo con
un rasgo invariable: la metafísica cosmo-céntrica. El hombre andino es consciente de que existe una
preeminencia telúrica y anímica de lo sagrado, la cual lo coloca en un rol pasivo y subordinado respecto

56 Al respecto véanse las siguientes obras: De Josef Estermann, Filosofía andina: sabiduría indígena para un mundo
nuevo, p. 110. De Javier Medina, Ch’ulla y Yanantin: las dos matrices de civilización que constituyen a Bolivia, pp
16-9. De Hans Van den Berg, La cosmovisión aymara, p. 293. La noción de comunidad extraída pertenece al
estudio de Hans Van den Berg.

57 Véase de Blithz Lozada Pereira, Cosmovisión, historia y política en los andes, p. 51.
58 La raíz ‘ay’ indica lo común: ayllu = la comunidad local, la convivencia dentro de la misma comunidad.
59 Cfr. de Josef Estermann, Filosofía andina: sabiduría indígena para un mundo nuevo, pp.110.
60 Véase de Hans Van den Berg, La cosmovisión aymara, pp. 293.
61 Cfr. del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (1999), Justicia comunitaria IV: Las zonas urbano marginales de

La Paz y Cochabamba, p. 78. Resulta curioso constatar que la institución del compadrazgo y el “presterío”
desempeñan un papel importante. La población indígena, frente al poder formal, genera o desarrolla formas
alternativas de politicidad ligadas a otros espacios y prácticas.



del orden cósmico marcado por la reciprocidad y la inversión. Dicho orden determina la forma de las
relaciones entre las personas, con el entorno ecológico y con las deidades62. Es así que son seis los
principios fundamentales de la concepción andina del mundo: la relación múltiple, la correspondencia,
la reciprocidad, el equilibrio, la complementariedad de opuestos y el tercero incluido.

El principio de relación múltiple63 afirma que todo está relacionado, vinculado, conectado con todo.
La entidad básica es la relación, no el ente, como en la metafísica occidental. Primero existe la red de
conexiones e interrelaciones, el ayni, y luego el individuo64. El todo de las relaciones amerindias es un
todo concreto. Este principio no es sólo lógico, sino que implica variables afectivas, ecológicas, éticas,
estéticas y productivas. Las relaciones derivan de la experiencia de saberse parte de la totalidad;
proviene de una convivencia holista con el cosmos. Este principio tampoco es de naturaleza causal.
Asimismo, prevalece la creencia de que toda acción individual o grupal tiene consecuencias relevantes
en un universo integrado y conexo65.

El principio de correspondencia señala que los distintos aspectos o componentes de la realidad se
corresponden y contestan la provocación de su opuesto de una manera armoniosa, en una relación
bidireccional. Para el pensamiento andino, los nexos relacionales son, básicamente, de índole
cualitativa, simbólica, celebrativa, ritual, afectiva e intelectual (este último no es primordial)66. Existe
una correspondencia entre macrocosmos y microcosmos (tal en lo grande, tal en lo pequeño): entre la
realidad cósmica (alax pacha), la realidad terrenal (aka pacha) y el espacio infra-terrenal (manqha
pacha); entre lo cósmico y lo humano, lo humano y lo no-humano, lo divino y lo humano, lo bueno y
lo malo, la vida y la muerte, entre el ayllu de los jaq’i, el ayllu de la sallqa y el ayllu de los wak’as;
entre la fabricación de la chicha y el fluido de los líquidos por el cosmos; entre la casa y el universo;
entre lo humano y lo orgánico.

El principio de reciprocidad67 implica que a cada acto corresponde una contribución complementaria,
un acto recíproco. Este principio rige las interrelaciones humanas, intra-humanas, entre el ser humano y
naturaleza, y entre el ser humano y lo divino68. Diferentes actos se condicionan mutuamente, de tal
manera que el esfuerzo en una acción por un actor será ‘recompensado’ por un esfuerzo de la misma
magnitud por el receptor. Cada acción unidireccional trastorna este orden y lo desequilibra. Una
relación (unilateral) en la que una parte sólo da o sólo es activa, y la otra únicamente recibe o es pasiva,
para el hombre andino no es imaginable ni posible. El equilibrio cósmico requiere de la reciprocidad de
las acciones y la complementariedad de los actores.

El principio de equilibrio69 afirma que el encuentro de las fuerzas opuestas y complementarias es
posible gracias a la existencia de un equilibrio fundamental entre el cosmos y sus componentes. El
cosmos y todo lo que contiene es, en primera y en última instancia, una totalidad armoniosa, en la cual

62 Cfr. de Blithz Lozada, Cosmovisión, historia y política en los andes, pp. 52-61.
63 Este principio es planteado por Josef Estermann como la ‘relacionalidad del todo’ o ‘principio holístico’, y por Javier

Medina como ‘relacionalidad universal’, para dar a entender la interconexión existente entre las diversas fuerzas y
componentes del cosmos.

64 Para ampliar el tema véase los siguientes textos: de Josef Estermann, Filosofía andina: sabiduría indígena para un
mundo nuevo, pp.126. De Javier Medina, Ch’ulla y Yanantin: las dos matrices de civilización que constituyen a
Bolivia, pp. 16-9.

65 Véase de Blithz Lozada. Cosmovisión, historia y política en los andes, p. 52.
66 Véase de Javier Medina, Ch’ulla y Yanantin: las dos matrices de civilización que constituyen a Bolivia, pp 17. De

Josef Estermann, Filosofía andina: sabiduría indígena para un mundo nuevo, pp 136-138.
67 Véase de Josef Estermann, Filosofía andina: sabiduría indígena para un mundo nuevo, pp 145-148.
68 Existen múltiples formas de reciprocidad: económica, de trabajo e intercambio comercial, familiar de parentesco,

compadrazgo y ayuda mutua, ecológica de restitución recíproca a la pachamama y los apus/achachilas.
69 Véase de Hans Van den Berg. La cosmovisión aymara, pp. 302.



todo y todos tienen su sitio y también sus límites, en la cual todas las partes se complementan y se
apoyan mutuamente, produciendo equilibrio. Esta totalidad armónica es expresada por los aymaras
precisamente por su noción de comunidad, que abarca todo el cosmos, lo abraza, lo encierra y lo cuida.
Existe un equilibrio entre los opuestos o los diferentes y no una relación de exclusión.

El principio de complementariedad postula que ningún ente o acontecimiento existe aislado o por sí
mismo, sino siempre en co-existencia con su complemento específico. Ambos hacen la plenitud. A y B
son opuestos, pero se complementan en una relación contradictoria que los completa al modo como jaqi
integra a chacha y warmi (opuestos)70. La complementariedad de opuestos se realiza en un tercero
contradictorio que los incluye como A y B sin hacerlos desaparecer en un C, como hace la lógica
hegeliana. Para el runa/jaqi andino, el individuo autónomo y separado, en el fondo, es ‘vano’ e
‘incompleto’ y recién en conjunto con su complemento se convierte en pleno. Este principio cuestiona
la validez universal del principio occidental de la no-contradicción, ya que plantea una tercera
posibilidad más allá de la relación contradictoria: la relación complementaria71.

El principio de tercero incluido precisamente es la continuación de la relación complementaria. El
pensamiento andino no niega por completo el principio de no-contradicción; lo que sucede es que en
Occidente, la contradicción formal es concebida como absoluta o excluyente, de tal manera que el uno
(A) excluye al otro (B) y viceversa. Pero para la indianidad, la contradicción formal es entendida como
contradicción material, por lo tanto si A y B son contradictorios, igualmente pueden co-existir72. Es un
estado particular de potencialidades coexistentes simétricas y contradictorias en sí mismas. Es una
situación particular en la que dos polaridades antagónicas de un acontecimiento, son de intensidad igual
y dan nacimiento a una tercera potencia, en sí misma contradictoria: el Tercero incluido. Para el
occidente la verdad es el lugar de la no contradicción, pero para la indianidad es el lugar de lo
contradictorio73.

b) Organización social y política

Las comunidades aymaras regulan sus actividades a través de una jerarquía de cargos, muy ligada y
controlada según Hans Van den Berg74, por el prestigio andino, que es un poder ‘social’ con
participación y reconocimiento comunitario. La práctica del sistema de prestigio regula el
cumplimiento de obligaciones y cargos en la comunidad. Se realiza este control limitando la
acumulación privada y redistribuyendo los excedentes al interior de las familias de la comunidad. Este
proceso resulta ser distinto del tener y de la apropiación privada practicada por el occidente moderno y
por el sistema capitalista.

Parafraseando a Van den Berg: “El mayor error histórico es el uso de la lupa occidental para
establecer las estructuras comunitarias andinas bajo un solo molde, el de la pirámide social”75.
Completamente cierto. En el mundo andino cada familia es una pieza importante dentro de la
comunidad. Ninguna familia o persona está aislada. El uno necesita tanto como el otro, ya sea en

70 Cfr. de Javier Medina, Ch’ulla y Yanantin: las dos matrices de civilización que constituyen a Bolivia, pp 16-9.
71 Véase de Josef Estermann, Filosofía andina: sabiduría indígena para un mundo nuevo, pp. 130-138. “Cielo y tierra,

sol y luna, claro y oscuro, verdad y falsedad, día y noche, bien y mal, masculino y femenino para el runa/jaqi no son
contraposiciones excluyentes, sino complementos necesarios para la afirmación de una entidad ‘superior’ y
integral”.

72 Ídem, pp. 138-144.
73 Cfr. Javier Medina, Ch’ulla y Yanantin: las dos matrices de civilización que constituyen a Bolivia, pp, 16-9.
74 Cfr. de Hans Van den Berg, La cosmovisión aymara, pp. 144.
75 Ídem, pp. 227.
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trabajos agropecuarios, trabajos de infraestructura comunitaria (caminos, apertura de acequias,
construcción de escuelas, capillas, etc.) o asambleas y juntas comunitarias, en las cuales discuten y
deciden por consenso y no por simple mayoría todos los problemas y preocupaciones intra e inter-
comunitarios76.

El poder y la decisión descansan en la soberanía comunitaria. El comunario puede llevar sugerencias,
pero nadie se impone, lo que no quiere decir que todos son iguales y que la comunidad es perfecta. Hay
diferencias importantes entre los comunarios: los que controlan y combinan espacios ecológicos
distintos, conocidos como migrantes y colonizadores; los que manejan ciclos agrícolas simultáneos y
los que se dedican al transporte y al comercio o al trabajo eventual en las fábricas o construcciones de
los centros urbanos y mineros. En los últimos tiempos aparecen los pisadores de coca y los buscadores
de oro. Todos estos trabajos son practicados como una actividad complementaria al ciclo agropecuario
y a la economía de las familias y de la comunidad. De uno u otra manera, aquí reside la estrategia del
desarrollo de las comunidades andinas77.

La estructura ‘social’ andina es circular, no vertical (piramidal) como la jerarquía social colonial,
urbano – occidental; ni romboide, como el orden amazónico. En el esquema piramidal occidental la
mayor cantidad de pobladores, que son obreros, campesinos y la clase media-pobre ocupan la base de la
pirámide; el centro está compuesto por la clase media-alta y la cúspide por la clase alta, la minoría. En
el molde amazónico, en la parte superior del rombo se encuentran los pocos ricos y en la parte inferior,
los pocos pobres. En cambio, en la estructura comunitaria todos (pudientes, pobres, inválidos,
huérfanos, etc.), a pesar de ser diferentes comparten; se da una redistribución de los bienes a través de
servicios, presterío y jerarquía de cargos78. Esta estructura está basada en los principios andinos de
reciprocidad, redistribución comunitaria y equilibrio dinámico, se trata de cumplir obligaciones y
cargos de servicio a la comunidad.

El siguiente gráfico representa una reinterpretación y complementación a la propuesta de Van den Berg
sobre la estructura comunitaria andina:

76 Ídem, pp. 227.
77 Ídem, pp. 228.
78 Ídem, pp. 228.



El gobierno indígena o jisk’a Pachakuti se basa en el valor intrínseco del consenso entre sus miembros,
mediante distintas prestaciones de servicios a la comunidad, en directa correspondencia con aquella
norma de que “la tierra hace el cargo” y moduladas por el thakhi79, material y simbólicamente
formalizada por los sustratos del mundo ceremonial: coca, t’inka80 y otras manifestaciones. Los
principales cargos existentes y obligatorios dentro de la comunidad son: el mallkus (señor de vasallos)
o jilaqata (el crecido), que asumen su cargo en pareja81; el chacha-warmi: tata y mama mallku/padre y
madre del ayllu. Estos cargos tienen atribuciones políticas, administrativas y jurídicas en el ayllu, son
elegidos entre los originarios y expresan los horizontes del poder gubernativo prehispánico (es decir,
anterior a la incursión de la modernidad)82. Todos los miembros de la comunidad tienen obligación de
derecho de asumir estos cargos de responsabilidad por rotación anual83.

Los cargos no obligatorios son todos aquellos inspirados y ejercitados bajo control estatal:
corregimientos, sindicato agrario, juzgados de mínima cuantía, entre los más importantes. Estos cargos
generan una “heterogeneidad multi-temporal” o espacios de interfaz y negociación entre la marka y el
Estado. El cargo de corregidor, tras un largo proceso de forcejeo político, hoy se encuentra subsumido
dentro de la lógica organizativa de la marka, pues sus funciones fueron re-conceptualizadas al esquema
del antiguo cacique gobernador, con preeminentes atribuciones políticas, administrativas y jurídicas;
máxima autoridad en el marka.

A veces, el cumplimiento de estos cargos también se utiliza para sancionar a quienes exceden los
marcos comunitarios y éticos permisibles: “a más servicios de autoridad, mayores son los gastos”. El
corregidor y sus auxiliares funcionan como poder articulador entre el ayllu y el Estado, pues ejecutan
las políticas públicas y refuerzan la administración de justicia. La actual estructura de autoridades del
marka yaku muestra una compleja combinación de formaciones comunitarias, fueros y jurisdicciones
históricas84.

Frente a la idea de la mujer/esposa con limitada o ninguna competencia político–jurídica real, basta
analizar su capacidad productiva textil y pastoril para sostener que tiene igual estatus que el varón. Así,
al confeccionar los principales símbolos del poder (ponchos, awayus, taris), exclusivo dominio de la
mujer desde tiempos antiguos, mediante su ceremonial labor, materializa el halo protector omnipotente

79 Thakhi = camino de los vivos, de las almas/ancestros.
80 T’inka = alcohol.
81 Véase del Ministerio de Justicia y derechos humanos (1999), Justicia comunitaria I: Los aymaras de Machaca, pp.

20, 26, 41, 47-8, 67. La máxima autoridad nunca ha sido ejercida sólo por el hombre sino siempre en compañía de
su esposa. Esta pareja recibía el máximo respeto de todos los habitantes de la comunidad. Las funciones
específicas del jilaqata son: vigilar los hitos de los territorios para que los vecinos no invadan el lindero; nombrar al
kamana (autoridad para cuidar los cultivos) según el turno correspondiente; representar a su comunidad en las
reuniones intercomunales, cantonales, provinciales y departamentales; convocar y dirigir todo tipo de reuniones en
la comunidad; participar y velar por el buen cumplimiento de otros cargos; dirigir todos los actos religiosos que se
desempeñan a nivel comunal; solucionar todo tipo de conflictos que se presentan en la comunidad; presenciar
todos los actos de autoridades menores; recoger la contribución territorial de comunarios originarios; y asistir a todo
tipo de acontecimientos comunitarios.

82 Cfr. de Marcelo Fernández Osco, “La ley del ayllu: justicia de acuerdos”, p. 19.
83 Véase del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (1999), Justicia comunitaria I: Los aymaras de Machaca, p.

69.
84 Cfr. de Marcelo Fernández Osco, “La ley del ayllu: justicia de acuerdos”, pp. 20-1.



con el que cuentan, además de sedimentar gráficamente la historia en los textiles, confirmando aquella
visión de Waman Puma, de “armas propias” o “armas reales del reino”. Entonces, el poncho es el
epítome del poder femenino sobre el cuerpo del varón, como cubriéndolo con la Pachamama. Y, con la
actividad pastoril, junto con los niños, establecen lógicas de jurisdicción y frontera territorial desde
ópticas comunitarias y religiosas y no geográficas: integradoras más que desintegradoras85.

Con la yuxtaposición de fronteras de la división político-administrativa estatal, las jurisdicciones
territoriales se encuentran cada vez más en mayor situación de ambigüedad, originando diversas formas
de conflicto, tanto armado como simbólico. Clara muestra es la reciente guerra entre laymi-purakas y
qaqachakas, producto de esa intersección forzada, siendo la manifestación más brutal de las consabidas
exégesis neocoloniales, por cuyo efecto boomerang pareciera un conflicto exclusivo entre ayllus86.

En rigor, las fiestas, la coca, la t’inka, también son tecnologías internas reafirmantes del poder de las
autoridades o las expresiones más claras de autonomía. Ello significa que existen sistemas
gubernativos, territoriales y jurídicos diferenciados respecto al Estado. Nominativos de poder como:
tata jilaqata/mama t’alla, tata justicia/mama justicia, awatiri, jiliri, awki/jiliri mama, jach’a mallku,
jisk’a mallku, mama mallku, jilanqu/mama jilanqu, en suma awki-tayka (buenos padres), efectivizan
espacios autónomos de juricidad, donde la persona, familia o comunidad se halla indisolublemente
ligada a valores cosmovisionales como fines y no como medios. De ahí el paralelismo y coexistencia
entre sistemas jurídicos.

c) El derecho andino

El derecho andino, en muchas comunidades contemporáneas del altiplano boliviano goza aún de gran
vitalidad y se ejercita paralelamente al derecho positivo estatal, mediante un enfoque integral y
diacrónico o amuyu: una visión holística del pasado y del presente, expresados en el concepto qhip
nayra. Las concepciones de justicia, derecho, delito o castigo son rápidamente relacionadas a conceptos
como jucha, que si bien significa “pecado”, también es “delito/culpa”; juchachasiña, “cometer delito”;
“persona culpable”, juchani; “tener culpa”, juchaniña; “inculpar/achacar”, juchanchaña; “sentencia”,
juchanchawi; “culpable, delincuente”, jucharara; “cometer delito”, juch luraña; “meterse en líos”,
juchikiña. En efecto, aluden a formas de ejercicio gubernativo con fueros y jurisdicciones propias
sustentadas en aquella “conciencia histórica” anclada en tiempos primigenios de los chullpas o nayra
pacha87.

Dentro de la concepción andina de la vida, la reticencia al trabajo, principalmente de la tierra, era
considerada ‘delito’ y se sancionaba en público al ‘holgazán y flojo’, tradición que perdura hoy en día.
Las tierras estaban categorizadas en 33 sementeras, perviviendo aún tierras de la iglesia, aynuqas o
mantas de tributo, áreas pastorales, entre otras. La administración de justicia se puede entender mejor
partiendo de algunas iwxas o siw sawis (adagios jurídicos) actuales: “no seas ladrón”, ama
suwa/lunthata; “no seas mentiroso”, ama llulla/q’ari; “no seas flojo”, ama qilla/jayra; “no seas
asesino”, ama sipix/jiwayiri; “no seas afeminado”, ama maklla/k’iwa; “no seas adulón”, ama llunku,
cuya transgresión es castigada severamente por atentar a la Ley de los mayores: derechos jurídicos
protegidos.

85 Ídem, p. 21.
86 Véase de Marcelo Fernández Osco, “La ley del ayllu: justicia de acuerdos”. El acápite que corresponde al derecho

andino se basa en el trabajo teórico de Fernández.
87 Ídem, p. 11.



En aquellos tiempos se conocía al conjunto de las leyes supremas como apu intin hynoccanaccapa.
Estas estaban grabadas en los dedos de ambas manos, como q’ipus o chinus recordatorios, o unañcha,
de las leyes y las sanciones básicas de “buena justicia”. En la mano derecha/kupi ampara, el dedo del
medio rememoraba valorar la palabra de los mayores; el anular, controlar la pereza y la flojera; el
índice, la mentira; el menique, sancionar el robo; y el dedo pulgar, las acciones perversas como el
adulterio. En la mano izquierda/ch’iqa ampara se hallaban los marcos permisibles: el dedo del medio
recordaba valorar y respetar las virtudes del prójimo; el anular, tener formación y oficio; el índice,
mantener actitudes recatadas; el meñique, la orientación de las opiniones personales por los saberes de
otras personas; y el dedo pulgar, la suscripción de la conducta de la verdad y “mucha justicia”88.

La justicia no siempre apelaba a la “fuerza de ley, sino de arbitraje”, regida por sanciones físicas y
morales que afectaban al cosmos en general: desde los sustratos más íntimos de la persona, hasta la
dimensión externa de las relaciones comunitarias. La inocencia o culpabilidad debían ser demostradas
mediante el artificio del juramento ante las pacarinas, momias de los antepasados, mallqis protectores,
huanques u otros dioses, como primera y última instancia formalizadora de hechos jurídicos. Las
sanciones pecuniarias eran consideradas formas de fragmentación y negociación de la ley que más bien
incitaba a la reincidencia. Era vital la preservación del “mandamiento real”, por rigurosa que fuese. Allí
radicaba su contundencia y fuerza: el arrepentimiento público del infractor constituía atenuante para la
aplicación de las penas.

Existían distintas sanciones para los que cometían grandes delitos: “enemigos”, “traidores”, “ladrones”,
“adúlteros”, “brujos”, “murmuradores”, “soberbios” eran sometidos a las “preciones y cárzeles de los
Yngas” denominadas “Zancay”, hasta su confesión. Inversamente al mundo mestizo actual, ante
cualquier falta la élite de la sociedad era drásticamente sancionada bajo la premisa de que justamente
ella se constituía en ejemplo de los demás. En síntesis, el período prehispánico se caracterizó por la
indiscriminación entre delitos públicos y privados, con preeminencia del derecho penal, pues todos los
ámbitos de la vida eran considerados bienes jurídicos protegidos penalmente. Intereses y fines
colectivos prevalecían sobre los individuales.

Con la legislación indiana la lógica colonial bloqueó la continuidad de las estructuras políticas y
organizativas indígenas, sobreponiendo e implantando instituciones gubernativas como los municipios
de indios o el cabildo indígena, a la cabeza de una serie de autoridades inspiradas en modelos
españoles: corregidores, alcaldes mayores, regidores y otros funcionarios inferiores que aún perviven.
En síntesis, se introdujo la tradición de diferencia entre estructuras gubernativas y judiciales; las
autoridades indígenas fueron parte del primer ámbito; del segundo, las españolas89.
Si bien durante la colonia el indio tenía cierto reconocimiento político y jurídico supeditado al poder
español, y al menos existía como menor, miserable y rústico, con el advenimiento de la república –
conformada por ciudadanos libres, iguales y fraternos-, bajo el amparo del liberalismo insurgente, se
dispuso su desaparición de un solo plumazo. Esto se halla sintetizado en el ciclo rebelde de los
caciques-apoderados de fines del siglo XIX y principios del siglo XX. Con las reformas de 1874-81,
la concepción jurídica del Estado cambia, adoptándose una ideología formalmente liberal y la
imposición y práctica del derecho civil y privado.

A partir de este periodo puede comenzarse a hablar de “derecho positivo” y, consecuentemente, de sus
conceptos operadores reduccionistas y subyugadores: “derecho consuetudinario”, “costumbre jurídica”,
“usos y costumbres”, “costumbre legal indígena”, “costumbre originaria”, “justicia tradicional”,
“derecho comunitaria indígena”, “sistema jurídico vivo”, “derecho comunitario andino”, “costumbre
derivada”. Una neo tecnología conceptual por donde habrán de fluir añejos fundamentos del

88 Ídem, p. 12.
89 Ídem, p. 13.



racismo colonial, al igual que la recreación de los conceptos “étnico”, “multiétnico” y “pluricultural”,
paradigmas reduccionistas de una ciudadanía de segunda clase subordinada y adscrita, a manera de un
invitado de última hora o “minorías culturales” recién llegadas a la “nación” imaginada90.

Este espíritu perverso subyace aún en la reforma a la Constitución Política del Estado de 1994, la Ley
de Participación Popular, el nuevo Código de Procedimiento Penal y la nueva Constitución de 2009,
donde el Estado retóricamente introdujo los derechos de la mujer, y de manera ambigua y difuminada,
alusiones al indio: “derecho consuetudinario”, “usos y costumbres” o “resolución alternativa de
conflictos”. Existen referencias limitativas que predefinen el control y la subordinación del
derecho indígena, al manifestar que sus formas de jurisdicción y administración de justicia son válidas
“siempre que no sean contradictorias a esta Constitución o a las leyes”; una clara “acción de tutela”
similar a los tiempos coloniales, muy lejos de un pluralismo jurídico91.

El colonialismo jurídico se halla también reflejado en los pocos estudios de investigación que tratan el
asunto desde los conceptos marginales del derecho positivo, dejando de lado aspectos conflictivos e
incidiendo sólo en intereses estatales, con la clara intención de subordinar el derecho indígena al
derecho positivo, con el pretexto de resguardar sus derechos fundamentales y así ejercitar control sobre
sus espacios vitales, expresados en el Parlamento Comunal o la Asamblea General o jach’a justicia, de
donde emanan las máximas sanciones: chicotazos, destierro y, en última instancia, pena de muerte.

Definitivamente, conceptualizar al derecho indígena como “consuetudinario” es una viva forma de neo-
colonialismo jurídico, que explicita subordinación al derecho positivo. Gran equívoco, por cuanto el
derecho indígena se halla estructurado sobre fundamentos morales, sociales y jurídicos. La filosofía del
derecho planteada por Norberto Bobbio (1997), nos permite visibilizar, críticamente, el paralelismo
existente entre el derecho indígena y el estatal. Para Bobbio, la sanción moral responde sólo ante la
propia conciencia y no ante los demás, pues ello implicaría comprometer la esfera normativa jurídica.
Justamente es lo que sucede en el derecho indígena, donde los insultos, aislamiento de la persona para
decisiones comunitarias o la pérdida del honor y el de la familia, por su “sentido práctico”, se
transforman en sanciones externas y, consecuentemente, jurídicas, porque el individuo encuentra
sentido en el colectivo92.

En la misma línea, la sanción comunitaria es tipificada como “externa”, propia de aquellas normas que
nacen de la costumbre, urbanidad y, en general, de la vida social. Por emanar de un ente no
institucionalizado, no se guía por reglas precisas, no existe proporcionalidad entre violación de norma y
sanción, ni se aplica la misma sanción a un mismo delito. La Asamblea Comunal actúa como auténtica
institución, por lo que sus sanciones son también jurídicas con carácter reforzado. Finalmente, también
a criterio de Bobbio, la sanción jurídica es la única que expresa “máxima eficacia”, precisamente en
virtud a su institucionalidad.

El derecho indígena se rige por principios radicalmente distintos al derecho estatal, tanto en la
tipificación de delitos como en los aspectos procedimentales y el objeto último de sanción, con un
aparato coactivo estatuido por códigos orales como las iwxas (adagios jurídicos), sawis
(determinaciones, acuerdos), sara (ley), thaki (camino, orden relacionado), taripaña (tribunal),
qamachi (administración de justicia). Estos términos apuntan directamente a un particular concepto de
orden práctico-legal normativo, de carácter indicativo y prescriptivo, cuya meta es la reconciliación y
no así la sanción misma, como concibe el derecho estatal que se rige por la dialéctica y culpabilidad,
inocencia y castigo93.

90 Ídem, p. 14.
91 Ídem, pp. 14.
92 Ídem, p. 14.
93 Ídem, p. 15.



Únicamente en esta relación se puede entender que todo acto en contra del interés individual
compromete también al tejido de las relaciones comunitarias, intra y extra-familiares. En efecto, nos
encontramos ante un sistema jurídico donde la oralidad y la escritura no se contraponen, así como el
simbolismo de las deidades, illas o wak’as se articula con lo normativo. Además de su oralidad, es
también silencioso y gestual, ritual y objetivado materialmente.

El derecho indígena se inscribe en una trilogía de fundamentos imperativamente imbricados: sanción
moral, sanción comunitaria y sanción jurídica, que en sus niveles de justicia mayor y menor presentan
eficacia jurídica por voluntad de la Asamblea General, como principal órgano soberano del ayllu o la
marka. Esta es una institución jurídica superior, especializada en conocer los “delitos mayores” o
jach’a jucha, como el robo, asesinato, adulterio u otros; y aplicar la pertinente “sanción mayor” o
jach’a justicia. Igualmente, instituye el nivel de “justicia menor” o jisk’a justicia sujeto al control de las
autoridades, como instancias delegadas para la administración de “delitos menores” o jisk’a jucha, o
resolución de conflictos entre privados.

4. Práctica de la justicia comunitaria

La práctica de la justicia comunitaria deriva del derecho andino y de los valores de su cosmovisión, sin
embargo, la justicia comunitaria no es puramente andina. Se trata de una mezcla de valores,
experiencias y fallas del sistema jurídico occidental y del indígena. Así, en el transcurso de la historia
se ha devaluado el significado y la aplicación del derecho andino y, con esta mezcla, se han producido
una serie de malas interpretaciones y ‘ajusticiamientos’ políticos a nombre de la justicia comunitaria
(entendida esta como justicia indígena). Para comprender esto es importante observar los antecedentes,
los casos de aplicación (distorsión) de la justicia comunitaria y los problemas teóricos y políticos que
estos suscitan.

a) Antecedentes

La justicia comunitaria se la podría definir, desde el punto de vista de la academia moderna como un
acontecimiento público sumarísimo (rápido), inmediato y de única instancia, practicado posiblemente
de distinta manera y después de muchos decenios ante todo en comarcas. La justicia comunitaria,
posteriormente, ha sido imitada en las laderas y zonas periféricas de las ciudades, ante la ineficacia de
la normatividad oficial para garantizar y mantener la seguridad jurídica que la población precisa para
vivir en armonía94. Según Rafael Tórrez, la justicia comunitaria es el modo en el cual una comunidad,
de acuerdo a sus costumbres retribuye a un individuo, el bien o el mal que éste ha causado. La sanción
se determina por consenso. La justicia comunitaria es una forma de autodefensa de la comunidad,
ejercitada en la convicción de la inefectividad del Estado para aplicar una sanción particular95.

En las comunidades andinas del altiplano boliviano, hasta 1952, la justicia en la comunidad se
administraba considerando tres categorías importantes96:

a) Justicia tradicional privada: esta se realizaba en el domicilio del jilaqata, en el kawilt-uta97, allí
estaban los ‘demandantes’, ‘demandados’ y los testigos. Los casos podían ser, peleas, riñas,

94 Cfr. de Filiberto Montecinos Avendaño, Justicia comunitaria (de masas) y justicia ordinaria (occidental), p. 8.
95 Ídem, p. 178.
96 Véase del Ministerio de Justicia y derechos humanos (1999), Justicia comunitaria I: Los aymaras de Machaca, p.

26-9.



violaciones, incestos, reconocimiento de hijos naturales, separaciones, conflictos intra y
extramatrimoniales, etc. El ambiente era totalmente privado. De todo lo ocurrido nadie más que el
jilaqata y la mama t’alla tenían derecho a saber, los demás estaban prohibidos incluso de comentar
fuera del kawilt-uta.

b) Justicia tradicional pública: donde participaban dos o más jilaqatas o sólo el jilaqata con un
acompañante, que podía ser un jilaqata de otra comunidad, el alcalde o el kumpañmintu (padrino
de matrimonio). A esta categoría correspondía todo lo referente a conflictos de tierra, herencia,
división y partición de bienes, transposición de linderos, daños a los cultivos causados por
animales, daños a la propiedad privada, etc. En estos casos la justicia se administraba en el lugar
del hecho con la participación de los testigos.

c) Justicia tradicional comunitaria: se trataban en asamblea general y con la participación de
todos los miembros de la comunidad, casos graves y serios que afectan y dañaban la dignidad de
la misma comunidad, por ejemplo: crímenes, robos, conflictos de linderos intercomunales y
abigeato -éste último tenía peor consideración y era penado con las máximas sanciones-. El
jilaqata citaba a un cabildo al ‘demandado’ y al ‘demandante’. El acto de juzgamiento empezaba
ceremonialmente con unas libaciones de alcohol a la Pachamama y a sus Achachilas (dioses
tutelares del lugar).

Primero, el demandante exponía el caso, luego el demandado replicaba brevemente a los
argumentos expuestos y después, las autoridades exponían su decisión anunciando el grado de
culpabilidad sin derecho a discusión. La culpa podía ser de ambas partes. El culpable recibía tres
fuertes azotes con un nervio de toro. Inmediatamente el jilaqata buscaba resarcimiento de daños y
procedía a reconciliar a las partes en disputa con fuertes abrazos. Allí intervenía la mama t’alla
con sus recomendaciones. En algunos casos, ella podía jalar de las orejas en el momento de la
recomendación, como un gesto simbólico de autoridad materna.

Finalmente, brindaban con copas de alcohol por la buena conducta futura y eterna amistad,
comprometiéndose a no incurrir en una nueva falta. Así terminaba el acto en el día y a veces al día
siguiente. Si el caso era muy grave, el jilaqata sólo dirigía la asamblea y actuaban los comunarios,
quienes sacaban las conclusiones y decidían el castigo. Igualmente, la solución duraba de uno a
dos días. Muchas veces se registraba en el libro de actas98 de la comunidad el juzgamiento de
casos públicos y privados, pero si existían decisiones contrapuestas a la justicia ordinaria y de lo
que sus protagonistas estaban conscientes, como la pena de muerte, entonces deliberadamente, no
dejaban ninguna constancia escrita.

97 Véase del Ministerio de Justicia y derechos humanos (1999), Justicia comunitaria I: Los aymaras de Machaca, p.
26, 31. El jilaqata y la mama t’alla, en su casa, tenían un ambiente especial que recibía el nombre de kawilt-uta, que
significa ‘casa de reuniones especiales’. Esta especie de oficina tenía una mesa cubierta con mesa taris (llijllas
rituales) con coca por dentro; éste venía a ser el depósito sagrado de todos los secretos. Por detrás unos asientos
de madera o adobe. A una cierta distancia, en el suelo, otra mesa tari correspondiente a la mama t’alla y, por detrás
de ellos, cueros en el piso, donde se sentaba ella, sus acompañantes y el jilaqata. En la pared, a espaldas del
jilaqata, colgaban chicotes (palos con lazo, muy rústicos, usados para guiar a los bueyes) o por lo menos dos
nervios de toro, uno más fuerte y otro de menor consistencia, para su uso según la gravedad del hecho.

98 Para ampliar el tema véase del Ministerio de Justicia y derechos humanos (1999), Justicia comunitaria I: Los
aymaras de Machaca, pp. 28-9, 70. y Justicia comunitaria IV: Las zonas urbano marginales de La Paz y
Cochabamba, pp. 63, 68-9. A diferencia de las opiniones de determinados teóricos y abogados, los procedimientos
de la justicia comunitaria son muy formales, en este libro de actas se registran escrupulosamente todos los casos y
sus respectivas soluciones y sanciones. Curiosamente, en las juntas vecinales de El Alto y algunas zonas
periurbanas de La Paz continúa presente esta costumbre. La junta vecinal resulta ser una especie de recreación,
reemplazo o evocación de la comunidad (ausente); incluso lleva a ser considerada como el ‘gobierno de la zona’.



La acción de justicia empezaba cuando el afectado visitaba la casa del jilaqata y la mama t’alla. Luego,
pasaba al kawilt-uta, invitaba un manojo de coca a la autoridad, depositaba otro manojo en la mesa
taris y presentaba su queja. De acuerdo al grado de la falta o delito, la autoridad señalaba un día y hora
para la administración de justicia (sea comunitaria, pública o privada). En cualquiera de los casos, el
jilaqata nunca estaba solo, siempre era acompañado de su kumpañmintu, un jilaqata de la comunidad
vecina o su seguidor, aspirante al cargo el próximo año. Todos ellos acompañados de sus esposas.
Los principales símbolos de la ley y justicia comunitaria eran los nervios de toro, los chicotes, el china-
chicote (tubo de fierro con adornos y un lazo trenzado de ocho cuerdas), el jilaqat-chicote99

(generalmente de plata o por lo menos artísticamente fabricado), el siriyawu (lazo trenzado en una
brazada y cuarta, bastante grueso) y el kimsa-charani (pequeño chicote de lazo trenzado de tres puntas
utilizado por los padres para educar a sus hijos desde temprana edad). “Por cualquier infracción
cometida contra las buenas costumbres de la comunidad, el responsable debe sentir el castigo en su
propio cuerpo y no como en la justicia ordinaria que para pagar al abogado tienen que sacrificar una
llama o una oveja, comprando con dinero la justicia. ¿Qué culpa tienen el animal? él no cometió el
delito sino el hombre” afirman las voces indígenas.

Los chicotazos, frecuentemente aplicados, pueden catalogarse como una sanción moral. Eventualmente,
también se aplican sanciones de carácter económico, como multas desde 10 hasta 2000 bolivianos
(considerando el nivel de ingresos de las familias); y sanciones de carácter material, que implican la
entrega de ganado (ovejas, llamas, vacas) en beneficio de la comunidad, normalmente a la escuela o
también al afectado y su familia. También existen sanciones de otro tipo, no específico, referidas a la
privación de libertad, castigos corporales, penas de honra, expulsión de la comunidad y pena de muerte.

El objetivo de la justicia comunitaria no es precisamente la penalización del afectado sino más bien su
rehabilitación y reintegración en la comunidad. Los culpables no son acusados de “delincuentes”,
porque la maldad en sí no existe en la comunidad según la concepción aymara. Se utilizan los términos:
jucharuwa purta (he llegado a tener culpa), chijiwa arkitu (la desgracia me siguió), supayawa
pantxasiyitu (el diablo me hizo equivocar)100. Asimismo, el transgresor no es apartado de la comunidad,
sino que permanece en ella cumpliendo el correctivo impuesto101.

En caso de robo, toda la comunidad se moviliza, a la cabeza del mallku, para investigar la autoría del
mismo. El autor luego de ser encontrado, era chicoteado y obligado a devolver todo lo sustraído y pagar
además una multa, en el plazo de una semana, consistente en una oveja o una vaca, según los casos, en
beneficio de la comunidad. También debe pagar una multa pecuniaria a las autoridades comunitarias.
Se combina la sanción moral, material y económica.

En caso de homicidio, toman preso al autor y amarrado le hacen dar vueltas alrededor de la plaza, lo
chicotean y debe pagar una multa en especie, generalmente un toro. Las autoridades exigen un regalo
para indemnizar a la familia de la víctima. No siempre interviene la autoridad comunal, en estos casos y
muchas veces, prefieren remitir los mismos a la justicia ordinaria. Pero, en determinadas comunidades,
antiguamente, se aplicaba la pena capital (la muerte).

99 Cfr. del Ministerio de Justicia y derechos humanos (1999), Justicia comunitaria I: Los aymaras de Machaca, pp. 31-
2. El jilaqat-chicote es el símbolo de autoridad que el jilaqata carga en su espalda por todo el año y lo usa para
chicotear a los infractores que atentan contra las buenas costumbres de la comunidad.

100 Véase del Ministerio de Justicia y derechos humanos (1999), Justicia comunitaria I: Los aymaras de Machaca, pp.
61-2, 71.

101 Véase del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (1999), Justicia comunitaria IV: Las zonas urbano marginales
de La Paz y Cochabamba, p. 33.



En caso de violación102, se exige matrimonio y reconocimiento del niño, si la víctima queda
embarazada. La indemnización consiste en una vaca. Si no se llega a realizar el matrimonio, los abuelos
maternos se encargan de su cuidado, ya que será un aporte de mano de obra para el cuidado de los
sembradíos y de los animales. La violación no tiene una consideración de delito mayor, porque
tampoco se presupone una actitud delincuencial en quien la comete, sino más bien un “error” y un mal
momento en la vida del protagonista103.

El carácter híbrido de la justicia comunitaria es evidente. El número “3” es lo más sagrado en la cultura
andina. Éste número obedece a la trilogía de su cosmovisión: alax pacha (cielo, espacio arriba, lo
infinito), aka pacha (espacio actual) y manka pacha (espacio de la profundidad infinita). Esta realidad
también expresa un sincretismo de lo andino con el cristianismo: el padre, el hijo y el espíritu santo. A
veces, las autoridades tradicionales empiezan con la administración de la justicia mencionando esa
trilogía cristiana.

Actualmente existen numerosas variaciones que son evidentes relacionándolas con aquellas acciones
emprendidas en el pasado. El juzgamiento generalmente se efectúa en la sede social o algún sitio
público, encabezado por los dirigentes de la comunidad y contando con la participación de la mayoría
de los comunarios del sector donde fueron capturados los individuos a ser juzgados. El juicio se da por
haber cometido actos considerados como delitos graves que afectan tanto a la propiedad privada como a
los intereses comunitarios, ya sea en forma objetiva o subjetiva. En la mayoría de los casos, cuando son
aprehendidos por las víctimas y los vecinos del lugar, los culpables son juzgados y castigados de
manera inmediata, con la participación de todos los comunarios que habitan en la zona o provengan de
otros sectores104.

Sin embargo, es importante reconocer que fácticamente, en las comunidades contemporáneas del
altiplano boliviano, la justicia comunitaria presenta una combinación (muchas veces desordenada) de
los vicios de la justicia occidental y las malas interpretaciones del derecho andino. La legislación oficial
no recogía al derecho andino, por lo cual los comunarios se veían obligados a acudir a los letrados de
las ciudades. Jueces y fiscales sólo trabajaban en las ciudades y poblaciones importantes. En las
pequeñas poblaciones urbanas existían los jueces de paz y, posteriormente, los jueces parroquiales, que
en los últimos lustros también fueron suprimidos por la legislación oficial. Estos jueces, de alguna
manera contribuían a mantener la armonía social en sus jurisdicciones y su desaparición aceleró la
aplicación de la justicia comunitaria.

En los últimos años es común en el área rural el conocimiento y la solución de los problemas, tanto
domésticos como públicos, en la sede social agraria dirigida por el secretario general o jilacata. Esto
sucede ante la ausencia casi total de las autoridades policiales. Incluso en capitales de provincia, la
autoridad elegida por los comunarios, inicialmente recibe la queja verbal de la víctima u ofendido y
dispone en forma inmediata la citación del denunciado, señalando fecha y hora para la audiencia en la
que expondrán ambas partes sus posiciones. En muchos casos el impasse se resuelve en esa instancia y
el dirigente impone al denunciado, casi siempre, una obligación para con la comunidad.

Si el jilacata no resuelve el problema, lo deriva a conocimiento del sullca kuraka o central. Si en esta
instancia no se resuelve, se traslada el caso a conocimiento del curaca o cantonal, quien luego de hacer

102 Véase del Ministerio de Justicia y derechos humanos (1999), Justicia comunitaria I: Los aymaras de Machaca, pp.
61-3. Los sanciones para los diferentes casos fueron extraídas de este texto como referencia y con la salvedad de
que presentan algunas variaciones en las diversas comunidades del altiplano boliviano.

103 Resulta más que evidente, por la consideración y el castigo que se proporciona a este delito, que dentro de la
justicia comunitaria existe un tinte machista remarcado, que justifica al varón. Queda pendiente, para posteriores
investigaciones, establecer si este defecto proviene del derecho andino o simplemente de la mencionada
naturaleza humana dual (humana y bestial).

104 Cfr. de Filiberto Montecinos Avendaño, Justicia comunitaria (de masas) y justicia ordinaria (occidental), p. 9.



comparecer a las partes y al no lograr una solución en su despacho, ordena que el caso pase a
conocimiento del fiscal o juez de la provincia a la que pertenecen las víctimas105. En algunos casos la
autoridad comunal impone el careo entre partes para evitar que se dilate la solución del problema,
manifestando con energía arsum cunjamasa (habla como es) en aymara.

Cuando el denunciado niega ser el autor de lo que se le acusa, se lo amenaza con un juramento que se
efectúa con velas encendidas, arrodillado sobre un molde de sal y frente a un crucifijo. En esta ocasión,
muchas veces el culpable reconoce su culpabilidad, retractándose o comprometiéndose a resarcir el
honor, la deuda o el robo. Si el supuesto autor no se retracta de lo que se le acusa, el dirigente dispone
que se dilucide el caso en una asamblea comunal, si no se ha transferido a conocimiento del dirigente
superior. Este procedimiento difiere de región a región e incluso de persona a persona, pues como no
está nada escrito ni legislado, en muchas ocasiones, los dirigentes acuden a su ingenio propio para
definir los casos que son puestos a conocimiento de ellos.

Las penas que impone la comunidad son desde la pena capital, hasta simples llamadas de atención
expresadas por todos los asistentes. Se aplican también los chicotazos, que son los más comunes y que
pueden constituirse en quintales, arrobas o solamente tres chicotazos, ejecutados por el sullka curaka o
por la mayoría de los asistentes. Otro castigo es el abandono o expulsión de la comunidad en el plazo
máximo de 90 días. Finalmente, la pena capital que se efectúa puede ser: la calcinación, la ingestión de
raticida, la asfixia y ante todo los golpes o lapidación. Para los comunarios, quienes son castigados de
esta forma son quienes no merecen ser pasados a la justicia ordinaria, por lo engorroso que constituyen
para ellos los trámites judiciales, o simplemente, porque no creen en la efectividad de la misma106.

Debido a la influencia y vigencia de las orientaciones dadas por los amautas y laramas en gran parte de
los ayllus rurales, hasta hace algunas décadas, en las comunidades agrarias la ociosidad, la mentira, la
infidelidad, el robo y el aborto eran sancionados con drasticidad. Los castigos a los autores consistían
generalmente en la imposición de trabajos a favor de la comunidad, pero ante todo prevalecía la sanción
pública o moral. Toda la comunidad tenía pleno conocimiento del error en el que había incidido algún
miembro de ella y este perdía el respeto de sus semejantes dentro del núcleo comunitario que
integraba107.

Un ejemplo típico del castigo que se daba a mujeres que abortaban surgía como consecuencia de
haberse generado algún fenómeno natural, poco causal, en sus comunidades, las que soportaban
granizadas, ventarrones o lluvias torrenciales que afectaban en gran medida a las cosechas. Los
dirigentes de inmediato indagaban y buscaban fetos humanos como resultado de algún aborto, que
ocasionaba la reacción de la madre naturaleza. Una vez evidenciado el hecho se hacía comparecer a
todas las mujeres jóvenes embarazadas de la comunidad o de las comunidades aledañas, en cuyo acto
los dirigentes estaban facultados incluso para examinar los pezones de las mismas, para tener certeza e
imponer el castigo correspondiente a más de obligar a sus parientes a ofrendar a la madre tierra con una
mesa preparada para el efecto.

Estos antecedentes, que develan la ineficacia de la justicia occidental y un derecho andino desvirtuado,
llevan a un reconocimiento sobredimensionado de la justicia comunitaria en la nueva Constitución
Política del Estado (en 2009). Se reconoce esta forma de justicia como un orden jurídico suplementario
al positivo108 y bajo la perspectiva de recuperar las prácticas ancestrales de justicia que poco a poco se
han ido olvidando. Si bien anteriormente existió este reconocimiento, su reimplementación se dio con
mayor fuerza.

105 Ídem, pp. 10-11.
106 Ídem, pp, 11-3.
107 Ídem, pp. 13, 15.
108 Cfr. de Rafael Tórrez, “La justicia comunitaria en el nuevo Estado”, pp. 169.



Además de su reconocimiento constitucional, la justicia comunitaria ha sido normada y reglamentada a
partir de la Ley N° 073 de Deslinde Jurisdiccional del 29 de diciembre de 2010. Es útil aclarar que,
dicha ley excluye toda referencia a la justicia comunitaria, la cual ha sido denominada sustitutivamente
como “justicia indígena originario campesina”. Entonces, se puede considerar teórica y
discursivamente, que desde el año 2010 la jurisdicción indígena109 goza de igual jerarquía que la
jurisdicción ordinaria.

La mencionada norma formal, basada principalmente en el respeto a los derechos fundamentales y
garantías constitucionales establece tres ámbitos de vigencia y ejercicio de la jurisdicción indígena:
personal, material y territorial. En relación a lo personal, están sujetos a esta jurisdicción los miembros
de un pueblo indígena. En cuanto a lo material, la jurisdicción indígena conoce los asuntos o conflictos
que histórica y tradicionalmente conocieron bajo sus normas, procedimientos propios vigentes y
saberes. Es así que la jurisdicción indígena no tiene vigencia en materia penal, en materia civil, en
derecho laboral y otras materias reservadas por la Constitución Política del Estado y la Ley a la
jurisdicción ordinaria, agroambiental y otras reconocidas legalmente. Y en relación a lo territorial, la
jurisdicción indígena se aplica dentro de un pueblo indígena y según sus ámbitos de vigencia110.

b) Casos de aplicación de ‘justicia comunitaria’

En Bolivia han existido y existen muchos casos donde se puede observar la actuación irracional de las
masas o de determinados grupos de personas que cometen hechos de violencia arguyendo una supuesta
aplicación de justicia comunitaria. Entre los muchos casos se mencionará algunos. El 14 de junio de
2004, Benjamín Altamirano, alcalde de la localidad de Ayo Ayo ubicada en el altiplano boliviano, fue
acusado de corrupción por algunos miembros del Concejo Municipal y pobladores de Ayo Ayo. Se
interpusieron varias denuncias ante la justicia ordinaria, sin embargo, no se realizó ninguna
investigación. El Concejo Municipal destituyó al alcalde, quien aún influía en los asuntos de la alcaldía,
según mencionan algunos actores cercanos a los sucesos.

Más tarde, Benjamín Altamirano fue violentamente golpeado y secuestrado en la ciudad de La Paz. Sus
captores lo trasladaron hasta Ayo Ayo, donde fue vilmente torturado y linchado. Su cuerpo inerte fue
quemado y abandonado en la plaza central del pueblo, expuesto públicamente111. Entre los pobladores,
tanto los involucrados directamente como los testigos oculares del hecho, se dio un pacto de silencio
fundado en amenazas y en el terror sembrado por los culpables. La idea de que este asesinato era en
realidad una sanción jurídica aplicada por la comunidad de acuerdo con su propio sistema de justicia
(justicia comunitaria) fue planteada por indígenas112 a través de los medios de comunicación.

El 7 de febrero de 2009, un padre y su hijo murieron ahogados en el lago Titicaca, donde
presuntamente fueron arrojados con rocas atadas al cuerpo tras haber sido torturados, acusados de un
robo. Los pobladores de la zona de Titicachi los torturaron acusándolos de haber robado 18.000
bolivianos a una anciana113. ¿Qué pasó?, ¿estamos acaso frente a la “naturalidad” de la muerte que

109 En este trabajo, por cuestiones de practicidad, excluiremos el término indígena originario campesino,
denominándolo simplemente indígena.

110 Todas estas referencias se pueden seguir de forma detallada en la Ley N° 73 de Deslinde Jurisdiccional del 29 de
diciembre de 2010.

111 Caso que la tesis estudia detalladamente y que será desarrollado con amplitud en el próximo capítulo.
112 Cfr. de Kimberly Inksater. Resolviendo tensiones entre derecho indígena y normas de derechos humanos a través

del pluralismo jurí-cultural transformativo, pp.
113 Véase de Carlos Federico Valverde Bravo, Violencia, linchamientos y muerte en tiempos de Evo: ¿Qué pasó?, p,

124.



embosca o esconde la idea de la justicia comunitaria, o es que la justicia comunitaria giró, de manera
definitiva para ese lado114. Los habitantes de Titicachi expulsaron de la comunidad a la policía y a los
fiscales, quienes pretendían recuperar los cuerpos y recoger evidencias para investigar la ejecución de
las dos personas.

El 3 de marzo de 2009 lincharon a un hombre de 30 años, un supuesto delincuente, en la ciudad de El
Alto. Supuestamente fue sorprendido robando en el interior de una vivienda. La Fuerza Especial de
Lucha contra el Crimen de El Alto explicó que el cadáver fue hallado semidesnudo y atado a un poste,
tras haber sido aparentemente asesinado a golpes como represalia por haber intentado robar. Algunos
grupos de personas, involucradas y testigos, asociaron el linchamiento con la llamada “justicia
comunitaria”115.

El 7 de marzo de 2009, una turba de aproximadamente 500 pobladores en Sank’ajawira, provincia
Omasuyos del departamento de La Paz, tomaron por la fuerza la casa del ex vicepresidente de la
república Víctor Hugo Cárdenas, donde se encontraba su esposa y sus hijos. Rompieron las puertas de
la casa, saquearon sus pertenencias116 y prendieron fuego. La familia estuvo a punto de morir
intoxicada al interior de la casa. Al salir de la casa fueron apedreados, atacados a patadas y
chicotazos117. El ex vicepresidente se encontraba en la ciudad de La Paz, llamó insistentemente al
ministerio de gobierno, la policía y otras autoridades para denunciar el hecho, sin embargo no fue
atendido.

La casa fue expropiada bajo la excusa de justicia comunitaria luego de que Víctor Hugo Cárdenas
realizara la campaña por el “no” a la nueva Constitución Política del Estado. Supuestamente la casa se
convertiría en propiedad pública de la comunidad118, bajo el título de asilo para ancianos. Sin embargo,
el ex vicepresidente aclaró que en la cultura aymara no existe la figura de asilo para los ciudadanos de
la tercera edad, pues los ancianos119 viven al lado de sus familiares hasta los últimos días de su
existencia. Esta intervención violenta fue denunciada como maquinación política y revancha partidaria,
más aún cuando desde el 4 de febrero del mismo año un dirigente del MAS, comunario de Huatajata,
anunció a los medios de difusión la toma de la casa del ex vicepresidente, por su oposición y rebeldía a
la línea política del gobierno del MAS.

El 18 de octubre de 2009, los vecinos de la zona Villa Puerto Mejillones de la ciudad de El Alto
lincharon a un presunto ladrón. Pablo Quispe Laura fue retenido por los vecinos cuando, en compañía
de dos personas, que lograron huir en un taxi, intentó apropiarse de una garrafa. El hombre fue
golpeado y luego quemado. Para rescatarlo la policía utilizó gases lacrimógenos para dispersar las cerca
de 300 personas que se congregaron en el lugar120. Los vecinos también castigaron a otro supuesto
delincuente. Félix Tambo Choque fue sorprendido en el interior de un domicilio y portaba un cuchillo.
El presunto delincuente fue trasladado hasta la plaza de la zona donde, en presencia de un grupo de 50

114 Ídem, p, 125.
115 Véase de Carlos Federico Valverde Bravo, Violencia, linchamientos y muerte en tiempos de Evo: ¿Qué pasó?, pp.

126-127.
116 Cfr. de El Mundo, “Pobladores queman la casa de Víctor Hugo Cárdenas y agreden a su familia”. Página web:

http://www.elmundo.com.bo/Secundarianew.asp?edicion=08/03/2009&Tipo=Comunidad&Cod=10366
117 Véase de Erbol, “Pobladores de Sank’a Jawira toman la casa de Víctor Hugo Cárdenas y agreden a su familia”.

Disponible en: http://grupoapoyo.org/basn/node/4441
118 Véase de la página Web Eju!, “Alcalde de Achacachi aprobó la toma de vivienda de Víctor Hugo Cárdenas”.

Disponible en: http://eju.tv/2009/03/alcalde-de-achacachi-aprob-la-toma-de-vivienda-de-vctor-hugo-crdenas/
119 Quienes en la cultura andina son honrados y venerados debido a su profunda experiencia y sabiduría en los

asuntos de la vida.
120 Ídem, pp. 134-135.



personas, fue maniatado, colgado de pies y golpeado con palos. No lograron matarlo gracias a la
intervención de la policía121.

El 18 de febrero del año 2010, en El Alto, una mujer de 38 años fue linchada por vecinos de la zona,
tras ser sorprendida robando un televisor y dos mantas en una casa del lugar. La mujer era madre
soltera de seis niños. Los vecinos enfurecidos trasladaron a la mujer a un campo de fútbol donde la
amarraron en la malla del arco de la cancha y la golpearon. Luego encendieron en fuego unas llantas y
causaron su asfixia. Los vecinos justificaron el linchamiento porque la mujer había reincidido en el
delito, ya que había sido sorprendida robando en otras ocasiones. Esta muestra de barbarie fue
justificada con la idea de “hacer y ejecutar” una acción justiciera122.

Entre el 23 de mayo y el 1 de junio de 2010 cuatro efectivos de la Dirección de Prevención de Robos de
Vehículos (Diprove), que según los comunarios del lugar, extorsionaban a un contrabandista, fueron
tomados como rehenes y posteriormente linchados en Uncía. La noticia del linchamiento, hasta donde
se puede establecer, fue dada a conocer por los propios comunarios de Cala Cala, un Ayllu ubicado al
norte de Potosí, donde habría ocurrido el ajusticiamiento123. Bajo el argumento de evitar un
enfrentamiento124, el gobierno evitó la intervención policial. Luego se supo que había francotiradores
que restringían el paso de autoridades y, sobre todo, de policías. Se decidió “retirar al Estado” de Uncía
y hablar con los linchadores para evitar mayor violencia.

Curiosamente la forense Wilma Gabriel comunicó a los medios de comunicación que tres de los
policías (Rubén Cruz Aruquipa, Esteban Alade Arias y Miguel Ramos) murieron diez días antes del 4
de junio, pero que el cuarto policía (Nelson Alcócer) habría muerto entre el 30 de mayo y el 1 de junio.
Es decir, cuando entre el gobierno y los comunarios se mantenía una negociación. Los policías fueron
enterrados en distintos lugares del ayllu para asegurar el secreto y el compromiso de todos los
comunarios. Casi se pudiera hablar de un código de silencia mafioso, culturalmente deformado125.
Asimismo, el gobierno no colaboró para que los cadáveres fueran entregados a los familiares, los cuales
fueron amenazados de muerte y amedrentados por los comunarios para firmar un documento
renunciando a todos sus derechos para iniciar procesos judiciales en su contra.

Uncía es considerada como una ruta para la internación de vehículos indocumentados al país, los
cuales, en muchas ocasiones, son intercambiados por droga126. Detrás del linchamiento existen dos
delitos que los pobladores intentaron encubrir: contrabando de vehículos indocumentados y
narcotráfico. Fue dramática la intervención decisiva de los mallkus, que usaron el pretexto de la justicia
comunitaria para mantener y sostener delitos en su comunidad que no son de orden “comunitario” sino
que son parte de los delitos ordinarios perseguidos por la Ley Penal Boliviana.

Estos estremecedores linchamientos, torturas y asesinatos nos llevan a cuestionar el significado de la
verdadera justicia, la cual no negocia (como sucedió en el caso de Uncía cuando el gobierno pretendió
negociar la entrega de los cuerpos con los ayllus) valores fundamentales como la vida, la libertad, la
integridad física y la dignidad de los seres humanos. La verdadera justicia no se negocia, ni para la
consecución de intereses materiales, personales o políticos, ni para perpetuarse en la impunidad.

121 Ídem, p. 135.
122 Ídem, pp. 154-5.
123 Ídem, p. 103.
124 Ídem, p. 104.
125 Ídem, pp. 106-8.
126 Véase de Carlos Federico Valverde Bravo, Violencia, linchamientos y muerte en tiempos de Evo: ¿Qué pasó?, p,

112.



El 9 de junio del año 2010 en la comunidad de Juruma, municipio de Betanzos, a 621 kilómetros al sur
de La Paz, una comunidad indígena torturó y linchó a Santiago Flores, un supuesto asesino y violador.
El crimen se produjo a unos 300 kilómetros de la aldea de Uncía, también en Potosí, donde los cuatro
policías fueron torturados y asesinados. Los indígenas sacaron a Flores de su domicilio, lo azotaron y
apalearon frente a una escuela y después lo enterraron en el cementerio de Juruma. Los policías no
pudieron recuperar el cadáver porque se lo impidieron unas 400 personas que se encontraban en el
lugar127.

El 29 de junio de 2010, en la población de Llanga Belén de la provincia Aroma en el altiplano de La
Paz, expulsaron violentamente a una familia aplicando “justicia comunitaria”. La asamblea de la
comunidad determinó desterrar a la familia Marca Moya acusada de robo, secuestro y homicidio. Ante
la negativa de los acusados de abandonar sus tierras, la comunidad hizo cumplir la determinación de
forma violenta: los comunarios arremetieron con palos, chicotes, piedras, puñetes y patadas; hasta que
la familia tuvo que escapar del lugar. Los comunarios argumentaron que la acción obedece a que la
justicia ordinaria no cumple con su función, luego de que fallara a favor de la familia Marca128.

En este caso la comunidad parece ser diferente al ayllu. En la comunidad hay un corregidor que es la
presencia de la autoridad formal, que es el enlace entre el gobierno y la comunidad. En el caso del
ayllu, parece no existir esa relación, siendo el o los mallkus, la o las únicas autoridades reconocidas,
con lo que se estaría evidenciando la ausencia del Estado en el extenso territorio altiplánico del país. En
Llanga Belén está claro que los supuestos delincuentes habían cometido delitos contra personas de la
comunidad, cosa diferente a lo que parece haberse dado en Uncía, donde gran parte de la comunidad,
incluyendo sus autoridades tenían una especie de asociación entre ellos y con los policías para cometer
delitos de contrabando y narcotráfico.

El 15 de septiembre del mismo año, en la comunidad de Batallani en la localidad de Tapacarí, tres
hermanos fueron enterrados vivos. Unos 60 comunarios y los familiares de un agricultor que había
fallecido por atragantamiento en estado de ebriedad, la anterior semana, los acusaron de haberlo
asesinado. Los sacaron de su casa y les ataron los pies y las manos con sogas para ganado. Una vez
reducidos los torturaron a golpes y látigos, los obligaron a caminar descalzos hasta su tumba: una
polvorienta fosa de un metro, escondida a unos 500 metros del camino de herradura que conecta
Batallani con el municipio de Tapacarí. Los tres fueron sepultados vivos. La fosa fue sellada con
piedras, espinas y una capa de tierra129. Después de sepultarlos, los comunarios se dispersaron. Cuando
la policía llegó al lugar sólo halló a dos integrantes de la familia que sobrevivieron al linchamiento
porque escaparon hacia Tapacarí130.

Sobre este hecho se pronunció el ex Ministro de Gobierno Sacha Llorenti, señalando que el
linchamiento ocurrido no fue justicia comunitaria. Carlos Valverde afirma: “este caso es diferente, no
tiene características políticas ni de comunidad; es un asunto de familia o de droga, puede incluso que,
en el absurdo con el que se manejan las cosas en nuestro país, el juzgamiento y la prisión de algunos
de los sospechosos, sea la excepción que define la regla. Sería, además una buena propaganda para el
gobierno y la administración estatal: este crimen podría “no quedar impune”. Este tal vez… ¿y los
anteriores?”131.
c) Problemas teóricos y políticos

127 Ídem, pp. 150-160.
128 Ídem, pp, 120-121.
129 Ídem, pp. 167-170.
130 Fuentes extraoficiales añadieron dos posibilidades para explicar este triple linchamiento: un problema de límites

entre comunidades o vínculos de los implicados con el narcotráfico.
131 Ídem, pp. 171-3.



Germán Choquehuanca confirma que la llamada “justicia comunitaria” es un constructo jurídico que
combina prácticas aymaras y coloniales y que no es aymara o andina al cien por ciento. Choquehuanca
usa como ejemplo el simbolismo del chicote y su uso, de origen colonial y resemantizado por los
aymaras actuales. A esto, en el caso de Ayo Ayo hay que añadirle los ingredientes republicanos
mediados por el cine y la televisión: secuestro en La Paz, ademanes gansteriles, por ejemplo, que
complejizan aún más esta fase jurídica. Si los aymaras pueblerinos de Ayo Ayo no hubieran asumido
colectivamente la responsabilidad del hecho, las cosas nos serían más fáciles: sería un simple delito de
homicidio132.

En muchas regiones del altiplano boliviano la doble vertiente de autoridad surgida a partir de la
Revolución de 1952 ha generado numerosos conflictos, como es el caso del norte potosino133.
Parafraseando algunas ideas de Valverde. Los casos estudiados (Ayo Ayo, Titicachi, El Alto,
Sank’ajawira, Uncía, Juruma, Llanga Belén, Batallani), demuestran en cierta manera que la lógica del
poder de los ayllus, durante los acontecimientos de ajusticiamiento se encuentra en “guerra
simbólica” y real con el Estado tanto republicano como plurinacional. La historia se repite como
corolario: se comete el ajusticiamiento, se entierra el cuerpo en un lugar secreto, los comunarios hacen
un pacto de silencio, se impide el ingreso de autoridades policiales y el inicio de las investigaciones
correspondientes. ¿Será esta una ruptura ideológico-cultural?134

Una muestra clara de esta guerra simbólica y real con el Estado es la existencia de zonas rojas. Es
mentira que no haya zonas rojas, hay estados dentro de los otros estados donde la policía no puede
entrar, le cierran el paso y pueden lincharlos. Luego de que ocurre el delito, ningún tipo de autoridad
representante del Estado puede acceder ni investigar la localidad donde se suscitaron los hechos. Estos
lugares son declarados y conocidos como zonas rojas. Si alguien decide ingresar debe estar dispuesto a
morir. En algún sentido, esta situación asegura la impunidad de los autores del delito.

Parece que Ayo Ayo hubiese sido el factor desencadenante de una serie de hechos de violencia
justificados a nombre de la justicia comunitaria. Aparentemente nos encontramos ante la exacerbación
de la violencia “justiciera” y criminal135. Por ejemplo, en el caso de Uncía, hay que examinar el carácter
de cómo la lógica de los ayllus define los “delitos” de los policías, para llegar al extremo del
linchamiento y considerar de forma perversa los cuerpos como “trofeos” de guerra. Esta es una tarea
pendiente en el marco de un Tribunal Supremo de doble legislación: ordinaria y comunitaria. Esto
traerá severos problemas de interpretación jurídica, más habiendo sido electos los Magistrados del
Órgano Judicial Plurinacional. Es evidente que la realidad cultural y los hechos sociológicos
demuestran una compleja dualidad de valores sobre la interpretación de los actos delictivos.
La etno-psicóloga Esther Balboa, asegura que en estos casos el pacto de silencio viene seguido de un
mito, donde se cree que nunca se encuentran los cadáveres de quienes fueron ajusticiados. En estos
casos no se personaliza al que mata, es un secreto. Ni siquiera aparece el cadáver, la culpa se reparte
entre todos porque hay un pacto136. En este caso el pacto es mafioso, con lo que se puede sostener la
hipótesis de que estamos ante hechos de delincuencia común amparados en prácticas ancestrales.
Estamos ante un hecho de innegable connivencia entre el valor y el antivalor; valores y principios
radicalmente diferentes. Este es un ejemplo de la contradicción entre el animismo de los ayllus y el
monoteísmo del Estado.

132 Véase de Javier Medina, Diarquía: nuevo paradigma, diálogo de civilizaciones y asamblea constituyente.
133 Véase del Ministerio de Justicia y derechos humanos (1999), Justicia comunitaria I: Los aymaras de Machaca, p.

49.
134 Véase de Carlos Federico Valverde Bravo, Violencia, linchamientos y muerte en tiempos de Evo: ¿Qué pasó?, p.

104.
135 Ídem, p. 105.
136 Ídem, pp. 108-9.



En la justicia comunitaria, la muerte es más un defecto que una cosa cotidiana. La aplicación de las
sentencias, sanciones o correctivos de la justicia comunitaria son violentos en la mayoría de los casos
aunque, no necesariamente traen aparejada la muerte137. Esther Balboa sostiene que “en el caso de
Uncía y el asesinato de los cuatro policías, existen algunos elementos que apuntan a que se trató de un
caso de justicia comunitaria”. “En una sociedad si alguien traspasa los límites de lo permitido hay
reacciones. El linchamiento no es justicia comunitaria pero podría ser una decisión comunitaria, por
ejemplo, la pena de muerte que se da en otras sociedades”. “La cosmovisión indígena no es primitiva,
articula sucesos que tienen sus límites que son duros como también castigables”.

La justicia comunitaria aún no ha asumido para qué o por qué, e incluso con qué visión se aplica la
pena de muerte. Se aplica esta sanción en los casos de violación de niños o niñas como en otros delitos
graves como el asesinato. Existen muchos pasos para llegar a esta situación, es un proceso burocrático
que requiere de la presentación de testigos, argumentaciones de la familia, conocidos, víctimas y otros
ayllus que confirmen estos hechos. Esto pudo haberse dado en el caso de los policías que estuvieron
secuestrados varios días para después ser asesinados y ocultar los cadáveres que después fueron
entregados bajo presión. Se sostiene la versión de que el mismo presidente les pidió entregar los
cuerpos.

Difícilmente se puede encontrar en la jurisdicción de la justicia comunitaria “acuerdos” entre policías ,
contrabandistas, narcotraficantes y pueblos enteros para lograr beneficios en base a delitos penados por
la justicia ordinaria del Estado. La pena de muerte asociada al posible rompimiento de la regla del lado
de los policías, es el punto final de un proceso delincuencial desde sus inicios138. Comprender esto es
revelador para ver cómo la criminalidad se entremezcla con decisiones comunitarias, que no son,
pero que fácilmente se defienden como aplicación de justicia comunitaria.

Es evidente que en Uncía el Estado no estuvo ni está presente porque, más allá de que los medios de
difusión hayan informado que se tenía el nombre de cuatro o cinco personas como sospechosos de
haber dado muerte a los policías, hay un hecho que es innegable: esta fue una acción comunitaria, por
ello, incluso la “Comisión de mallkus” se pronunció. La presencia de abogados asistiendo a los mallkus
genera una gravísima contradicción entre lo que se llama “justicia comunitaria” y “justicia ordinaria”.
La contradicción es más que obvia: ¿para qué necesita la justicia originaria de abogados que justifiquen
su aplicación? La respuesta es una verdad de perogrullo: las autoridades indígenas sabían exactamente
dónde los había llevado el extremo y se protegían, de manera muy convencional y nada originaria, de lo
que pueda sobrevenir.

En grandes extensiones del territorio nacional el Estado no está presente. Esta gran ausencia no
solamente se puede observar en las comunidades o áreas rurales alejadas de las ciudades, sino que es
plenamente visible en muchas zonas periurbanas y laderas de las ciudades. A esto se llama anomia
estatal: ausencia de las normas del Estado139. El caso del 18 de octubre de 2009 es interesante para el
análisis, el móvil de robo de una garrafa de gas o la supuesta intención de atracar, se convierten en el
elemento disparador para que los vecinos reaccionen ante la inseguridad. Evidentemente, al vecino
acobardado por la inseguridad, le da lo mismo que el delito sea mayor o menor; lo que le interesa,
cuando actúa en turba es “hacer justicia”140.

137 Ídem, pp. 109,120.
138 Véase de Carlos Federico Valverde Bravo, Violencia, linchamientos y muerte en tiempos de Evo: ¿Qué pasó?, p.

114.
139 Ídem, p. 120.
140 Ídem, p. 135.



Claramente lo expresa Valverde: “al hacer foco en El Alto, nos encontramos frente a elementos que se
dan en el ayllu o la comunidad campesina; los ajusticiados son llevados a una plaza, los vecinos se
agrupan, golpean, queman a sus víctimas (victimarios, argumentan ellos) y, cuando la policía llega a
rescatar a los supuestos delincuentes, los vecinos reaccionan contra la policía, librándose un
enfrentamiento entre los que sienten que tienen derecho a terminar su acción ‘justiciera’ y la policía,
que intenta poner orden y actuar en defensa de la vida, tal como establece la responsabilidad del
Estado”141.

En la mayoría de los casos de linchamiento, la masa (de comunarios, vecinos, pobladores, familiares,
etc) para protegerse ataca, no pregunta; golpea, no razona y, termina justificando sus acciones en “lo
que pudo hacer pasado”142. Por otra parte, la realidad efectiva, con los casos de Ayo Ayo, Sank’ajawira
y Uncía nos demuestra que la justicia comunitaria está emboscada y atrapada en hechos políticos y en
determinadas situaciones de búsqueda de venganza. Cualquier tipo de manifestación u oposición
política es susceptible de ser acallada o disminuida por hechos delincuenciales y criminales
enmascarados como aplicación de justicia comunitaria.

141 Ídem, p. 136.
142 Ídem, pp. 166-7.



CAPÍTULO III

ESTUDIO DEL CASO DE AYO AYO Y

VIABILIDAD DE LA JUSTICIA COMUNITARIA

1. El linchamiento del alcalde Benjamín Altamirano

a) El contexto y los acontecimientos

Ayo Ayo es la cuna del héroe Túpac Katari, quien en 1781 dirigió una rebelión masiva indígena contra
las autoridades coloniales españolas y fue sometido a tormento y muerte. Un monumento en la plaza
principal del pueblo recuerda su gesta. En Ayo Ayo también nació el célebre temible Zárate Willca, un
indio aymara de destacada participación en la guerra federal (1898 - 1990)143. Así, Ayo Ayo adquiere
una herencia de lucha, pero también de conflicto. Este municipio tiene 506 km2 de superficie, es la
tercera sección de la provincia Aroma y está situado a 90 km de la ciudad de La Paz, sobre la carretera
a Oruro. Está dividido en 5 cantones: Ayo Ayo, Santa Rosa de Lima, Villa Carmen, Collana Tolar y
Tupaj Katari144. Los cinco cantones se dividen en diez comunidades con cuarenta y ocho zonas o
comunidades dispersas. Limita con los municipios de Calamarca, Sapahaqui, Patacamaya, Waldo
Ballivián y Colquencha.

De acuerdo con el Censo 2001, Ayo Ayo cuenta con una población de 6.981 habitantes, de los cuales
un 49.71% son hombres y un 50.29% son mujeres. La población rural del municipio representa el 86%
y el 14% constituye población urbana145. Con un IDH de 0,394 se encuentra clasificado como un
municipio pobre. Casi un 99% de los hogares son pobres y su ingreso per cápita es de 716 $us/año146.
La distribución de la tierra por familia es de 29 hectáreas147, superficie insuficiente en función de la
vocación ganadera, lechera y de carne de la zona, que requiere de mayores extensiones para que sea
económicamente rentable. Además, la tierra es un bien muy escaso.

La existencia de recursos hídricos cubre el consumo humano y animal, y es útil para el riego. Esta
facilidad permite un buen rendimiento en el cultivo de papa. La producción de hortalizas -cebolla,
zanahoria, lechuga- se da tanto a campo abierto como en invernaderos. También es significativa la

143 Cfr. de Carlos M. Vilas, “Linchamientos y lucha política en los andes”, pp. 119.
144 Ídem, pp 248.
145 Datos del Censo Nacional de Población y Vivienda 2001. Instituto Nacional de Estadística (INE).
146 Véase de Rosario Salazar. “El Municipio de Ayo Ayo”. En Collana, conflicto por la tierra en el Altiplano, pp. 77-92.
147 Ídem, pp 77-92. El dato es solamente indicativo, pues en el Municipio existe una estratificación debido a las

múltiples formas de acceso a la tierra (herencia, compra, alquiler).



producción de leche, la misma que es comercializada como leche y como queso. En las zonas lecheras,
cada familia cuenta con un hato lechero de alrededor de diez bovinos, muy cercano a lo técnicamente
recomendado para el altiplano. La región se caracteriza por la crianza de ganado lechero mestizo y por
la producción de quesos frescos. Otras familias se dedican a la producción de t’unta, aunque lo hacen
con mayor intensidad aquellas que poseen mayor extensión de tierras y acceso al agua. La producción
se destina al mercado.

Fuente: Rosario Salazar, El Municipio de Ayo Ayo. Fundación Tierra.

Los problemas en Ayo Ayo se remontan a los años 1998 y 1999, época en la cual debido a la falta de
rendición de cuentas en el municipio se realizó el congelamiento de las mismas por mandato del
Senado Nacional y a solicitud del Comité de Vigilancia. A fines del 99 y antes de las elecciones
municipales las cuentas fueron descongeladas, en medio de un encendido interés por parte de los
partidos políticos por controlar el poder local. En las elecciones municipales del 99 fue elegido como
alcalde Erasmo Silva, dirigente comunal y sindical, bajo la sigla del Movimiento de Izquierda
Revolucionaria148.
Se dice que en la gestión del 2000, pese a la falta de informes y rendición de cuentas, Silva parecía no
tener problemas hasta que en la primera sesión de la gestión de 2001 fue censurado por el Concejo
Municipal. Este año los cinco concejales: Benjamín Altamirano (de Nueva Fuerza Republicana),
Plácida Quispe (NFR), Ciro Loza (del Movimiento Nacionalista Revolucionario), Saturnino Apaza (de
Conciencia de Patria) y Erasmo Silva, se unieron, pelearon, firmaron pactos que no respetaron e
hicieron una serie de maniobras por el control de los fondos de las cuentas bancarias de la alcaldía de

148 Véase de Claudia Espinoza Iturri, “La historia y la justicia en Ayo Ayo: No se olviden de Tupaj Katari”. Página web
Rebelión. Disponible en: http://www.rebelion.org/noticia.php?id=1594



Ayo Ayo. Después de este caos, Benjamín Altamirano Calle149 fue reconocido como legítimo alcalde
por la Contraloría General de la República150.

Poco tiempo después, se identificaron (según algunas versiones) irregularidades en la gestión de
Altamirano: un contrato oscuro con una consultora para que realizara el Plan Operativo Municipal, uso
discrecional de los recursos, incumplimiento en la presentación de informes al Comité de Vigilancia,
incorporación de familiares a la alcaldía, alteración de ítems y sobreprecios en obras municipales151.
Además desaparecieron 1.086.000 bolivianos de los recursos de la alcaldía. Por ello, los concejales lo
imputaron por nepotismo, peculado, concusión y falsedad152. Asimismo, los comunarios acusaron a
Altamirano de actos de corrupción y presentaron una demanda ante el tribunal de sentencia de Sica
Sica, instancia que tenía a cargo el proceso, donde los jueces determinaron su libertad por falta de
pruebas153. Los pobladores de Ayo Ayo intentaron controlar a su alcalde por todas las vías legales, pero
no tuvieron éxito.

En 2002, gracias a la intervención del Comité de Vigilancia se congelaron las cuentas del municipio y
la población eligió otro alcalde. Sin embargo, Altamirano inició una batalla jurídica hasta recuperar la
alcaldía. El 26 de marzo de este año, el alcalde y su abogado se salvaron de un intento de secuestro y
linchamiento. Días después los campesinos quemaron su vivienda ubicada en El Tolar, lo que originó
que el Alcalde traslade su residencia a la ciudad de El Alto respaldado por la Ley de Municipalidades
que permite que el alcalde radique y opere desde otro municipio. Así, Altamirano ejercía su gestión a
distancia, desde la ciudad de La Paz.

Esta arbitrariedad en la gestión municipal generó sentimientos de descontento y posteriormente, llevó a
los comunarios a realizar varios cabildos en los que se calificó a la gestión de Altamirano como pésima,
corrupta y socapada por el poder central del Estado. Asimismo, tomaron decisiones como exigir la
rendición de cuentas al alcalde. Sin embargo, a pesar de tantas irregularidades, en marzo de 2003, el
Tribunal Constitucional reconoció a Altamirano como alcalde legalmente elegido; y, en marzo de 2004,
la justicia ordinaria anuló todo el proceso legal que se llevaba contra él.

El 14 de junio de 2004, Benjamín Altamirano fue secuestrado en la ciudad de La Paz, junto con un
mallku y una concejala de su mismo partido, quien era también su nuera. Altamirano fue golpeado en
una de las principales calles del centro de la ciudad de La Paz por un grupo de aproximadamente 15
personas154. Luego del secuestro, todos fueron trasladados a Ayo Ayo, pero sólo Altamirano fue

149 Véase del Portal web Sueco Español, “¿Asesinato o justicia comunitaria?: han pasado dos años y ocho meses del
deceso del alcalde de Ayo Ayo y, hasta ahora, no se ha hecho justicia”. Disponible en:
http://spanish.swedishportal.net/www/19_502.html. Se describe a Benjamín Altamirano como un comunario más de
Ayo Ayo, aunque había nacido en Collana. Estudió en la Facultad de Derecho de la Universidad Mayor de San
Andrés, pero no egresó. Al volver a su tierra se encargó de la oficina de Registro Civil.

150 Véase de la página web La Fogata Digital: encendiendo entre todos el fuego de la lucha revolucionaria, “Municipios
de Bolivia: bombas de tiempo”. Disponible en: http://www.lafogata.org/04latino/latino6 /bol_evo1.htm Esta página
presenta los antecedentes y una breve cronología de los hechos.

151 Cfr. de Claudia Espinoza Iturri, “La historia y la justicia en Ayo Ayo: No se olviden de Tupaj Katari”. Página web
Rebelión. Disponible en: http://www.rebelion.org/noticia.php?id=1594

152 Cfr. Diccionario jurídico virtual. Disponible en: http://www.librejur.com/descargas/diccionario.pdf. Se entiende por
peculado a la sustracción por parte de un funcionario público de los bienes o recursos confiados en cumplimiento
de sus deberes, usándolos en provecho propio. Concusión es el cobro injusto y violento de dinero de forma
arbitraria, realizado por un funcionario público en provecho propio. La falsedad al delito consistente en la alteración
o simulación de la verdad, con efectos relevantes, hechas en documentos públicos o privados.

153 Véase del periódico Los Tiempos, “Causa horror el asesinato de Alcalde”. 16 de junio de 2004. Esta nota incluye,
además de la descripción de los hechos, las opiniones de distintas autoridades sobre el asesinato. Estos datos
también pueden consultarse virtualmente en la página web Bolivia Hoy. Disponible en:
http://www.boliviahoy.com/modules/news/print.php?storyid=7309

154 Véase del periódico La Razón, “Detienen a posible cabecilla del caso Ayo Ayo”. 23 de julio de 2004.



sometido a tormento155. Fue vejado y torturado. Tras más de doce horas de cautiverio y de
interrogatorio violento en medio de una severa golpiza con palos y piedras para que confesara alegados
actos de corrupción, el alcalde fue conducido a la plaza principal de la ciudad. Amarrado a un poste de
electricidad siguió siendo objeto de golpes y le prendieron fuego, provocando su muerte156. Al día
siguiente, su cadáver yacía en la plaza central del pueblo, maniatado, con signos de tortura y con gran
parte del cuerpo calcinado. A los pies de la estatua de Tupaj Katari y al lado del cuerpo se pudo
observar un epitafio escrito en un cartel que decía: “justicia comunitaria contra la ley, donde no hay
justicia social”157.

A pesar de que los ejecutivos de organizaciones indígenas aseguran que los linchamientos no son parte
de la justicia comunitaria158, los pobladores de Ayo Ayo asumieron la responsabilidad del asesinato y
justificaron el linchamiento basándose en los actos de corrupción de Altamirano, asegurando haber
aplicado ‘justicia comunitaria’159. Asimismo se declararon como ‘Estado libre e independiente’, crearon
su policía sindical y ordenaron la aprehensión del Fiscal encargado del caso. Sin embargo, algunos
responsables fueron capturados, acusados y sentenciados. La sentencia califica el hecho como asesinato
común. Entre los 18 sentenciados sobresale el nombre de Gabriel Pinto Tola como uno de los
principales involucrados. Pinto fue condenado a 30 años de prisión sin derecho a indulto, pero más
tarde fue electo asambleísta departamental de La Paz por el Movimiento al Socialismo y actualmente
continúa en el ejercicio de sus funciones.

b) Apreciaciones de los actores

La juez Nancy Bustillos160, afirma que los problemas en Ayo Ayo surgieron por la existencia de
grandes diferencias políticas entre los miembros del Concejo Municipal y el alcalde, ambos que
representaban a diferentes partidos políticos. La Ley de Participación Popular, los reglamentos de las
alcaldías y la Ley de Municipalidades, permitían a los concejales cuestionar la participación y el
desempeño del alcalde. Entonces, la alcaldía se ocupaba más de solucionar los problemas políticos
entre los miembros del Concejo y el alcalde (quien se veía imposibilitado de cumplir con sus funciones)
que de suplir las necesidades del lugar. Esta situación molestó a los pobladores. Hubo muchos
problemas, Ayo Ayo es una provincia demasiado grande y, por consiguiente, los problemas también
respondían a ese tamaño.

Waldo Albarracín, ex Defensor del Pueblo161, confirma la veracidad de esta afirmación. En el
municipio de Ayo Ayo existía una controversia entre dos grupos que intentaban tomar la alcaldía y

155 Cfr. de Carlos M. Vilas, “Linchamientos y lucha política en los andes”, pp. 119.
156 Ídem, pp. 119.
157 Véase del periódico La Razón, “Secuestrado, golpeado y quemado; así murió el Alcalde de Ayo Ayo”. 16 de junio

de 2004.
158 Cfr. de Correo del Sur, “Acusados de crimen en Ayo Ayo tienen pena de 30 años de cárcel”. S.D.
159 Sobre estas afirmaciones, realizadas tanto por los involucrados en el asesinato, como por los observadores, se

puede encontrar vasto respaldo de diferentes fuentes. Véase lo siguiente: De Correo del Sur, “Acusados de crimen
en Ayo Ayo tienen pena de 30 años de cárcel”. De Cash 24 horas, “Cárcel para los que mataron al alcalde de Ayo
Ayo el 2004”. De La Razón, “Secuestrado, golpeado y quemado; así murió el Alcalde de Ayo Ayo”. Del Portal web
sueco español, “¿Asesinato o justicia comunitaria?: han pasado dos años y ocho meses del deceso del alcalde de
Ayo Ayo y, hasta ahora, no se ha hecho justicia”. Disponible en: http://spanish.swedishportal.net/www/19_502.html.
De la revista electrónica Volveré, “Bolivia: Ayo Ayo o la justicia comunitaria de los aymaras”. Julio de 2004.
Disponible en: http://www.unap.cl/iecta /revistas/volvere_14/actualidad.htm

160 Nancy Bustillos es Juez del Tribunal quinto de sentencia en lo penal de la Corte Superior de Distrito de La Paz y
trató el caso del asesinato al ex alcalde de Ayo Ayo con acceso pleno a las pruebas correspondientes. Entrevista
realizada el 18 de abril de 2011.

161 Waldo Albarracín es abogado y ejerció funciones como Defensor del Pueblo en la época en que sucedió el brutal
linchamiento y asesinato del Alcalde Benjamín Altamirano en Ayo Ayo. Entrevista realizada el 15 de julio de 2011.



además, una serie de denuncias de corrupción contra ambos bandos. Entones, más que la defensa de los
intereses de la población, estaba en juego la pugna de los dos grupos por copar la alcaldía para
consolidar aspiraciones negativas de corrupción y enriquecimiento ilícito y en ese contexto se
suscitaron varios hechos de enfrentamiento físico entre las dos partes.

Así, entre los distintos problemas que atravesó la gestión de Benjamín Altamirano, se presentaron
acusaciones por actos de corrupción en contra del mismo. Sobre este tema, la periodista Daniela
Romero162 señala que Altamirano fue acusado de malversación de fondos y de robo de dinero de la
alcaldía, lo que enfureció a la mayoría de la población. Sin embargo, a pesar de las denuncias, nunca se
realizó una investigación seria por lo cual hasta ahora no se ha llegado a saber si las acusaciones eran
verdaderas. Pero, es importante tener presente que cuando existen denuncias es porque algo anormal
está ocurriendo.

Nancy Bustillos señala que existe un informe de la Contraloría General de la República que aclara que
no existieron malos manejos por parte de Altamirano. Sin embargo, con la participación popular, en el
momento en que las sub-alcaldías y alcaldías provinciales comenzaron a administrar sus recursos, no
existía preparación en los conocimientos necesarios de administración y muchos alcaldes no sabían que
es delito o malversación disponer un dinero presupuestado para otra situación. Eso también molestó a
los pobladores. Pero, se hicieron acusaciones que no fueron probadas finalmente, por lo que debió regir
y ser completamente válido el principio de presunción de inocencia.

Waldo Albarracín afirma que estas acusaciones nunca fueron esclarecidas. Es verdad que hubo
acusaciones de corrupción y es probable que hayan existido elementos que puedan dar certeza de esto,
pero no se tomó el camino correcto. Más allá de que sean evidentes o falsas las acusaciones, existen
procedimientos claros, tanto en la jurisdicción indígena originaria campesina como en la justicia
ordinaria para procesar estos casos. En ninguno de los dos ámbitos se prevé la forma de castigo que se
dio al alcalde Altamirano así que por donde lo veamos este hecho es un simple asesinato. No se aplicó
ningún tipo de justicia.

Después de todos estos problemas, el Concejo Municipal destituyó a Benjamín Altamirano. A pesar de
ello, según algunas versiones, el alcalde aún influía aún en las decisiones y asuntos de la alcaldía.
Nancy Bustillos afirma que esta aseveración no puede comprobarse ya que depende mucho de la
corriente de simpatía que tenía cada grupo con él. Altamirano aún era alcalde legalmente, pero no le
permitían cumplir sus funciones, por lo que vivía entre La Paz y Ayo Ayo. Su casa no estaba
propiamente en Ayo Ayo sino en El Tolar (un pueblo antes, que comprende la provincia de Ayo Ayo) y
esa casa fue quemada. Los pobladores no permitían entrar al pueblo de Ayo Ayo, ni al alcalde ni a sus
familiares; aún ahora su familia no tiene entrada a este lugar. Daniela Romero afirma, según versiones
recabadas de los familiares, que Altamirano fungió de alcalde hasta el momento en que fue llevado a
Ayo Ayo para, posteriormente, ser asesinado.

Waldo Albarracín afirma, igualmente, que la magnitud de los problemas había crecido mucho, al
extremo que el alcalde tuvo que venir a vivir a La Paz y realizar así su gestión municipal. Entonces, en
esa eventualidad el grupo del otro bando lo secuestra, lo meten a un taxi, en el camino lo golpean
descaradamente, lo matan y luego queman su cuerpo en la plaza. Después utilizan el argumento de la
justicia comunitaria. Sin embargo, como ese argumento no fue creíble para la ciudadanía ni para el
Estado, algunos de los autores y culpables terminaron en la cárcel. Probablemente la gestión de
Altamirano no haya sido transparente, pero ahí debió haberse aplicado la norma. Se debió promover
una investigación seria, una auditoria y finalmente la acción penal respectiva cuando se encuentren los

162 Daniela Romero actualmente es periodista en el periódico Página Siete. Trabajó también en el periódico La Razón,
donde dio cobertura e hizo un seguimiento de los sucesos pertinentes al linchamiento de Ayo Ayo. Entrevista
realizada el 11 de julio de 2011.



indicios suficientes. Ellos fueron por el camino menos adecuado generando un desenlace tan
desastroso.

Luego del asesinato los comunarios hicieron un pacto de silencio y no dejaron que a la policía ingrese a
Ayo Ayo. Toda la población actuó en complicidad, mutua protección y cubriéndose unos u otros, como
afirma Daniela Romero. Este pacto, según Nancy Bustillos, significó que los comunarios de Ayo Ayo
asumieron culpabilidad por lo sucedido. Se había sembrado una especie de terror en la población
señalando que aquellas personas no involucradas en el homicidio pero que observaron lo sucedido
correrían la misma suerte del alcalde si hablaban. Es así que muchas personas que vieron los hechos no
declararon abiertamente. Sin embargo, el pacto de silencio no siempre tuvo resultado, porque
precisamente dos personas que participaron en el hecho contaron, con lujo de detalles, cómo ocurrieron
las cosas.

Waldo Albarracín afirma que el pacto de silencio puede haberse dado por temor, pues cualquiera que
hable podía ser víctima de una represión irregular, fáctica, similar que pueda atentar contra su vida y
seguridad. Por último, el silencio es un derecho que está también en la norma occidental. Entonces, no
se puede utilizar el silencio para incrementar el nivel de responsabilidad penal de una persona, pero sí,
se puede decir que un conjunto de actitudes que nieguen el esclarecimiento del caso pueden constituir
complicidad. Ahí se debe investigar en qué medida las personas pueden estar incurriendo en un hecho
delictivo.

El gobierno de Carlos Mesa Gisbert intentó dialogar con los comunarios de Ayo Ayo, sin embargo este
intento fracasó porque los representantes de las autoridades gubernamentales que se trasladaron al lugar
no lograron ser recibidos por los dirigentes de la población. Además, los dirigentes de Ayo Ayo
exigían: la presencia de los tres poderes del Estado (legislativo, ejecutivo y judicial), que el Ministerio
Público remita los expedientes y libere a los cuatro detenidos (en ese momento) acusados de ser los
presuntos responsables de la muerte del alcalde de Ayo Ayo. Estas exigencias fueron expresaras por
Cecilio Huanca, dirigente de la población, en una entrevista con El Deber. Asimismo, los
representantes del Movimiento Sin Tierra (MST) anunciaron medidas de presión, como un bloqueo de
caminos, que al final fue postergado163.

En medio de amenazas de algunos dirigentes del pueblo (que pretendían el encubrimiento y la
impunidad) en contra de los comunarios, la respuesta del gobierno fue contundente: no se negociaría la
libertad de los detenidos, ni el cumplimiento de la ley y menos el asesinato del alcalde. Con el fracaso
del diálogo, el fiscal Milton Mendoza asumió el caso e inicio un proceso contra 25 miembros de la
comunidad, quienes fueron acusados por haber victimado a la autoridad municipal. Los acusados
evadieron diferentes convocatorias para prestar sus declaraciones, lo que perjudicó las investigaciones y
dilató el inicio del juicio penal. Milton Mendoza afirmó que “se trata del primer linchamiento donde se
dicta una sentencia judicial”, “… el fallo demuestra que es difícil, pero no es imposible investigar este
tipo de hechos en los cuales participa casi toda una comunidad y se genera una suerte de solidaridad
conjunta para encubrir a los culpables”164.

Las pruebas sobre este fatal asesinato existían. La apreciación de estas pruebas es facultad del tribunal y
existen pruebas suficientes para establecer la culpabilidad de los acusados. Bustillos señala que, a pesar
de que en el juicio todos guardaron silencio (fieles a su pacto), se ha podido establecer el grado de
participación de los culpables. Uno de los involucrados declaró que él fue quien compró la gasolina con
la que prendieron fuego al alcalde; asimismo, Rufino Peñafiel, el taxista que trasladó al alcalde desde

163 Véase de El Deber, “Nuevo plazo: el diálogo no avanza en Ayo Ayo”. Sábado 26 de junio de 2004. Disponible en:
http://www.eldeber.com.bo/anteriores/20040626/nacional_4.html

164 Véase de La Razón, “30 años para ocho de los imputados en caso Ayo Ayo”. Martes 17 de agosto de 2010.
Disponible en: http://www.la-razon.com/version.php?ArticleId=116089&EditionId=2256



que lo secuestraron hasta la localidad de Ayo Ayo, declaró que mientras conducía vio todos los
vejámenes que sufrió el alcalde y escuchó las llamadas telefónicas que se hicieron. Este tipo de
declaraciones son inobjetables.

El 2010, luego de seis años, la justicia ordinaria presenta 14 sentenciados y ocho imputados por estar
vinculados directamente con el asesinato del alcalde de Ayo Ayo. Entre ellos están: Cecilio Huanca,
Severo Sánchez, Alejandro Valero, Gabriel Pinto, Casiano Pinto, Dionisio Mamani, Norberto Calle y
Eulogio Quispe. Los ocho imputados, declaradas culpables, fueron condenados a 30 años de prisión, sin
derecho a indulto en la cárcel de San Pedro de Chonchocoro, por los delitos de secuestro, y asesinato
con torturas y vejámenes. Asimismo, Pedro Flores, José Luis Herrera y Guillermo Mamani fueron
sentenciados a 20 años por complicidad en el asesinato y secuestro de Altamirano165. Olga Jacoba
Aguirre fue condenada a 8 años en el Centro de Orientación Femenina de Obrajes; Ciro Buenaventura y
Cecilio Gamarra recibieron sentencias de dos años por cargos menores. Existen cuatro personas
absueltas y siete prófugas a quienes no se les inició el juicio y fueron declaradas en rebeldía. Cuando se
dio la lectura legal de la condena por parte de la juez Nancy Bustillos, no se presentó ninguno de los
acusados. Ninguno oyó la lectura.

Nancy Bustillos afirma que se dictó la sentencia, pero como los inculpados no asistían a las audiencias,
el tribunal determinó su detención preventiva, es decir, le revocó su libertad. Pero, los acusados
plantearon una Acción de Libertad arguyendo que se habían violado sus derechos y garantías. A pesar
de la existencia de pruebas en contra de estos acusados y de la declaración de su rebeldía, salió probada
la Acción de Libertad y una recusación que no permitió a los perjudicados recurrir a una apelación. Así
se logró que el grupo de jueces que trababa el caso sea separado del proceso166, asumiendo la
responsabilidad un tribunal que ni siquiera conocía el caso y que no pudo resolverlo. El proceso sigue
ahí. Los demás acusados se dieron a la fuga. Entretanto, bajo el principio de inocencia, el señor Pinto
continúa tranquilo, transitando y haciendo su vida normal y sin ningún problema; seguramente, en
espera de alguna resolución que le favorezca.

c) El desenlace trágico

“… Hubiera sido interesante que el pueblo espere a que el alcalde sea sometido a la justicia, en  su
caso, inclusive encarcelado, para llegar a la conclusión de que efectivamente había cometido esos
delitos. Pero no fue así, ellos se adelantaron e hicieron justicia por su propia mano…”, son las palabras
de la juez Nancy Bustillos. Hasta el 2010 no existe sentencia ejecutoriada, por lo cual, a pesar de la
existencia de pruebas irrefutables, rige el principio de presunción de inocencia para quienes fueron
implicados en el asesinato.

Varios medios de comunicación (como La Razón y El Deber) afirmaron que Gabriel Pinto Tola había
desaparecido luego de la sentencia y que el gobierno del MAS lo encubría y respaldaba. Sin embargo,
la información oficial revelada por la juez Nancy Bustillos aclara que Pinto no está desaparecido y que
se encuentra bajo medidas cautelares, debido a que la sentencia se dictó después de seis años. Entonces,
existe un libro de control de firmas y Pinto va a firmar (al Tribunal 5to de Sentencia en lo penal de la
Corte Superior de Distrito de La Paz), como medida sustitutiva a su detención.

Sin embargo, aún el problema no fue resuelto. Algunos acusados actualmente cumplen su condena en
la cárcel, pero otros, como Gabriel Pinto siguen libres. Aun existiendo pruebas suficientes que señalan

165 Véase de La Razón, “30 años para ocho de los imputados en caso Ayo Ayo”. Martes 17 de agosto de 2010.
Disponible en: http://www.la-razon.com/version.php?ArticleId=116089&EditionId=2256

166 Entre este grupo de jueces que fue alejado injustamente del caso Ayo Ayo se encontraba, precisamente, la juez
Nancy Bustillos.



a Pinto como uno de los principales autores intelectuales y materiales del asesinato, llama la atención
que el mismo goce de arresto domiciliario y que continúe ejerciendo sus funciones como asambleísta
del MAS. Las opiniones de los entrevistados coinciden en que este asambleísta es injustamente
protegido por la clase política. Este es un acto absolutamente incorrecto, injusto y de encubrimiento
político. Este caso particular es la demostración de que no existe independencia institucional entre las
entidades encargadas de administrar justicia y el poder ejecutivo. Por esta razón se alejó del proceso a
los jueces que legalmente debían ejecutarlo.

Los asesinos, que actualmente permanecen en la impunidad, seguramente gozan de su libertad pero con
una conciencia intranquila. Y aunque transcurrieron ocho años, todavía persiste la necesidad de que se
haga justicia. “He hablado muchas veces con el hijo del alcalde Benjamín Altamirano (Edwin
Altamirano)… y por más que su padre haya sido un ladrón o haya malversado fondos, es un ser
humano que tenía derecho a vivir o mínimamente a defenderse”, “Si ya se sabía que estaba obrando
mal, se debió castigarlo, sancionarlo o llevarlo a la cárcel, pero no matarlo de esa manera” dice Daniela
Romero.

Durante todo el largo y exhaustivo proceso se cambiaron tres fiscales y se presentaron muchos recursos
legales. Los acusados también interpusieron sus propios recursos que lograron dilatar y estancar el
proceso. Por su parte, la familia de la víctima se ha movido continuamente para lograr que se haga
justicia. Especialmente el hijo mayor, Edwin, hasta el día de hoy está día y noche detrás de los juzgados
y de la fiscalía. Así, no existe descanso para los familiares, quienes aún albergan la esperanza de que
todos los involucrados paguen su culpa en la cárcel. Sin embargo, es grande el sentimiento de
impotencia frente a la desaparición de muchos de los involucrados.

2. Justicia ordinaria y justicia comunitaria ante el caso de Ayo Ayo

a) Un asesinato común sin sentencia ejecutoriada

El linchamiento y asesinato del alcalde de Ayo Ayo fue nombrado como aplicación de ‘justicia
comunitaria’. Sin embargo, existe pleno consenso167 en que la justicia comunitaria es completamente
diferente al asesinato y al linchamiento. Nancy Bustillos afirma que la justicia comunitaria tiene que
ver con poblaciones originarias que tienen su propia organización, por lo tanto no puede aplicarse
justicia comunitaria en una provincia donde existe alcalde, subprefecturas y toda la organización que
implica salir del esquema de la comunidad originaria. Waldo Albarracín afirma que bajo ningún punto
de vista este hecho puede ser considerado como justicia comunitaria, aunque lo hayan mencionado en
algún momento determinados dirigentes campesinos. Daniela Romero señala que, con todos estos
antecedentes, la justicia comunitaria no se aplica y es vista como si fuese linchamiento. La muerte de
Altamirano es un asesinato común y no justicia comunitaria. No se permitió al alcalde decir su verdad.
Los asesinos obraron como salvajes.

Sin embargo, es evidente que se utilizó el argumento de la justicia comunitaria con determinados fines.
Daniela Romero arguye que desde el momento en que Altamirano fue secuestrado y llevado a Ayo Ayo
para ser linchado, los responsables decían que iban a castigar al alcalde bajo las reglas de la justicia
comunitaria. Después, cuando se entrevistó al asambleísta departamental (principal acusado), Gabriel
Pinto, él también afirmó que se había obrado en torno a la justicia comunitaria. Otros nombres nunca
salieron a la luz pública, nunca se han dejado entrevistar y hasta ahora algunos están prófugos, teniendo

167 Dicho consenso pudo observarse entre las distintas personas entrevistadas, como Nancy Bustillos, Daniela
Romero, Marianela Paco, Waldo Albarracín, Víctor Hugo Cárdenas, Josef Estermann y Javier Medina.



incluso una condena dictada. El señor Pinto sigue trabajando como asambleísta, como funcionario
público nunca fue suspendido.

Después de todos estos acontecimientos es más que evidente que la justicia ordinaria no es efectiva en
esta localidad. En este sentido, es importante resaltar la afirmación de Nancy Bustillos, que alega no se
trata de la justicia ordinaria sino de la responsabilidad de los operadores de justicia de darle efectividad.
Josef Estermann168 señala que, viendo las circunstancias y los trasfondos uno llega a entender por qué
se llegó a este extremo. La razón es la ausencia y la inefectividad de la justicia ordinaria. No existen
procedimientos ágiles, fáciles y accesibles para que se haga justicia. Entonces, como resultado de esta
ausencia, de esta tierra de nadie, la comunidad busca hacerse valer. Lamentablemente muchos
funcionarios del Estado no perciben a tiempo las pasiones enardecidas de la gente. El asesinato de
Altamirano es el momento final de todo un proceso.

Así, el caso de Ayo Ayo ha permanecido muchos años trabado en los tribunales de justicia. Las pugnas
internas entre algunas autoridades de estos tribunales, que buscaban ganar protagonismo en el
tratamiento del caso o proteger políticamente a determinados acusados; la constante interposición de
recursos legales; la evasión a las citaciones para las audiencias y a las determinaciones de los jueces por
parte de los imputados y condenados llevaron a que el caso quede completamente estancado. Parece
vana la lucha incansable de los familiares de Altamirano por lograr justicia. Aparentemente, los autores
de este hecho fatídico y cruel son inmunes ante la justicia.

Es así que surgen más interrogantes que respuestas. Más allá de reconocer que la muerte del alcalde fue
un asesinato común, ¿qué es lo que se busca encubrir bajo al argumento de la justicia comunitaria en
Ayo Ayo y en otros casos similares?, ¿sólo crimen o ciertas lógicas y aspiraciones de poder? ¿Qué
situación y qué intereses subyacen a los hechos que todos observamos y conocemos en relación a lo
sucedido? ¿Cuál es la reflexión y la enseñanza que nos deja este caso? ¿Será útil y necesario repensar
los modelos jurídicos (occidental y andino) y proponer un modelo (o varios) de justicia
complementario?

Lamentablemente, hasta el día de hoy no existe sentencia ejecutoriada en el caso de Ayo Ayo. Existe
una condena dictada el 2010, pero no se cumple (con algunas excepciones). Los acusados han
interpuesto varios recursos legales para seguir en libertad y no continuar siendo perseguidos por la
justicia. De hecho, este caso debería ser tomado como precedente para otros casos y como un ejemplo
de lo que no debe suceder. Por ejemplo, en el caso del asesinato a los cuatro policías en Uncía existió
solamente un detenido, pero la gente que mató a los policías era mucha. Daniela Romero señala: “Si se
continúa de esta manera, este tipo de hechos van a permanecer, siempre, en la impunidad”.

b) Retardación e impunidad

Evidentemente, el esfuerzo de la juez Nancy Bustillos, quien en primera instancia trató el caso, es
ponderable. De alguna manera se intentó hacer justicia. Así, con base en las pruebas presentadas y
recabadas se llegó a tener una imputación formal y la sentencia de 30 años de cárcel sin derecho a
indulto para los culpables materiales del hecho. Sin embargo, no todo dependió de la mencionada juez,
ni del Tribunal Quinto de Sentencia en lo Penal de la Corte Superior de Distrito de La Paz. Hubo
muchos problemas y pugnas que impidieron que el caso sea completamente resuelto. Es así que se
sobreponen, como en la mayoría de los casos, los intereses de determinados operadores de justicia, el
encubrimiento político y las artimañas de los culpables.

168 Josef Estermann es doctor en filosofía, licenciado en teología, especialista e investigador en filosofía andina.
Entrevista realizada el 14 de abril de 2011.



La inexistencia de una sentencia ejecutoriada, la retardación de justicia y la impunidad de los culpables
es, sin duda, una gran falla de la justicia occidental y sus operadores en Bolivia. Es completamente real
y de conocimiento público que los tribunales tardan años, e incluso décadas en dictar una sentencia. La
burocracia y la pésima administración (en algunos casos) son causas directas de la retardación de
justicia. El caso particular de Ayo Ayo, estuvo tanto tiempo en los tribunales, lleno de recusaciones y
recursos legales por parte de los familiares de la víctima, de los acusados y entre los mismos tribunales.
Lamentablemente esta situación termina por favorecer a los culpables, de tal manera, que difícilmente
cumplen su condena. La justicia, si llega a realizarse, no lo hace en plenitud. Y, en muchos casos,
simplemente la justicia no existe.

Antes del asesinato, según Josef Estermann, hubo muchos pasos donde se hubiera podido canalizar el
conflicto de distinta manera. Lo sucedido es un llamado de atención para la justicia ordinaria, que en
nuestro país es deficiente y extremadamente lenta. A pesar de ello, es sorprendente cómo la gente aún
tiene confianza en hacer juicios, aun sabiendo que tal vez en seis o siete años se va a llegar a un
dictamen. Mientras tanto se ha gastado tanto tiempo, energía y dinero, lo que prácticamente no tiene
sentido. Es evidente que esta actitud se relaciona con el trasfondo cultural andino, donde la idea de
hacer justicia está muy enraizada. Sin embargo, la justicia andina tiene un sentido mucho más amplio,
de armonía, equilibrio, complementariedad y reciprocidad.

c) Justicia comunitaria y venganza política

El caso de Ayo Ayo es realmente paradigmático. La constante oposición política al interior del Consejo
Municipal impedía al alcalde de Benjamín Altamirano realizar su gestión como correspondía. Las
acusaciones en su contra, sin pruebas, no eran atendidas ni resueltas por la justicia ordinaria. Esto
generó, de alguna manera, un escenario perfecto para confundir, manipular políticamente y engañar a
los pobladores de Ayo Ayo, muchos de los cuales fueron convencidos o utilizados como testigos de
aquello que se estaba planificando. De esta manera, la ingenuidad y falta de información de los
pobladores llega a convertirse en un instrumento útil y efectivo para la manipulación y el complot
político.

La justicia comunitaria fue solamente una excusa caprichosa y bien tramada. Más allá de la veracidad o
falsedad de las acusaciones de corrupción contra Altamirano y más allá del enardecimiento de los
pobladores, bajo este argumento se encubría algo mucho más grande: los intereses políticos y
económicos por parte de los partidos y dirigentes políticos cuya mirada estaba puesta en la alcaldía.
Ellos estaban dispuestos a alejar a Altamirano del poder por la razón o por la fuerza. De esta manera,
afirmar que lo que se estaba practicando era ‘justicia comunitaria’ fue el argumento perfecto por parte
de este complot político para que sus principales autores permanezcan en la impunidad. Más aún,
conociendo los antecedentes de conflictos similares, que nunca llegaron a ser tratados por la justicia
ordinaria, los asesinos tuvieron completa seguridad y vía libre para cometer el delito.

El deseo de poder y la venganza política siempre han sido justificados de distintas formas y con mucha
creatividad. En Bolivia, la justicia comunitaria ha llegado a ser la mejor forma de encubrirlos. El uso
completamente antojadizo y las interpretaciones incorrectas de esta forma de justicia, tan distinta de
aquello que aparenta ser, no sólo deslegitima el deseo de consolidarla y socializarla, sino que pone en
riesgo la integridad y la vida de toda persona. Además del caso de Ayo Ayo, los distintos casos
mencionados son la prueba de esta afirmación. El uso político de la justicia comunitaria ha servido de
ejemplo para que esta situación sea imitada y ha enseñado a los criminales un método casi perfecto para
encubrirse.



Como menciona Carlos Vilas, afirmar que los sucesos de Ayo Ayo son el resultado de una reiteración
contemporánea de tradiciones o herencias milenarias implica desconocer, en nombre de una supuesta
afirmación identitaria, la capacidad de acción racional de los pobladores169. Felipe Quispe170 afirmó:
“… La justicia comunitaria no mata. Ellos (los comunarios) han exagerado. En la justicia comunitaria
se castiga con ‘itapallo’ o de otra forma, pero no se acaba con la vida”. Asimismo, Evo Morales171 y
Juan Gabriel Bautista172 apuntan a cierta discriminación racista en algunos enfoques del asunto: “se
sataniza y criminaliza a los movimientos indígenas y nos muestran a los aymaras y quechuas como
unos animales. Cuando el ex presidente Gonzalo Sánchez de Lozada masacró al pueblo como sucedió
en octubre de 2003 no se sataniza y por el contrario, arguyen el cumplimiento del Estado de derecho”.

Los hechos de Ayo Ayo tuvieron la clara intencionalidad de cambiar la relación de poder político en el
municipio y consiguientemente la relación entre el municipio y el poder central. Los victimarios eran
funcionarios políticos que alcanzaron sus cargos a través de procesos políticos en los que el resto de la
población se involucró activamente a través de la participación electoral. Uno de los regidores
partidarios del alcalde asesinado era también autoridad tradicional (mallku), situación que ilustra las
complementaciones que usualmente se desenvuelven entre tradición y modernidad. Asimismo, este
crimen, como la mayoría de los hechos de cuestionamiento de autoridades municipales, es la expresión
extrema de un estilo político de confrontación e intolerancia, enmarcado por las tensiones entre las
comunidades y el gobierno central; tensiones que deben mucho a los experimentos neoliberales de las
décadas de 1980 y 1990173.

Las reformas institucionales que acompañaron a esos experimentos contribuyeron a que las estructuras
locales de poder resultaran inmersas en procesos de mayor alcance a cuya dinámica y racionalidad no
tuvieron más alternativa que la adaptación. Una adaptación traumática y a la defensiva, que va de la
mano con el emprendimiento de acciones y reacciones que tienen como objetivo la consolidación de la
comunidad -por lo tanto, de la estructura de poder en la comunidad- amenazada por fuerzas (actores,
instituciones y procesos) que no está en condiciones de controlar. Las múltiples formas de protesta,
incluido el linchamiento, pueden ser vistan en consecuencia como “estrategias de poder que enarbolan
una soberanía comunal”174. Probablemente, el sobredimensionamiento de la justicia comunitaria,
traducido muchas veces un una dictadura de la comunidad, sea un poder comunitario creciente que
desafía al poder del Estado. Esta sería la expresión clara de un poder dual: estatal y comunitario.

3. Conclusiones sobre el caso estudiado

El linchamiento resulta un factor importante en procesos violentos de lucha por el poder local y está
articulado a conflictos políticos y sociales de mayor proyección. Aunque el caso de Ayo Ayo genera
una segunda hipótesis (relevante y pertinente) de tipo político: la venganza política y la estrategia de
impunidad; intervienen también otros elementos175: el sentimiento de inseguridad e injusticia, la tensión

169 Cfr. de Carlos M. Vilas, “Linchamientos y lucha política en los andes”, p. 121.
170 Felipe Quispe es dirigente de una de las tendencias más radicalizadas del nacionalismo aymara en Bolivia. Fue

fundador de del Movimiento Indígena Túpac Katari (MITK) y representantes del Movimiento Indígena Pachakuti
(MIP). Es llamado ‘mallku’ que en aymara significa cóndor o autoridad originaria.

171 Actual presidente de Bolivia, en aquel entonces diputado y dirigente campesino
172 Diputado del Movimiento Indígena Pachakuti.
173 Ídem, p. 125.
174 Cfr. de Andrés Guerrero, “Los linchamientos en las comunidades indígenas (Ecuador). ¿La política perversa de una

modernidad marginal?”, pp. 463-89.
175 Cfr. de Carlos M. Vilas, “Linchamientos y lucha política en los andes”, p. 128.



entre diferentes órdenes axiológicos (hipótesis central del presente trabajo), el deterioro social, la
pobreza y la incapacidad o desinterés del Estado en dar respuestas a los reclamos de la población.

a) Incongruencias entre los modelos teóricos y la realidad

Los modelos teóricos construidos por los diversos autores, donde se presentan los principios y valores
de la cosmovisión andina y de la justicia comunitaria, no son congruentes con la realidad efectiva.
Existe una serie de prácticas que han sido desvirtuadas con el paso de los tiempos y con la presencia de
culturas cada vez más híbridas. El movimiento y la dinamicidad producido por la coexistencia de
distintas culturas jurídicas en un espacio físico compartido han llevado a aplicaciones diversas de la
justicia comunitaria. Esta forma de justicia adquiere diferentes tonalidades y matices en las numerosas
comunidades del altiplano boliviano. Si bien todavía conserva algunas prácticas del derecho andino, la
justicia comunitaria es, en realidad, una mezcla de prácticas tanto ancestrales como modernas.

¿Es posible viabilizar la aplicación de la justicia comunitaria? Tal como ha sido planteada es viable
teórica y filosóficamente, sin embargo, se ha demostrado que en la práctica deja mucho que desear.
Como señala Hugo Zemelman, la realidad que enfrentamos, la realidad socio histórica tiene múltiples
significados. No es una realidad clara, inequívoca, con una significación cristalina y a la cual se la
pueda abordar sencillamente construyendo teorías o conceptos. Esto produce un desajuste entre la
teoría y la realidad176. En el caso boliviano, probablemente la justicia comunitaria (correctamente
entendida y aplicada) podría ser el punto de encuentro, el tercero incluido, no solamente para salvar el
desfase entre los modelos teóricos de justicia (occidental y andino) y su aplicación práctica; sino para
resolver el desajuste cultural que deja un vacío de justicia en las comunidades contemporáneas del
altiplano. Desajuste que no impide que continúe intacta la aspiración universal de justicia.

El ritmo de la realidad no es el ritmo de la construcción conceptual. Los conceptos se construyen a un
ritmo más lento que los cambios que se dan en la realidad. Este problema tiene consecuencias
profundas, porque en la medida en que no lo resolvemos, podemos incurrir en discursos y enunciados,
o manejar ideas, que pudiendo tener una significación en términos de la bibliografía o, de manera más
amplia, en el marco del conocimiento acumulado, no tengan necesariamente un significado real para el
momento en que se construye el conocimiento177. Entonces, más allá de las grandes apuestas teóricas
que existen en torno a la superioridad de la justicia occidental o a las grandezas de la cosmovisión y
forma de vida andina; en la realidad práctica la justicia comunitaria podría correr el riesgo de
convertirse en una serie de linchamientos y delitos comunes que permanezcan impunes y en una
estrategia política para ‘ajusticiar’ a quienes no compartan determinadas posiciones políticas o
proyectos de poder.

Sin embargo, no hay que negar que aún existen muchos prejuicios de los bolivianos urbanos que tienen
que mirarse críticamente y ser desmontados. Por ejemplo, el concepto de linchamiento pertenece al
sistema jurídico anglosajón, en uno de sus subsistemas. Los linchamientos suceden en muchas
sociedades cuando no existe una autoridad o un Estado de derecho que funcione. El linchamiento es
una señal de que el sistema jurídico vigente no está en funcionamiento y entonces la gente, en su
desesperación, toma la justicia por sus manos. “En el caso boliviano, aparecen los linchamientos
porque el sistema jurídico boliviano no funciona, porque el Estado mismo es un simulacro estatal y no
un Estado de verdad”, afirma Javier Medina178.

176 Véase de Hugo Zemelman Merino, Pensar teórico y pensar epistémico: los retos de las ciencias sociales
latinoamericanas, pp. 1-8.

177 Ídem, pp. 9-16.
178 Javier Medina es filósofo y especialista en la temática de pensamiento, religión y filosofía andina. Entrevista

realizada el 12 de abril de 2011.



A pesar de los diferentes intentos de homogeneización cultural, aún en las urbes de nuestro país es
posible todavía encontrar niveles de cohesión y relacionamiento social distintos a los establecidos y
enmarcados por el Estado y la cultura dominante. Sin embargo, los procesos migratorios a las ciudades
y el posterior establecimiento en los cinturones marginales generan procesos de disociación y violencia
cultural respecto a los migrantes, puesto que las dimensiones de choque cultural son grandes en
relación a las formas de vida y costumbres arraigadas que traen consigo179. Es importante tomar en
cuenta, más allá del Estado ausente, a la cultura sobreviviente.

Como señala Javier Medina, en el nivel académico es siempre importante ser consciente de los
supuestos de los conceptos. Siempre usamos conceptos, supuestos o visiones. En el pensamiento
ordinario, no tenemos en cuenta cuáles son nuestros supuestos, pero académicamente es importante
cobrar lucidez. Entonces, serán evidentes los prejuicios sociales, los malentendidos culturales y los
desencuentros entre sistemas diferentes. Cuando se comprende esto, se tiene mucha más claridad para
reflexionar. En este sentido, hay que tener presente que el concepto de ‘justicia comunitaria’ es
confuso, y lo es intencionalmente. Dentro de este concepto cabe todo lo que es barbarie y salvajismo,
aunque la realidad de este tipo de justicia no necesariamente se presente de esa manera.

El sistema jurídico indígena funciona cuando es orgánico a su sistema político, es decir, a su sistema de
autoridades. Si en un determinado lugar (como sucedió en Ayo Ayo) ya no funciona el sistema propio
de autoridades indígenas, hay que sospechar de que ahí no hay justicia indígena, ni ningún tipo de
justicia. En esos casos, los bandidos, criminales y algunos políticos, utilizarán el concepto de justicia
comunitaria a su antojo. La justicia aymara sólo funciona donde hay ayllu, es decir, un sistema de
autoridades originarias. Si este sistema no existe, no se puede hablar de sistema jurídico indígena.

Habrá vestigios más pequeños de la justicia comunitaria donde existen sindicatos agrarios -que son una
forma de organización campesina, con resabios y muchos elementos de la lógica de las autoridades
indígenas, pero también con elementos del sistema occidental-. Lo que existe entonces en Ayo Ayo es
un desorden conceptual y práctico. No es evidente la presencia del ayllu, no existen autoridades
elegidas por la comunidad (según sus costumbres) y por lo tanto no se puede hallar un sistema jurídico
indígena. Lo que sí existe y es claramente evidente, es el pésimo sistema jurídico occidental, que no
funciona.

Así, para evitar que continúen los linchamientos y la tergiversación en el manejo que se ha dado de la
justicia comunitaria, sobre todo en las ciudades capitales –pero también en las áreas periurbanas y
rurales-, se ha sustituido teóricamente el término de ‘justicia comunitaria’ por el de ‘justicia indígena
originaria campesina’, afirma la diputada del Movimiento al Socialismo, Marianela Paco180. A
diferencia de sus malas interpretaciones, la justicia comunitaria persigue valores importantes como:
cuidar de la humanidad, forjar la personalidad del comunario, proteger a la familia y defender la
integridad física de los miembros de la comunidad. Sólo en casos extremos se procede al ostracismo o
desalojo de la comunidad de una persona. Y, aún así se comunica a las otras comunidades dicha
persona tiene un comportamiento determinado que no es aceptado en la comunidad.
Víctor Hugo Cárdenas, ex vicepresidente del Estado, afirma que la mayor parte de los casos que han
sido muy publicitados y denominados como justicia comunitaria no lo son y que más bien significan la
manipulación de sistemas jurídicos indígenas en función de proyectos políticos de poder, de agresión
política, de venganza y de represalia política e incluso de venganzas personales. En los pueblos

179 Véase del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (1999), Justicia comunitaria IV: Las zonas urbano marginales
de La Paz y Cochabamba, p. 55.

180 Marianela Paco es diputada de la bancada del Movimiento al Socialismo (MAS) en la Asamblea Legislativa
Plurinacional y fue presidenta de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados el año 2010.
Entrevista realizada el 1 de junio de 2011.



indígenas y campesinos los conflictos son permanentes, y con el arribo al poder del Movimiento al
Socialismo, los actores de estos conflictos parecen sentirse protegidos para tomar la justicia con sus
propias manos. Entonces, se continúa disfrazando estas venganzas y represalias bajo la etiqueta de
justicia comunitaria.

Waldo Albarracín señala que la justicia comunitaria, practicada sobre la base de los parámetros
establecidos en la Constitución, en las normas internacionales y en la propia Ley de Deslinde
Jurisdiccional, no tiene por qué distorsionarse. Es importante aclarar que las prácticas anómalas de
linchamiento que se han dado en diferentes comunidades no tienen nada que ver con la justicia
comunitaria. Se trata de simples asesinatos que se dan al calor de una indignación de colectivos
humanos que al verse impotentes por la ausencia del Estado y la inseguridad ciudadana frente al delito,
terminan haciendo justicia por su propia mano. Pero, fácticamente no hacen justicia, simplemente
aplican una vendetta o reaccionan de manera irracional contra una persona presuntamente involucrada
en determinado delito. Es importante comprender que el delito no se combate con otros delitos.

Esta constante confusión que lleva a considerar a los linchamientos como parte de la aplicación de
justicia comunitaria puede evitarse. Víctor Hugo Cárdenas afirma que, en primer lugar, hay que hacer
una descripción detallada de la normatividad indígena, es decir comprender cómo funciona. Viendo ese
corpus habría que analizar qué aspectos positivos y problemáticos tiene. Hay que desarrollar un proceso
pedagógico para fortalecer las virtudes de ese sistema normativo y tratar de analizar y superar los
defectos y las limitaciones del mismo. Pero previamente, se debe hacer un trabajo de investigación
cuidadoso y descriptivo, que nos permita tener un corpus suficiente para ser analizado y cuestionado.

Waldo Albarracín señala que es primordial contar con una adecuada información y orientación a la
ciudadanía (lo que no se ha dado). Si bien se ha reivindicado este sistema incorporándolo en la
Constitución, no se ha trabajado en la socialización de la norma, de la propia Constitución y de la Ley
de Deslinde Jurisdiccional. Es importante desplegar una agresiva tarea informativa y dar lugar a debates
jurídicos, filosóficos y políticos sobre el tema. Por otro lado, en el ámbito penal, no se debe dejar en la
impunidad cualquier actitud de linchamiento. Debe quedar el antecedente de que la justicia comunitaria
no tiene nada que ver con esta forma tan atropelladora de vulnerar derechos a través del linchamiento.

b) La ausencia del Estado en Ayo Ayo

Desde la perspectiva urbana, la localidad de Ayo Ayo es vista como una comunidad indígena, donde
todavía persisten y se practican los usos y costumbres de la cultura aymara. Y si bien Ayo Ayo fue la
cuna de Túpac Katari y del temible Zárate Willca, actualmente, en esta localidad no existe ningún tipo
de organización política indígena. Ayo Ayo es entonces un municipio, con autoridades que
corresponden al ordenamiento jurídico-político estatal occidental. Como en esta localidad no existe el
ayllu, definitivamente no se puede hablar de una aplicación de justicia comunitaria en su sentido
estricto. Las prácticas políticas y jurídicas, occidentales e indígenas, aparecen entremezcladas en una
población compuesta por aymaras y por personas que no lo son.

Así como en Ayo Ayo no existe el ayllu, es innegable que tampoco el Estado está presente (a pesar de
su existencia formal). Así, en muchas comunidades el Estado no ejerce legalidad ni legitimidad. De esta
forma, la práctica de la ‘justicia comunitaria’ sucede, por un lado, en un intento de subsanar esta
ausencia del Estado y mantener el ideal de la justicia, y por el otro, como justificativo para llevar
adelante venganzas políticas y adquirir poder político. Mientras la justicia ordinaria no alcance estos
espacios recónditos, seguirán sucediendo estos hechos de violencia, siendo los protagonistas tanto
pobladores (en su búsqueda continua de justicia), como actores políticos cuyo fin último es el poder.



Tenemos un Estado que aparenta ser Estado, una justicia ordinaria que aparenta que funciona, pero a
efectos prácticos no funciona. Entonces, en realidad, lo que se conoce como “los linchamientos de los
indios” sucede en estos lugares porque no llega el Estado ni el sistema jurídico. Y si llega (como
sucedió en Ayo Ayo), llega de modo aberrante, corrupto, para sacar dinero (con muchos abogados), es
decir, no llega el sistema propiamente dicho. Entonces, eso es un síntoma del no funcionamiento del
Estado-nación boliviano, o el Estado plurinacional, que son sólo palabras, porque en el fondo no ha
cambiado nada.

El alcalde Benjamín Altamirano fue linchado y asesinado por dos razones principales: 1) la ausencia
del Estado de derecho occidental y la ausencia del sistema jurídico aymara en la localidad; y 2) por el
libre uso que se hace del argumento de la ‘justicia comunitaria’ como medio de venganza y represalia
política. No se trata de aplicación de justicia comunitaria (vale la pena reiterarlo). Pero lo que es más
que evidente es el pésimo y funesto funcionamiento de la justicia ordinaria, cuyo alcance se limita a las
ciudades capitales, perdiendo efectividad en problemas que sobrepasan los límites urbanos.

No obstante, las malas interpretaciones y las distorsiones se dan tanto en las comunidades como en las
ciudades, muchas de ellas debido a la migración y al encuentro de culturas. El aymara al trasladarse a la
ciudad traslada, a su vez, su horizonte simbólico, transformando algunas concepciones clave de su
cultura, adecuándolas al nuevo contexto. La adaptación de costumbres originarias a la vida citadina
revela una capacidad dinámica de recreación de circunstancias sociales que permite a los migrantes
respuestas a la soledad y a los retos de la migración y vitalidad para mantener los lazos de
relacionamiento con las comunidades de origen.

En el mundo urbano, el barrio es importante en la socialización de las personas, es el espacio donde el
intercambio cultural se efectúa constantemente a través del desarrollo de la vida cotidiana y de actos
ceremoniales familiares y colectivos, como las fiestas patronales, los campeonatos de fútbol y las ferias
comerciales. El barrio sintetiza, en lo cotidiano, numerosas manifestaciones de los mundos rural y
urbano según la procedencia de los habitantes. En los barrios alteños, por ejemplo, se fragua
constantemente una noción vecinal que incluye visiones sincréticas de participación social según los
códigos urbanos y rurales. En el caso de los migrantes, en el barrio se enlazan las antiguas relaciones de
los lugares de procedencia, las de parentesco y las nuevas relaciones de vecindad y trabajo181.

Los migrantes, cultura superviviente, han conseguido permearse a lo macrosocial de la urbe,
reservándose, al mismo tiempo, un espacio mínimo de recreación circunscrito a su barrio o vecindad. Si
el choque cultural provoca conflictos de diversa índole y naturaleza, que lesionan las más elementales
normas de convivencia en estos grupos humanos, se hace legítimo y necesario que los mismos recreen
sus instituciones de regulación social, aunque estas asuman formas no tradicionales. Las culturas
sobreviven, apropiándose de pautas culturales ajenas, pero confiriéndoles otro significado, el suyo
propio. Muchas prácticas de protección vecinal se han legitimado no a partir de idearios políticos ni
religiosos, sino por el arraigo de una memoria larga, histórica.

Así, el sistema de investigación, solución y sanción de los conflictos, está mediado por mecanismos
propios y enraizados en un pasado étnico muy claro, aunque todo este sistema se transmute en códigos
y formalidades occidentales. La ausencia de organismos estatales oficiales parece ser uno de los
motivos de la fuerte presencia de la Junta Vecinal en la solución de los conflictos. Esta ausencia de lo
oficial en la vida cotidiana del grupo tiende a ser asumida como relativa por la fuerte raigambre

181 Véase del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (1999), Justicia comunitaria IV: Las zonas urbano marginales
de La Paz y Cochabamba, p. 20, 56.



comunitaria que portan los vecinos. Estos, en algunas situaciones, por muy “mala suerte” se atreven a
hacer justicia (ajusticiar) con su propia mano, pues la policía no hace cumplir sus sanciones182.

4. ¿Es posible unir la justicia comunitaria y la justicia ordinaria?

Como afirma Javier Medina, lo primero que hay que tener en cuenta es que el sistema jurídico indígena
y el sistema jurídico occidental son diferentes. No se puede usar los conceptos del sistema occidental
para el sistema andino. Si no existe claridad sobre esta grande distinción, la tentación es aplicar lo
occidental a lo indígena, así la aplicación se distorsiona, no se comprende y no es útil. Luego, es
fundamental analizar las posibilidades de complementación entre justicia ordinaria y justicia
comunitaria bajo la lógica occidental y bajo la visión indígena.

a) Posibilidades de complementación bajo la lógica occidental

El pensamiento occidental, con su principio de identidad, señala que sólo puede existir uno y ese uno es
universal, no puede existir una energía antagónica. Entonces, si la justicia occidental rige el
comportamiento humano, sólo esta tiene validez universal y la justicia comunitaria (contrapuesta) no
puede existir. Asimismo, el principio de no contradicción señala que una proposición no puede ser
verdadera y falsa a la vez, por lo tanto sólo la justicia occidental tiene la verdad y la justicia
comunitaria no la tiene. Tampoco podría existir un tercer término (principio de tercero incluido), es
decir, justicia occidental y justicia comunitaria no pueden formar parte de un nuevo modelo
complementario de justicia (bajo la visión occidental).

¿Puede un delito ser juzgado por los dos sistemas jurídicos? Waldo Albarracín afirma que existe un
principio jurídico que establece la imposibilidad de procesar a una persona dos veces por una misma
causa. En ese sentido, la Ley de Deslinde Jurisdiccional señala expresamente cuáles son los límites de
la jurisdicción indígena originaria campesina y además se ha dejado claramente en la misma
Constitución las competencias por razones de materia, de persona y de ámbito territorial. Entonces, al
estar definida claramente la jurisdicción y competencia de ambos sistemas no tiene por qué haber
confusión alguna.

Fundamentalmente, añade Waldo Albarracín, la justicia comunitaria se basa en el respeto a la
cosmovisión, cultura, usos, costumbres y creencias de los pueblos indígenas. A la luz de la propia
Constitución Política del Estado, se reivindica el derecho de esos pueblos a existir libremente, a que se
respete su idiosincrasia y su forma de ser. La Constitución reconoce la jurisdicción indígena originaria
campesina como una forma de consolidar la justicia sobre un conjunto de controversias y problemas
que se presentan en las comunidades y que siempre fueron resueltos sobre la base de los usos,
costumbres y parámetros morales y éticos que tiene la comunidad. Existe así un sustento doctrinal,
ideológico y jurídico a partir de su homologación expresa en la Constitución como un sistema en
igualdad de condiciones que la jurisdicción ordinaria.

Existe mucha controversia respecto a la existencia de casos particulares conocidos y justificados como
aplicación de justicia comunitaria, que violan los derechos humanos, cometiéndose así más injusticia:
asesinatos, linchamientos, flagelación, azotainas, etc. Al respecto Waldo Albarracín afirma que los
procedimientos de la justicia comunitaria respetan y deben respetar los derechos humanos, porque así
lo impone la propia Constitución, que establece que la jurisdicción indígena originario campesina debe

182 Cfr. del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (1999), Justicia comunitaria IV: Las zonas urbano marginales de
La Paz y Cochabamba, p. 68-70.



materializarse en el marco del respeto a las garantías constitucionales. De alguna manera, entonces, la
justicia indígena queda supeditada a la justicia occidental, más allá de las regulaciones necesarias
pertinentes a los derechos del hombre.

Víctor Hugo Cárdenas señala que, en la mayoría de los casos, la justicia comunitaria respeta los
derechos humanos, pero que también existen casos donde hay una evidente infracción a los derechos
humanos. Por ejemplo, ante ciertos delitos, como una cosa común y cotidiana se aplica el flagelamiento
público. Entonces, un sistema normativo basado en los derechos humanos no debería aceptarlo. Ese
aspecto y otros deberían ser modificados en la normatividad de los pueblos indígenas. Otro aspecto
negativo es, por ejemplo, la subvaloración de la mujer, que en muchas comunidades es apedreada y
flagelada por distintas causas, recibiendo un trato desigual en relación al varón (por ejemplo, en casos
de infidelidad o adulterio).

b) Según la visión andina

La justicia comunitaria se acopla a la realidad del momento, camina a la par del correr del tiempo. No
es un código poseedor de normas estables y eternas, el derecho comunitario de ayer no es el mismo de
hoy, porque está en permanente transición y transformación, ligado a una comunidad con un proceso
histórico, que vive su realidad y que no pertenece a la pre-historia. Como rasgos propios, la justicia
comunitaria dispone de un conjunto de normas morales no codificadas, pero reconocidas y practicadas
por una colectividad y aplicadas para vincular más al sujeto con la sociedad antes que segregarlo183.

Víctor Hugo Cárdenas184 afirma que la justicia comunitaria es un conjunto de principios, criterios,
valores y procedimientos propios de una pluralidad de pueblos indígenas. No existe una justicia
comunitaria sino una pluralidad de principios, criterios, procedimientos y valores jurídicos en los
pueblos indígenas. Sin embargo, es mejor hablar de derecho indígena, más que de justicia comunitaria,
porque existe una carga etno-céntrica y paternalista en este concepto185. Es mejor hablar de derecho
comunitario, derecho indígena o sistema jurídico indígena.

La justicia comunitaria no es un modelo ideológico o político, afirma Javier Medina, sino una forma de
buscar el equilibrio en la sociedad a través de prácticas muy concretas, de las cuales ninguna pretende
ser universal y válida para todas partes (a diferencia del sistema jurídico occidental, tendiente a
generalizar y universalizar)186. La justicia comunitaria, en cada lugar y momento tendrá formas propias.
Por lo tanto, es un error querer sistematizarla en algo general. Asimismo, el sistema jurídico andino es
sobre todo práctico y busca resolver situaciones concretas. Los indígenas no tienden a teorizar cosas,
sino a convertirlas en ritos.

183 Véase del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (1999), Justicia comunitaria IV: Las zonas urbano marginales
de La Paz y Cochabamba, p. 33.

184 Víctor Hugo Cárdenas fue vicepresidente de la república. El año 2010 tomaron su casa en Sank’ajawira, a nombre
de la justicia comunitaria. Sin embargo, posteriormente se evidenció que tal suceso fue una forma de represalia
política, contra él y su familia, debido a que había participado en la campaña por el ‘no’ a la nueva Constitución
Política del Estado. Entrevista realizada el 11 de agosto de 2011.

185 En opinión del ex vicepresidente, hablar de ‘justicia comunitaria’ es como decir que los indígenas tendrían artesanía
y no arte, superstición y no religión. Reducir esta forma de justicia a ‘derecho consuetudinario’ y ‘justicia
comunitaria’ sería utilizar un lenguaje paternalista y discriminatorio.

186 Existe un debate extenso en relación a la pretensión de universalidad de los valores del mundo andino. Algunos
teóricos afirman que dichos valores no pretenden ni deben ser universales, porque responden solamente a
realidades particulares; otros señalan que sí existen pretensiones de universalidad y que el mundo entero debería
incorporar esta diversidad de formas de vida.



Es primordial, según la visión andina, el equilibrio entre fuerzas opuestas y complementarias. Entonces,
la justicia occidental y la justicia comunitaria no pueden subsistir por sí mismas, se necesitan la una de
la otra (con todas sus oposiciones) para permanecer, no se excluyen. De este equilibrio nace la
complementariedad de opuestos. Ambas formas de justicia, unidas y preservando sus características,
hacen la plenitud, la relación complementaria. Esta complementariedad podría darse en un tercero
contradictorio que las incluye sin hacerlas desaparecer: el nuevo modelo jurídico andino-occidental. Un
modelo que supere a la justicia comunitaria, que actualmente, comprende una la mezcla de vicios y
falencias de la justicia indígena y la justicia occidental.

Waldo Albarracín afirma que no debe confundirse la necesidad de aplicar acciones de coordinación y
cooperación mutua entre los dos sistemas, con la subordinación de un sistema al otro. Es decir, la
jurisdicción indígena originaria campesina no tiene por qué estar subordinada a la jurisdicción ordinaria
y viceversa. Ninguna es mejor ni peor que la otra. Son dos sistemas distintos, uno que existe desde
antes de la llegada de los españoles al territorio de América y la otra que existe a partir de la fundación
de la república. Podríamos decir que la jurisdicción estatal ordinaria es incluso más joven o menos
antigua que la jurisdicción indígena. Pero más allá de los datos de orden cronológico, lo que debe
quedar claro es que ambas deben respetarse mutuamente y en ningún momento extrapolarse, en el
sentido de que una sea incompatible o sea opuesta a la otra.

Es importante el diálogo entre ambos sistemas jurídicos, el cual perfilará ciertos beneficios y conflictos
dentro de la complementación. Como menciona Víctor Hugo Cárdenas, a nivel de beneficios, en primer
lugar, sería importante la ampliación de la normatividad. El sistema jurídico moderno contemporáneo
no tiene en su aplicación un alcance general a todas las zonas del país y, el Estado mismo no tiene una
presencia efectiva material en los rincones más alejados del país. Por lo tanto, su complementación con
el sistema jurídico indígena ampliaría la presencia del sistema normativo. En segundo lugar, sería
beneficioso lograr la concreción del viejo principio llamado pluralismo jurídico. Hoy ya no es posible
aplicar un solo sistema normativo, existen diversos sistemas normativos y hay que ver cómo se van
complementando. En tercer lugar, la complementación daría lugar a la construcción de un proceso
mutuo de enriquecimiento entre el sistema jurídico indígena y el sistema jurídico nacional.

Asimismo, no se puede dejar de reconocer que, entre sus virtudes, la justicia comunitaria cumple con
una función eminentemente práctica al descongestionar en gran medida los servicios de atención a la
sociedad por parte del aparato judicial, que carece crónicamente del número adecuado de agentes
institucionales para el cumplimiento eficiente de sus funciones. Una característica muy importante de la
justicia comunitaria es que no hay dilaciones entre los hechos y las resoluciones, dado que los
procedimientos tienen una alta celeridad (rapidez). Los problemas se resuelven en cuestión de días o
semanas187. La justicia comunitaria resulta ser más económica, ágil y efectiva, menos burocrática y
desgastante. Así, la necesidad de complementación es necesaria y urgente.

A nivel de conflictos y problemas, el primer gran problema sería la ideologización del sistema jurídico
indígena. Al no ser estudiado y al no ser muy conocido predominan criterios ideológicos, como la
creencia de que el sistema jurídico indígena es infalible en comparación al sistema jurídico nacional. El
segundo problema, que no es menor, es que el sistema jurídico indígena tiene mucho que aprender del
sistema jurídico ordinario, la flagelación pública no es justificable a estas alturas, tampoco la pena de

187 Cfr. del Ministerio de Justicia y derechos humanos (1999), Justicia comunitaria I: Los aymaras de Machaca, pp. 66-
7, 71. y Justicia comunitaria IV: Las zonas urbano marginales de La Paz y Cochabamba, p. 82. Otra razón
fundamental que lleva a la aplicación de justicia comunitaria es la desconfianza en las instituciones oficiales. La
cualidad punitiva de la justicia oficial crea un temor sobredimensionado que actúa en el pensamiento colectivo a
favor de una administración de justicia por parte de la comunidad (en comunidades indígenas que conservan su
organización política) y de la Junta Vecinal (en zonas periurbanas donde el Estado es ausente).



muerte188. En muchos casos las autoridades comunitarias encargadas de la aplicación de estas sanciones
extremas son conscientes de que pueden tener problemas con la justicia ordinaria si llega a saberse de
las mismas, por lo que son renuentes a informar al respecto, no obstante parece ser que su incidencia es
realmente mínima y se recurre a las mismas en casos verdaderamente extremos y con poca frecuencia.

El tercer problema, radica en que la justicia comunitaria no es reconocida por las autoridades formales
(a pesar de estar escrito en la Constitución y en la ley) y, como los fallos sólo son válidos en la
comunidad, perjudican al fortalecimiento y generalización de la justicia comunitaria. Sin embargo,
también el sistema jurídico ordinario debería aprender mucho del sistema jurídico indígena, que tiene
como uno de sus principios, no la sanción sino más bien la compensación del daño. Entonces, puede
haber un mutuo enriquecimiento.

Víctor Hugo Cárdenas afirma que es una necesidad que ambos sistemas jurídicos se complementen,
pero tal vez no al mismo nivel, como expresa la actual Constitución. El sistema indígena debería ser
una especie de instancia de primer nivel y la justicia ordinaria un segundo nivel, incluso en la
aplicación del principio de apelación –principio, por defecto y error, no reconocido en la Constitución
actual-. Evidentemente, en relación a esta afirmación existen distintos criterios: aquellos que plantean
una igual jerarquía y no una yuxtaposición entre sistemas jurídicos, los que afirman que es necesaria la
supeditación de un sistema al otro y quienes consideran que no es útil ni necesaria la complementación.

Es necesario, pertinente, relevante y desafiante pensar un nuevo modelo de justicia. Evidentemente, no
podemos recaer en los errores de la intolerancia del pasado (errores que trajo consigo la modernidad).
No se trata de la lucha maniquea entre dos formas de justicia, donde debe imponerse la mejor, sino de
la complementación de ambas, donde las fallas y defectos de una puedan ser complementados y
resueltos por las virtudes y aciertos de la otra. La complementación de opuestos, principio propio de la
cosmovisión andina, responde precisamente a esa necesidad de equilibrio entre dos realidades
completamente opuestas, pero que materialmente se necesitan la una de la otra para poder existir.

No es posible ni apropiado codificar la justicia comunitaria en el marco de la justicia ordinaria, pero sí
compatibilizar ambos sistemas. La justicia comunitaria cuenta con una normatividad basada en
costumbres ancestrales (aunque con muchas variaciones) y ha coexistido con el sistema formal de
justicia a lo largo de la historia de Bolivia. Ambos sistemas podrían confluir en una misma dirección,
pero no es conveniente pretender la absorción ni subordinación de la justicia comunitaria por parte de la
justicia ordinaria (oficial)189. En el momento actual, de coexistencia de ambos sistemas, se pueden
establecer áreas donde operen habitualmente cada uno de ellos.

c) Relevancia de los valores particulares de la justicia comunitaria

Con varias denominaciones y en transformación, la justicia indígena ha existido desde antes de la
fundación de la república; y persiste hoy dentro del contexto del Estado ‘plurinacional’ en distintas
prácticas contemporáneas, muchas desvirtuadas. Sin embargo, esta forma ancestral de justicia

188 Véase del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (1999), Justicia comunitaria I: Los aymaras de Machaca, p.
67. Es cierto que no existe una normatividad precisa drástica en todos los casos similares, así por ejemplo, en
algunas comunidades se conforman con someter al homicida al escarnio público y azotarlo.

189 Véase del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (1999), Justicia comunitaria I: Los aymaras de Machaca, p.
72, 75. Discrepo con el planteamiento del texto cuando se afirma que no es admisible la existencia dual de dos
derechos paralelos con niveles equivalentes de potestad. La dualidad es parte de la vida andina, es necesaria e
innegable para producir complementariedad. Paradójicamente, negar la dualidad significaría caer en un
maniqueísmo inevitable.



(correctamente comprendida y aplicada) aún preserva sus valores particulares (que se corresponden con
los principios de la cosmovisión andina), que nos conducen a reconocer la existencia de prácticas que
deben repensarse y de realidades innegables que debemos reconocer para poder tener la capacidad de
cambiarlas.

En función a los principios de la concepción andina del mundo (la relación múltiple, correspondencia,
reciprocidad, complementariedad de opuestos, el equilibrio, tercero incluido y la no-contradicción) la
justicia comunitaria posee valores, derivados del derecho andino, pertinentes a su contexto190 y
particulares de aquellas comunidades andinas -que aún conservan su organización política indígena- y
difíciles (desde la perspectiva moderna que contrapone y excluye) de universalizar, reemplazar o
complementar a los valores occidentales. Se trata de cinco valores fundamentales para el retorno de la
paz y la armonía entre los miembros de la comunidad:

o El arrepentimiento del culpable
o La reconciliación
o El equilibrio cósmico
o La reparación del daño causado
o La restauración

Evidentemente, desde otras visiones –como el pensamiento andino, la propuesta de la interculturalidad
y algunas tendencias que intentan conciliar las distintas formas de pensamiento-, los valores andinos
pueden llegar a poseer carácter universal. Según Waldo Albarracín los valores y principios de la justicia
comunitaria no son excluyentes. Por ejemplo, los valores de honradez, transparencia y justicia, no
tienen por qué ser patrimonio exclusivo de un ámbito, por lo tanto se debería intentar universalizarlo no
desde el punto de vista del sometimiento de un sistema al otro, sino de advertir sus bondades, que son
aplicables en diferentes ámbitos.

Muchos estudios especializados y concentrados en el pensamiento y las prácticas andinas tienden,
creyendo ingenuamente en la apología del buen salvaje, a idealizar lo indígena y presentarlo como
modelo y paradigma perfecto. Tal vez la civilización indígena pueda ser superior a la occidental –hasta
ahora parece haberlo demostrado fácticamente191-, pero no por ello es perfecta o ideal. Tal vez la
justicia andina pueda ser superior a la justicia occidental, pero no por ello infalible. En este sentido y si
el fin último de la justicia comunitaria es hacer justicia como tal, siempre es sano y necesario presentar
una crítica hacia aquellas prácticas que no necesariamente van encaminadas a dicho fin.

Ayo Ayo nos devela y nos permite analizar, reflexionar y pensar en torno tres realidades innegables: 1)
la extinción de la organización política indígena (ayllu) en muchas comunidades contemporáneas del
altiplano boliviano; 2) la existencia de una organización política y jurídica híbrida, que mezcla criterios
y elementos andinos y occidentales produciendo confusión u desorden ; y 3) la ausencia del Estado en
determinadas localidades, que conduce en muchos casos, al desencadenamiento de la irracionalidad de
las masas y la violencia subalterna a intereses más políticos que a puras aspiraciones de justicia.

Justicia comunitaria es una palabra, que sobre todo en los últimos años, la opinión pública ha utilizado
para referirse a ciertas prácticas ‘salvajes’ de los indios. Entonces, se ha formado en Bolivia un

190 Véase del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (1999), Justicia comunitaria I: Los aymaras de Machaca, p. 8.
191 Tomando en cuenta que la civilización occidental y la racionalidad moderna han llevado paulatinamente a la

destrucción del mundo de la vida. Los resultados de considerar como verdad única a esta forma de racionalidad
son evidentes. Materialmente nos encontramos frente a la destrucción sistemática de la naturaleza (considerada
como simple objeto); y en relación al pensamiento –influenciado claramente por el postmodernismo-, evidenciamos
vidas carentes de sentido y significado, con actitudes intolerantes y reduccionistas, reflexiones relativistas, y
abstracciones simples y superficiales de la realidad.



concepto ‘justicia comunitaria’, de algo que es anecdótico, circunstancial y mirado externamente. Así,
aparentemente nadie hace el intento de entender qué existe más allá de aquello que se quiere mostrar
con tales interpretaciones de este concepto. Normalmente, la justicia comunitaria tiene un sentido
peyorativo. Sin embargo, tenemos que despojarnos de este concepto estereotipado que no es analítico y
comprender lo que realmente significa y devela (que ya antes fue esbozado y explicado).

Avanzar en un estudio serio de la justicia comunitaria, implica a futuro investigar y conocer cómo
funciona el sistema más grande –el derecho andino-, dentro del cual, esta forma de justicia implicaría
casos más concretos en comunidades particulares. Si bien la justicia comunitaria tiene valores que
difícilmente podrían ser aprehendidos por la justicia occidental, por su distinta matriz cultural que
tiende a contraponer y no a incluir, lo que en cierta medida corrobora la hipótesis del presente trabajo -
fuera de la propuesta del modelo complementario de justicia-; adquiere relevancia fundamental los
cinco valores de contenido social (en primera instancia) y político (en segunda instancia) que nos ha
presentado la justicia indígena y la justicia comunitaria correctamente aplicada. El arrepentimiento del
culpable, la reconciliación, el equilibrio cósmico, la restauración y la reparación del daño, son valores
que expresan la necesidad de complementación entre sistemas jurídicos; no solo porque superan el
énfasis en la culpa y la acción orientada al castigo, sino porque son necesarios para producción y la
reproducción de la vida.



CONCLUSIONES

 La justicia es un valor universal con distintas expresiones particulares. Toda comunidad y
sociedad, con su cosmovisión y su forma de vida, aspira a la justicia. La expresión clara de esta
aspiración es la existencia de distintos constructos jurídicos, como el occidental (justicia
ordinaria) y el andino (derecho andino), además de situaciones en las que se presenta una
combinación de ambos. Cada sistema jurídico, siendo obra humana, tiene vicios y falencias, sin
embargo, ambos persiguen el mismo fin: hacer justicia.

 Es necesario y pertinente, a nivel teórico y práctico, superar las visiones maniqueas y conflictivas
que reducen el problema de la justicia comunitaria a prácticas salvajes o que exaltan
excesivamente la perfección de lo andino. Por lo tanto, es preciso construir espacios para un
diálogo abierto y franco entre civilizaciones, solamente así se podrá construir proyectos de vida
distintos y transformadores para Bolivia. Comprender que el diálogo sincero es una inter-fase
para lograr construir una verdadera justicia es importante.

 Es fundamental establecer claramente los límites territoriales de la justicia ordinaria y de la
justicia comunitaria, sólo así se podrá conseguir una complementación casi perfecta y evitar la
exclusión o la lucha de competencias entre ambas. La coexistencia de las formas occidental y
andina de justicia es inevitable y, al mismo tiempo, garantiza la aplicación efectiva de justicia, de
diferentes formas para diferentes culturas. Por ello, deben crearse las condiciones para su
existencia y aplicación práctica.

 A nivel teórico la justicia comunitaria y la justicia ordinaria tienden a aparentar perfección, sin
embargo, las prácticas cotidianas de ambas formas de justicia demuestran claramente que no se
trata de valorar una u otra forma de justicia sino de interpelar a la naturaleza humana. El ser
humano es dual, occidental o indígena. En él existe maravilla, pero también egoísmo, corrupción
y maldad. La forma occidental y la forma comunitaria de justicia develan esta naturaleza humana,
imperfecta y con necesidad de complementarse.

 Existen posiciones que afirman que los valores de la justicia comunitaria son particulares de la
misma y que difícilmente pueden ser relevantes para la justicia occidental. Pero, también existen
visiones que permiten esta complementación y no la consideran excluyente. De todas formas, más
allá de estas divergencias la posibilidad de integrar ambas formas de justicia está abierta y podrá
ser mejor debatida y entendida en el diálogo de civilizaciones, escuchando a lo occidental y a la
indianidad.

 Es realista y lamentable reconocer que es común el uso político (en el más bajo sentido de la
palabra) tanto de la justicia comunitaria como de la justicia ordinaria. Es interesante y a la vez
indignante observar como ambas formas de justicia terminan, en muchos casos, siendo cobijo de
la impunidad y los proyectos políticos y partidarios. Estos proyectos terminan por deformar
cualquier buena intención y orientación que se quiera dar a la justicia (comunitaria u ordinaria).

 El sentido real de la justicia andina se ha deformado con el transcurso del tiempo. Quedan pocos
vestigios de lo que alguna vez fue la justicia ancestral y la justicia comunitaria que hoy impera en
las comunidades contemporáneas del altiplano boliviano es híbrida y distinta, combina tradiciones



ancestrales, con prácticas occidentales, con actos criminales y con expresiones de oportunismo
político. Actualmente, no se puede hablar de la existencia de formas puras de justicia indígena, tal
vez sí en la teoría, pero de ninguna forma en sentido real y práctico.

 La justicia comunitaria no es linchamiento, no es asesinato. Es inusual y es un defecto de ciertas
prácticas comunitarias incurrir en linchamientos y asesinatos. Los castigos más fuertes son el
destierro, la azotaina y algunas formas particulares de flagelación (castigos que tienen sus
variaciones en las distintas comunidades). Sin embargo, en los casos estudiados, tanto el asesinato
(en sus diferentes formas) como el linchamiento, terminan aparentando ser hechos comunitarios,
producto de decisiones comunitarias.

 La máxima pena que impone el derecho andino es la pena de muerte, sin embargo, esta se aplica
solamente para faltas muy graves y siempre después de una larga deliberación y de la
comprobación de la culpabilidad del acusado por parte de las autoridades comunales. No es una
decisión rápida ni al calor de las masas enfurecidas. La justicia comunitaria, ha sido emboscada
por una degeneración de esta pena, la cual es aplicada sin deliberaciones previas y sin que exista
la posibilidad de defensa del acusado.

 La justicia comunitaria, con sus deficiencias, se ha convertido en la excusa perfecta que
enmascara ambiciones políticas, deseos de venganza e intereses personales bajo la idea de “hacer
justicia”. Si bien muchos de los ajusticiamientos se realizan porque existen razones o
antecedentes que los desencadenan, tristemente, estos aumentan la delincuencia y la criminalidad.
Intentan combatir al crimen con más crimen. Así, es completamente olvidada la idea central de
restauración y equilibrio cósmico que plantea el derecho andino.

 A menudo, tanto políticos como criminales no sólo acuden a la justicia comunitaria para
justificarse, sino que se respaldan en la justicia ordinaria para asegurar de por vida su propia
impunidad. La solución ante esta realidad no es sencilla. En este sentido, tal vez el modelo
complementario de justicia, que rescata valores y prácticas comunitarias y occidentales
integrándolas, pueda ser el factor productor de una justicia no perfecta, pero sí más eficaz, rápida
y efectiva.

 Para evitar los hechos delincuenciales y criminales que continúan ocurriendo, es preciso generar
altos niveles de información en la población y sancionar duramente a quienes incurran en este tipo
de faltas. Si en algunas localidades se asume colectivamente la responsabilidad de un
ajusticiamiento y se mantiene un pacto de silencio, deben preverse acciones de castigo colectivo
para de esta manera romper con la complicidad entre autores materiales del hecho y testigos del
mismo.

 El linchamiento del alcalde de Ayo Ayo, Benjamín Altamirano, la toma de la casa de Víctor
Hugo Cárdenas en Sank’ajawira y el asesinato a los cuatro policías de Diprove en Uncía, no
se constituyen en aplicación de justicia comunitaria. Todos estos hechos violentos son delitos
comunes amparados en decisiones y acciones comunitarias, desencadenadas por manipulación
política, falta de información y amenazas. Valga añadir al último caso la evidente influencia del
narcotráfico imperante en la zona y de los importadores de automóviles chutos.

 Para no caer en los vicios de la justicia ordinaria ni en los deslices de la justicia comunitaria es
importante complementar las virtudes de ambos sistemas jurídicos. Esto implicaría una
ampliación de la normatividad. El sistema jurídico moderno contemporáneo no tiene en su
aplicación un alcance general a todas las zonas del país y el Estado mismo no tiene una presencia
efectiva y material en los rincones más alejados del país. Por lo tanto, la complementación del
sistema occidental con el sistema jurídico indígena ampliaría la presencia del sistema normativo.



 Sería beneficioso lograr la concreción del pluralismo jurídico (no solamente su reconocimiento),
pero no desde la perspectiva conservadora que somete todo sistema jurídico a la justicia ordinaria.
En la actualidad ya no es posible aplicar un solo sistema de justicia. Existen diversos sistemas
normativos y hay que ver cómo se van complementando. El mayor beneficio de esta
complementación permitiría generar un proceso de enriquecimiento mutuo entre el sistema
jurídico indígena y el sistema jurídico nacional.

 Es necesario comprender que entre culturas puede producirse un proceso de aprendizaje
beneficioso. Sin embargo, las virtudes del sistema jurídico indígena aún no se conocen
completamente (a diferencia del sistema occidental ampliamente difundido). Más allá de los
mencionados valores del derecho andino, al interior de la justicia comunitaria se han rescatado
cuatro valores de los que se discute su aspiración a universalidad: el arrepentimiento, el equilibrio
cósmico, la reparación del daño causado y la restauración.

 Hay que evitar caer en el problema de la ideologización del sistema jurídico indígena, el cual, al
igual que el sistema jurídico nacional, no es infalible. El aprendizaje debe ser bidireccional. El
sistema jurídico ordinario debe aprender mucho del sistema jurídico indígena y viceversa. El
primer paso para efectivizar este aprendizaje es el diálogo entre culturas y el resultado será la
creación y realización de proyectos ético-políticos (culturales) de acción transformadora para
nuestro país.

 Hay que reconocer que la justicia comunitaria, mal aplicada y mal entendida implica grandes
riesgos. La mayor parte de los casos que han sido denominados de justicia comunitaria, no son
sino la manipulación de sistemas jurídicos indígenas en función de proyectos políticos de poder,
agresión, venganza y represalia política e incluso de venganzas personales. Por ello, para conocer
aquello que yace tras la apariencia de ‘justicia comunitaria’ es preciso ir más allá del análisis y la
reflexión. Es necesario pensar y razonar, no establecer prejuicios ni conclusiones anticipadas.

 La justicia comunitaria, teóricamente requiere ser repensada y replanteada, en función de las
exigencias de la compleja realidad que desafía simbólica y materialmente al Estado. Igualmente,
las prácticas de la justicia comunitaria, como las de la justicia ordinaria deben ser reformuladas
considerando aquellos principios ancestrales y olvidados del derecho andino, que se basan en la
deliberación previa, la escucha al acusado, el equilibrio y la restitución del daño causado.

 La hipótesis del trabajo fue demostrada parcialmente. En la aplicación de la justicia comunitaria
en las comunidades contemporáneas del altiplano boliviano, se encontraron cuatro valores, de
contenido social y político, que podrían tener relevancia universal: el arrepentimiento, el
equilibrio cósmico, la restauración y la reparación del daño causado. La posibilidad de
universalización de estos valores es escasa desde la lógica occidental que tiende a ser excluyente
y es amplia desde la cosmovisión andina (complementariedad de opuestos), desde la cual ningún
sistema de justicia puede existir excluyendo al otro.

 Hasta el momento, la justicia comunitaria ha sido un elemento básico de la identidad étnico
cultural de los pobladores (indígenas y migrantes) y se ha constituido en un punto de encuentro
entre dos sistemas jurídicos, para suplir la pérdida del derecho andino y la ausencia del Estado
boliviano en las comunidades contemporáneas del altiplano boliviano. Esta experiencia puede
superarse. Solamente el diálogo entre civilizaciones (occidental y andina) puede ser la vía para
superar los desfases entre la teoría y la realidad de la justicia, para universalizar los valores de la
justicia comunitaria y para construir un modelo complementario de justicia.
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